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existencia de fallos de mercado y de objetivos de
interés general, dicha intervención puede, a su vez,
producir efectos indeseados sobre la competencia
y tener un impacto negativo sobre el bienestar
general. Por este motivo, los instrumentos regula-
torios que se establezcan deben dirigirse a corregir
los fallos de mercado detectados, pero sin distor-
sionar la competencia de forma innecesaria o des-
proporcionada. 

La autoridad nacional de competencia en
España ha analizado el mercado del suelo en dis-
tintas ocasiones y desde ópticas diferentes. A prin-
cipios de la década de los noventa del siglo pasa-
do, el extinto Tribunal de Defensa de la Competen-
cia (TDC) analizó la competencia en el mercado del
suelo en dos informes (TDC, 1993 y TDC 1995).
Por su parte, la Comisión Nacional de la Compe-
tencia (CNC) ha puesto de relieve en varios informes
y estudios sectoriales cómo una intervención �
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1. Introducción

El suelo tiene una importancia fundamental en
la economía. En primer lugar, es un factor produc-
tivo necesario e irremplazable en la práctica totali-
dad de las actividades económicas. En segundo
lugar, constituye un activo financiero muy impor-
tante para hogares, empresas y sector público. En
tercer lugar, es un elemento esencial en la produc-
ción de vivienda, un bien que representa un gran
porcentaje de la riqueza de los hogares, afectando
a sus decisiones de consumo y ahorro. 

A pesar de que la intervención pública en el
mercado del suelo se encuentra justificada por la
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urbanística inadecuada puede reducir la presión
competitiva en distintos sectores de la economía,
como el de la distribución comercial (CNC, 2011)
o distribución de carburantes en estaciones de ser-
vicio (CNC, 2012).

El 3 de septiembre de 2013, la CNC publicó su
análisis sobre los Problemas de competencia en el
mercado del suelo en España, un documento de
discusión realizado en el marco de sus funciones
de promoción de la competencia en el que analiza
el impacto de la intervención urbanística en el fun-
cionamiento del mercado del suelo, y propone la
necesidad de un debate a fondo sobre la mejora
regulatoria en este sector, así como una serie de
recomendaciones urgentes, para intensificar la
competencia antes de la modificación del marco
normativo. 

El presente artículo resume los puntos princi-
pales del análisis y de las recomendaciones reali-
zados por la CNC. En el apartado 2 se describe el
marco normativo actual del suelo en España y las
principales fases del proceso urbanístico. En el
apartado 3 se realiza una caracterización económi-
ca del mercado del suelo. En el apartado 4 se estu-
dian una serie de indicadores del mercado del
suelo que apuntan a la existencia de ineficiencias
en su funcionamiento. Posteriormente, en el apar-
tado 5 se analizan los principales factores regula-
torios que están afectando negativamente al nivel
de competencia. Finalmente, en el apartado 6 se
incluyen las recomendaciones y en el apartado 7 se
presentan las conclusiones del artículo.

2. Contexto jurídico 

El urbanismo español contemporáneo nace con
la Ley de 12 de mayo de 1956 sobre Régimen de
Suelo y Ordenación Urbana (LS 1956). Con la
aprobación de la Constitución Española de 1978 (CE)
se atribuyeron a las comunidades autónomas (CCAA)
competencias exclusivas en las materias de orde-
nación del territorio y urbanismo. La Sentencia del
Tribunal Constitucional (TC) 61/1997, de 20 de

marzo, clarificó las competencias urbanísticas por
parte de las distintas Administraciones Públicas
(AAPP) territoriales. El Estado ejerce una compe-
tencia indirecta a través de los títulos competen-
ciales contenidos en el artículo 149.1 de la CE. Por
su parte, las CCAA disponen de una competencia
directa para legislar sobre la totalidad del proceso
urbanístico (planeamiento, gestión y disciplina ur-
banística). Finalmente, los Ayuntamientos ejercen
competencias ejecutivas en los tres ámbitos del
proceso urbanístico en los términos previstos en la
legislación estatal y autonómica. La normativa esta-
tal vigente es el Real Decreto Legislativo 2/2008,
de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refun-
dido de la Ley de Suelo (TR, 2008). Junto con la
normativa estatal, la normativa fundamental en ma-
teria de ordenación urbanística viene configurada
por las respectivas leyes autonómicas de urbanismo. 

La actividad urbanística constituye un proceso
que se desarrolla en el tiempo y en el que se dis-
tinguen tres ámbitos claramente diferenciados: pla-
neamiento, gestión, y disciplina. 

El objetivo esencial del planeamiento urbanísti-
co es dibujar la ciudad, determinando qué suelos
son susceptibles de ser urbanizados y el uso al que
deberán destinarse. Los instrumentos de planea-
miento más relevantes son los de carácter local,
que se subdividen en instrumentos de planeamien-
to general y de desarrollo. Dentro del planeamien-
to general, el Plan General constituye la pieza
esencial, siendo su finalidad principal clasificar1 y
calificar2 el suelo, realizando una ordenación deta-
llada del suelo urbano y menos intensa de suelo
urbanizable. Dentro del planeamiento de desarrollo,
la figura más importante es el Plan Parcial, median-
te el cual se lleva a cabo la ordenación pormeno-
rizada del suelo urbanizable, culminándose de este �
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1 La clasificación del suelo consiste en asignar cada parte del terri-
torio municipal dentro de las categorías de suelo que tradicionalmente
han existido en el sistema urbanístico español: suelo urbano, suelo
urbanizable y suelo no urbanizable. 

2 La calificación del suelo consiste en asignar usos e intensidades.
Los usos pueden ser globales o pormenorizados. Una de las caracterís-
ticas del planeamiento español es que utiliza categorías de uso muy
detalladas y específicas y que permiten segmentar de modo muy por-
menorizado el suelo municipal.  



modo el proceso de ordenación, y legitimando el
desarrollo (ejecución) del suelo de acuerdo con el
planeamiento. 

Tras la aprobación del planeamiento, se inicia
la fase de ejecución o gestión urbanística, en la
que el suelo se transforma conforme a lo estable-
cido en el planeamiento. En el urbanismo español,
el ejercicio del derecho a urbanizar obliga a los
propietarios a cumplir con una serie de obligacio-
nes, entre las cuales destaca la equidistribución de
beneficios y cargas derivadas del planeamiento,
mecanismo que busca corregir las «inequidades»
que el planeamiento genera y que se hace efectivo
mediante alguno de los distintos sistemas de actua-
ción que existen (compensación, cooperación,
expropiación, agente urbanizador, etcétera). A su
vez, los propietarios deben cumplir con otros debe-
res legales, que se relacionan principalmente con
las cesiones de suelo que deben realizar a favor de
la Administración, el coste de las obras de urbani-
zación previstas y la entrega de las infraestructuras
correspondientes. Una vez que los propietarios solu-
cionan los aspectos jurídicos de la fase de gestión (el
aspecto esencial es la equidistribución), comienza la
ejecución material, en la que se dota a las parcelas de
los servicios e infraestructuras necesarias para que
adquiera la condición de solar. 

La disciplina urbanística constituye la tercera
fase principal del proceso urbanístico. En esta
etapa, las AAPP, en especial la municipal, tienen
que controlar que las diversas formas de uso del
suelo concuerdan con las determinaciones del pla-
neamiento. El ámbito más relevante es el control
preventivo, que consiste en el sometimiento de
ciertas actuaciones a una autorización, a través de
la previa y preceptiva licencia municipal. 

En último término, resulta conveniente hacer
referencia a los instrumentos de intervención en el
mercado del suelo atribuidos a los poderes públicos,
que convierten a éstos, simultáneamente, en regula-
dor y agente económico interesado en el mercado
del suelo. Los tres instrumentos principales son los
Patrimonios Públicos de Suelo (PPS), los derechos
de superficie, y lo derechos de tanteo y retracto. La

finalidad de estos instrumentos es regular el merca-
do, pero también asegurar determinados objetivos del
planeamiento. 

3. Caracterización económica del suelo.
Fallos del mercado y costes de la
intervención

El suelo constituye el bien inmobiliario por natu-
raleza. Económicamente, es un recurso escaso, no
renovable, irreproducible, inmóvil, heterogéneo, du-
radero, y un depósito de valor, fundamental como
activo real y financiero, tanto para hogares como
para empresas. Estas características proporcionan
al suelo cierta unicidad como bien económico y
tienen implicaciones importantes para el funciona-
miento del mercado, de forma previa a cualquier
tipo de intervención pública. En concreto, la inmo-
vilidad y la  heterogeneidad del suelo contribuyen
a segmentar espacialmente el mercado, favorecen
la persistencia de desequilibrios, y pueden generar
posiciones monopolísticas en determinadas circuns-
tancias.

El suelo es un recurso de extrema relevancia en
la economía, fundamentalmente porque constituye
un factor productivo necesario en la práctica tota-
lidad de las actividades económicas. Además, es
un elemento esencial en la producción de vivienda,
un bien que reviste una dimensión social de tras-
cendencia, y representa un gran porcentaje de la
riqueza de los hogares. De acuerdo con datos del
Ministerio de Fomento, en 2012 el valor total de
las transacciones de suelo en España ascendió a
aproximadamente 2.600 millones de euros, si bien
en los últimos años el mercado ha realizado un
ajuste histórico en términos de precios y cantida-
des, que se ha traducido en una caída considerable
del valor total de las transacciones, que en el año
2004 alcanzó los 23.015 millones de euros. A su
vez, el suelo es un componente significativo en el
valor de la vivienda. En 2009, el valor del stock de
suelo sobre el valor total del stock de vivienda llegó
a representar el 45 por 100 en España (Uriel y �
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Albert, 2012), porcentaje que también varía a lo
largo de los ciclos económicos, especialmente pro-
nunciados en este sector. En cuanto a su importancia
en el sector financiero, en 2011 los activos del sec-
tor financiero vinculados a crédito promotor corres-
pondientes a suelo o promoción en curso ascendían
a 132.000 millones de euros.

Como ha señalado la literatura económica en
este ámbito, la existencia de fallos de mercado jus-
tifica la intervención pública en el mercado del
suelo (véase, por ejemplo, Brueckner, 2011, Chesire
y Vermoulen, 2009, o Mills y Hamilton, 1994). En
primer lugar, en el mercado del suelo existen
externalidades. Por un lado, las derivadas de usos
del suelo incompatibles entre sí (por ejemplo, una
fábrica que genere contaminación sobre una zona
residencial circundante). Por otro lado, las vincu-
ladas al crecimiento espacial excesivo y desorde-
nado de las ciudades, como la congestión de las
infraestructuras de transporte, la pérdida de espa-
cios abiertos, o el coste externo, en términos de
infraestructuras y servicios, derivado del proceso
urbanizador. En segundo lugar, existen bienes públi-
cos, como los parques y jardines, o el sistema de
alcantarillado. En tercer lugar, existen problemas de
información, tanto imperfecta como asimétrica. En
cuarto lugar, la heterogeneidad y localización espe-
cífica del suelo favorece, en determinadas situacio-
nes, la existencia de poder de mercado local. 

A pesar de que alguna forma de intervención
pública en el mercado del suelo esté justificada, la
literatura económica también señala que dicha
intervención puede generar costes (Chesire, 2009
o Brueckner, 2009). En primer lugar, las principa-
les formas de intervención limitan la oferta de
suelo y encarecen la propiedad inmobiliaria (resi-
dencial, comercial, industrial) en el área urbana
(Ihlanfeldt, 2007 o Glaeser, Gyourko y Saks, 2005).
En segundo lugar, al reducir el espacio disponible
para el establecimiento de diferentes actividades
económicas, puede limitar el nivel de competencia
en multitud de sectores económicos cuyo mercado
geográfico tiene un carácter local. En tercer lugar,
al encarecer el precio de la propiedad inmobiliaria

o reducir la dimensión de los espacios donde abrir
establecimientos, la intervención afecta negativa-
mente a la productividad empresarial (véase, por
ejemplo, Chesire, Hilber, y Kaplanis, 2011). En
cuarto lugar, la intervención, en la medida en que
limita la cantidad disponible de suelo o ralentiza
su transformación o adecuación, reduce la elastici-
dad de la oferta de suelo y de la propiedad inmo-
biliaria (véase, por ejemplo, Caldera-Sánchez y
Johansson, 2011), lo que lo que reduce su capacidad
para adaptarse a las condiciones cambiantes del mer-
cado y genera un mayor crecimiento y volatilidad de
los precios, como se analiza en mayor detalle en el
párrafo siguiente. En quinto lugar, por sus efectos
sobre la elasticidad de la oferta, la regulación urba-
nística también puede limitar la movilidad laboral
(OCDE, 2011) o desviar el crecimiento económico
hacia zonas relativamente menos productivas
(Glaeser, Gyourko y Saks, 2006), afectando negativa-
mente al nivel de productividad agregada. 

La oferta real de suelo es la oferta de suelo urba-
nizado, es decir, la oferta de solares listos para edi-
ficar. A corto plazo, la oferta de suelo es relativa-
mente inelástica, mientras que a largo plazo su elas-
ticidad es mayor, principalmente porque la produc-
ción de suelo es una actividad que implica abundan-
tes recursos de tiempo y sus correspondientes costes.
La elasticidad de la oferta depende de una multipli-
cidad de factores, entre los que se encuentran el nivel
de incertidumbre, el acceso a la financiación, o la
disponibilidad real de suelo. Un factor adicional que
resulta crucial en el comportamiento de la oferta es
la intensidad de la regulación urbanística. Una regu-
lación muy restrictiva, que limite la cantidad de
suelo apto para ser incorporado al proceso urbanísti-
co o dificulte su transformación, elevará la pendien-
te de la oferta de suelo, configurando una oferta más
inelástica en comparación con un escenario regula-
torio menos restrictivo. Por lo tanto, los mercados
sometidos a regulaciones que introducen una mayor
rigidez de oferta contribuyen a generar un mayor
crecimiento y volatilidad de los precios, exacerban
las fluctuaciones del ciclo inmobiliario, elevan la
probabilidad de que surjan burbujas especulativas �
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y de que su duración sea mayor, y, en definitiva, favo-
recen una mayor inestabilidad macroeconómica.

La demanda de suelo se encuentra constituida por
dos segmentos principales: las AAPP y las empresas
de promoción inmobiliaria (San Martín, 1996). Las
AAPP demandan suelo por distintos motivos, entre
los que se encuentran la construcción de infraestruc-
turas o de parques y escuelas. Por su parte, la deman-
da originada en las empresas de promoción inmobi-
liaria se encuentra vinculada a la demanda final de
propiedad inmobiliaria, que a su vez responde a dis-
tintas tipologías (viviendas, espacios industriales, ofi-
cinas, etcétera). A su vez, existe una demanda por
motivos de inversión, muy ligada a las perspectivas
de la evolución de los precios de la vivienda respec-
to a otros activos reales o financieros. 

4. Indicadores de funcionamiento del
mercado del suelo en España 

La CNC analiza una serie de indicadores que
apuntan a la existencia de ineficiencias en el funcio-
namiento del mercado del suelo. En primer lugar,

España tiene una oferta de vivienda a largo plazo,
uno de cuyos principales determinantes es la elasti-
cidad de la oferta de suelo a largo plazo, cuya elasti-
cidad precio es inferior a la unidad (en concreto, 0,5)
y más inelástica que en muchos otros países (Grá-
fico 1). 

En segundo lugar, España se encuentra entre
los países de la OCDE en los que más ha crecido el
precio real de la vivienda desde 1980. Por supuesto,
dicha evolución puede explicarse porque en España
el crecimiento de la demanda haya sido relativa-
mente más intenso que en otros países3. Ahora bien,
la oferta del suelo y su rigidez relativa también ha
tenido un papel determinante, como han resaltado
distintas instituciones (véase, por ejemplo, FMI,
2009 y OCDE, 2007). �
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GRÁFICO 1
ELASTICIDAD DE LA OFERTA DE VIVIENDA A LARGO PLAZO EN UNA SELECCIÓN DE PAÍSES DE LA OCDE

Nota: los datos son estimaciones de la elasticidad-precio a largo plazo de la oferta de vivienda nueva.
Fuente: OCDE (2011).

3 La evolución de los precios en el mercado del suelo y de la vivien-
da se ve afectada por factores de demanda y oferta. El crecimiento de
los precios de la vivienda durante las últimas décadas tanto en España
como en otros países se vio influido tanto por variables de demanda
(como el aumento de la renta real o la reducción en los tipos de interés)
como de oferta, en la que inciden elementos de tipo estructural y regu-
latorio. Lo importante es que, ante aumentos de demanda motivados
por distintos factores, la oferta es relevante en el comportamiento de
los precios y en el equilibrio que finalmente alcanza el mercado. 



En tercer lugar, la baja elasticidad relativa de la
oferta de vivienda en España no parece deberse a la
escasez física de suelo en España. En el contexto de
la OCDE, España se encuentra entre los países con
una intervención urbanística relativamente más res-
trictiva (OCDE, 2011). Por otro lado, su densidad de
población, indicador de la escasez de suelo físico, es
relativamente baja en términos comparativos. En
consecuencia, parece que el factor que estaría inci-
diendo más en la rigidez de oferta observada sería el
regulatorio y su carácter relativamente restrictivo.

En cuarto y último lugar, tras la última fase
expansiva iniciada a finales de los años noventa del
siglo pasado, el mercado ha experimentado reciente-
mente un ajuste histórico. De acuerdo con datos del
Ministerio de Fomento, tomando como referencia el
máximo alcanzado en el tercer trimestre de 2007, el
precio medio del m2 de suelo en España se ha redu-
cido un 41 por 100 en el tercer trimestre de 2012
(Gráfico 2). A nivel regional se observan dinámicas
distintas, caracterizadas por procesos de ajuste de
precios y cantidades marcadamente heterogéneos.

5. Factores regulatorios que restringen la
competencia

Tras analizar la importancia de la intensidad re-
gulatoria en el funcionamiento del mercado del suelo,

la relativa rigidez de la oferta en España y su rela-
ción con la regulación, la CNC estudia una serie de
factores característicos de la intervención urbanís-
tica en España que contribuyen a limitar la compe-
tencia en el mercado del suelo y a generar la rigi-
dez de oferta observada. A continuación, se expo-
nen los puntos principales del análisis realizado
por la CNC. 

5.1. La delimitación administrativa mediante el
planeamiento urbanístico, del suelo que
puede urbanizarse y de cómo debe
urbanizarse

5.1.1. Delimitación del suelo que puede
urbanizarse: frontera urbanística

Mediante la técnica de clasificación, la Admi-
nistración (principalmente la municipal) establece
una frontera urbanística que demarca el suelo sus-
ceptible de ser urbanizado (urbanizable) y excluir
parte del territorio del proceso urbanizador (no
urbanizable). El suelo excluido incluye tanto el suelo
protegido por motivos de interés general como el
suelo excluido por razones de programación tem-
poral y que, en principio, podría ser urbanizado en
el futuro, cuando el planificador, de forma discre-
cional, lo considere conveniente. Así, la frontera �
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urbanística constituye un instrumento utilizado para
controlar el crecimiento espacial de la ciudad, que en
ausencia de intervención, podría resultar económica-
mente ineficiente, y producir un consumo excesivo
de espacios abiertos, demasiada congestión, y un
gasto innecesario en infraestructuras y servicios. Es
decir, una ciudad demasiado costosa.

Sin embargo, la frontera urbanística entraña de-
terminados costes que deben tenerse en cuenta a la
hora de valorar su justificación. En primer lugar,
teórica y prácticamente no constituye el mecanis-
mo más eficiente para solucionar los fallos de
mercado que pueden dar lugar a un crecimiento
espacial excesivo y desordenado. Fundamentalmen-
te, la frontera urbanística está dirigida a evitar el
síntoma (el posible crecimiento espacial excesivo)
pero no la causa de dicho resultado (los fallos de
mercado que impedirían que la solución competi-
tiva sea óptima) (Brueckner, 2011). En segundo
lugar, la frontera urbanística impide que la compe-
tencia sea la fuerza fundamental en la determina-
ción del suelo que tiene que ser urbano (tanto en
términos de cantidad como de localización4), lo
que i) distorsiona ineficientemente el proceso de
formación del precio del suelo en el área urbana,
ii) otorga poder de mercado a los propietarios de
suelo susceptible de ser urbanizado, y iii) favorece
la aparición de procesos de búsqueda de rentas por
parte de distintos agentes del mercado, públicos y
privados, para conseguir un trazado final favorable
a intereses no generales. En último lugar, su deli-
mitación final puede verse distorsionada tanto por
los procesos de búsqueda de rentas como por la
dependencia de los Ayuntamientos en los ingresos
dependientes del suelo. 

La teoría económica ofrece instrumentos alter-
nativos de intervención más eficientes para corre-
gir los fallos de mercado asociados al crecimiento
excesivo de un área urbana. Una alternativa avan-
zada por la CNC en su documento de discusión
podría ser la utilización de mecanismos de precio

de carácter pigouviano5, que resultan superiores en
términos de eficiencia, puesto que atacan directa-
mente los fallos de mercado, permiten internalizar
las externalidades y contribuyen a minimizar las
distorsiones económicas derivadas de la interven-
ción pública6. Desde el punto de vista teórico, pue-
den sugerirse también otras alternativas, si bien
menos eficientes a priori que los mecanismos de
precio. Una de ellas podría consistir en la asigna-
ción de derechos de urbanización mediante meca-
nismos competitivos, a través de los cuales el pla-
nificador podría controlar la cantidad de suelo que
es posible urbanizar en cada momento del tiempo,
evitando la identificación concreta y discrecional
de las parcelas a urbanizar.

5.1.2. Delimitación del uso del suelo:
calificación

A través del planeamiento y en concreto de la
técnica de calificación, la autoridad urbanística
determina el uso del suelo, así como otras caracte-
rísticas relevantes en su aprovechamiento, como la
edificabilidad. En teoría, la finalidad principal de
la calificación es evitar externalidades entre usos
incompatibles (por ejemplo, que una fábrica gene-
radora de residuos contamine un bloque de vivien-
das adyacente) y reservar suelo para bienes con
características de bien público, que tendrá que ser
cedido por los propietarios en la fase de transfor-
mación del suelo.

A pesar de su motivación, conviene señalar que
la zonificación no corrige totalmente la externali-
dad (por ejemplo, la derivada de la contamina-
ción), puesto que simplemente la agrupa en un lugar
concreto, pero sin ajustar el nivel de contamina-
ción al nivel económicamente óptimo. �
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4 Excluidos siempre todos aquellos terrenos que por razones de inte-
rés general deban mantenerse fuera del mercado.

5 Estos instrumentos permiten alinear los incentivos privados con la
eficiencia social. En el caso de externalidades negativas, estos instru-
mentos suelen ser impuestos o tasas correctoras, diseñados para hacer
que los agentes privados tengan en cuenta el coste social derivado de la
externalidad negativa.

6 Por ejemplo, para la pérdida de espacios abiertos y la congestión
podrían utilizarse tasas y peajes. A su vez, para corregir la no interna-
lización del coste total adicional en términos de infraestructuras y ser-
vicios producido por la nueva urbanización, pueden utilizarse las deno-
minadas tasas de impacto o desarrollo. 



A su vez, este mecanismo presenta otros inconve-
nientes. En primer lugar, la calificación segmenta adi-
cionalmente, por usos, el suelo municipal e impide
que sea la competencia la que asigne el suelo entre
posibles usos económicos alternativos. De hecho, la
zonificación excesivamente detallada del suelo,
puede restringir la competencia de forma innecesaria
y desproporcionada7, reduciendo el espacio disponi-
ble para establecimientos en multitud de sectores eco-
nómicos donde el mercado geográfico tiene carácter
local. Adicionalmente, el planeamiento puede dar
como resultado que el suelo contemplado para un
determinado uso no sea del tamaño suficiente, o
incorporar restricciones adicionales, como tamaños
mínimos de parcela o distancias mínimas discreciona-
les entre establecimientos, cuyo efecto es restringir
todavía más la competencia, perjudicando el funcio-
namiento del sistema económico. En segundo lugar,
del mismo modo que la frontera urbanística, la efi-
ciencia de este instrumento puede verse distorsionada
por los comportamientos de búsqueda de rentas y la
dependencia de los Ayuntamientos de los ingresos
provenientes del suelo. En tercer lugar, la zonificación
característica del urbanismo español actual tiende a
limitar en cierto modo la aparición de zonas de uso
mixto, y puede llevar, en combinación con la cesión,
a una provisión ineficiente de bienes públicos urbanos
(O’Sullivan, 2011 y Riera, 1997).

De acuerdo con la CNC, existen alternativas que
podrían ser menos distorsionadoras y más favorables
a la asignación de suelo mediante mecanismos de
mercado. Para evitar las externalidades entre usos
incompatibles, podrían utilizarse, con carácter gene-
ral y fundamental, reglas o estándares que, por un
lado, permitan corregir la externalidades pero que a
la vez posibiliten que el uso del suelo se determine,
en gran medida, a través del mercado y no a través
del planeamiento diseñado por la autoridad urbanís-
tica (O’Sullivan, 2011). Mediante esta técnica no se

separarían usos entre sí, sino que se garantizaría la
compatibilidad entre usos mediante el cumplimiento
de unas reglas estables, previamente establecidas,
conocidas por todos los operadores e iguales para
todos los agentes8.

5.2. Complejidad y heterogeneidad,
discrecionalidad e inconsistencia de la
intervención urbanística

En primer lugar, en cuanto al nivel de comple-
jidad, el sistema de planeamiento español utiliza
un número muy elevado de instrumentos, cada uno
con sus fases de tramitación y aprobación y sus
trámites correspondientes. A su vez, la compleji-
dad inherente al sistema se ve agravada por la hete-
rogeneidad normativa a nivel autonómico y muni-
cipal y la falta de transparencia y predictibilidad. En
segundo lugar, los Ayuntamientos tienen un margen
innecesariamente amplio de discrecionalidad a lo
largo de todo el proceso urbanístico. En términos
generales, no tienen que ajustarse a unos criterios
claros y objetivos en su actuación, y la subjetividad
suele ser la norma. En tercer lugar, la intervención
urbanística, y en concreto el planeamiento, exhiben
un grado de inconsistencia temporal considerable.
La inconsistencia se origina a partir de dos factores
principales. Por un lado, la falta de correspondencia
entre el planeamiento y las necesidades reales del
mercado, iniciales y en el tiempo. Por otro lado, por
la dependencia fiscal de los Ayuntamientos en los
ingresos relacionados con el suelo, en concreto, en
las compensaciones urbanísticas que obtienen a cam-
bio de modificar el planeamiento vía convenios
urbanísticos9. La búsqueda de financiación por �
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7 Como señala la CNC, los usos posibles no están establecidos en la
legislación autonómica y dependen fundamentalmente de la autoridad
urbanística municipal. A pesar de que la casuística es variadísima,
siempre se trata de un planeamiento muy detallado, que utiliza un
número elevadísimo de categorías de uso pormenorizado que segmen-
tan todo el territorio municipal.

8 Por ejemplo, mientras que la calificación actual tiende a separar
grandes superficies de zonas residenciales, la calificación por estánda-
res establece unos requisitos para que un centro comercial situado cerca
de una zona residencial no genere externalidades sobre ésta.

9 La normativa estatal y autonómica reconoce la validez a los denomi-
nados convenios urbanísticos de planeamiento, figura mediante la cual la
Administración pacta con los particulares impulsar determinados cambios
en el planeamiento. En el supuesto de que se aprueben las modificaciones
a las que alude el convenio, el particular está obligado a cumplir con los
compromisos acordados en el convenio, que pueden ser de distinta índo-
le, entre otros, entrega de dinero en metálico o construcción de infraes-
tructuras (por ejemplo, un polideportivo o un aparcamiento). 



parte del Ayuntamiento a través de la constante
modificación del planeamiento favorece estrategias
muy restrictivas de planeamiento inicial (Riera,
1997), que buscan modificar el planeamiento a lo
largo del tiempo para obtener compensaciones
urbanísticas, a menudo en un marco de bilaterali-
dad con un agente privado.

Todos estos factores incrementan el nivel de
impredictibilidad, incertidumbre, e inseguridad jurí-
dica en el mercado del suelo, lo que además de resul-
tar radicalmente contrario al objetivo fundamental
del planeamiento, limita la entrada de operadores y
obstaculiza la competencia en el mercado del suelo,
dificultando que los agentes tomen decisiones de
localización eficientes. Además, la CNC destaca
cómo los convenios urbanísticos generan problemas
de competencia propios, en concreto, porque se han
convertido en un medio para que determinados
agentes del mercado obtengan ventajas competitivas
injustificadas en un contexto general de opacidad,
negociación bilateral y asimetrías de información. 

En opinión de la CNC, el establecimiento de un
sistema urbanístico basado en mecanismos de
mercado, reglas, e instrumentos de tipo estructural
vinculantes para la autoridad urbanística, reduciría
en gran medida los problemas analizados.

5.3. Costes de transacción y rigidez en el
proceso urbanístico

La producción de suelo urbanizado consiste en
dotar al suelo de los servicios e infraestructuras
necesarias para que adquiera la condición de solar.
Este proceso debería ser ágil y rápido, en virtud de
que la oferta efectiva de suelo es la oferta de suelo
urbanizado. No obstante, el proceso de urbanización
en España es, con carácter general, muy lento10. Esta
dilatación en el tiempo se explica por varios factores.
En primer lugar, con carácter general, para poder
urbanizar el suelo pueden ser necesarios cambios en
el planeamiento general y, en todo caso, deben apro-

barse instrumentos de planeamiento de desarrollo,
cuya tramitación alarga el proceso de urbanización.
Por ejemplo, la tramitación de un Plan Parcial, que
suele ser necesario para urbanizar el suelo urbani-
zable, puede tardar hasta 2 años. 

En segundo lugar, existen costes de transacción
adicionales, en especial en la fase de ejecución jurí-
dica del planeamiento. Como se ha señalado en la
parte inicial, el sistema establece que en esta fase
deben solucionarse las inequidades generadas por el
propio planeamiento mediante la equidistribución de
los beneficios y las cargas del planeamiento, cuyo
funcionamiento efectivo se ve obstaculizado por
numerosos costes de transacción11 (Riera, 1997),
que dificultan las negociaciones entre propietarios y
cuyo resultado final es configurar un sistema com-
plejísimo, que retrasa notablemente la producción de
suelo urbanizado. 

La lentitud en el proceso de urbanización del
suelo, provocada por los costes de transacción y la
rigidez del sistema, limita considerablemente la
competencia en el mercado del suelo y en otros mer-
cados de la economía, reduce la elasticidad de la
oferta, y favorece mayores alzas en los precios ante
aumentos en la demanda dados. En este sentido, la
CNC considera que si el planeamiento se flexibiliza-
se en línea con lo que se ha argumentado en aparta-
dos previos, no se generarían tantas inequidades ex-
ante, lo que eliminaría la necesidad de solucionarlas
ex-post y simplificaría la fase de gestión.

5.4. Intervención directa de las AAPP en el
mercado del suelo

Como se indicó en la sección dedicada al con-
texto jurídico, el marco legal vigente reconoce a la �
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10 Por ejemplo, en caso de que la transformación del suelo requiera
un cambio en el planeamiento general, su urbanización puede tardar
entre 4,5 y 14,5 años.

11 En concreto, la CNC se centra en los costes de transacción carac-
terísticos del sistema de compensación, que es el que tiene un carácter
más privado. Entre otros, alude a la necesidad de constituir una junta de
compensación, proceso sometido a innumerables trámites, o a factores
que dificultan las negociaciones entre los propietarios para alcanzar un
acuerdo sobre la equidistribución, como el diseño por parte del plani-
ficador de las unidades de ejecución o el carácter estático de los coefi-
cientes de ponderación que se utilizan en los procesos de redistribución
entre propietarios y que pueden no guardar relación con el valor real de
los terrenos. 



Administración, y en concreto a los Ayuntamientos,
una serie de instrumentos para intervenir directa-
mente en el mercado del suelo. La finalidad de
estos instrumentos, principalmente, los Patrimonios
Públicos de Suelo (PPS) y los derechos de tanteo y
retracto, es regular directamente el mercado (por
ejemplo, ofertando suelo público para controlar
los precios o interviniendo en el proceso de forma-
ción de precios de forma directa), y asegurar deter-
minados objetivos del planeamiento. 

En opinión de la CNC, el hecho de que la
Administración tenga la capacidad para incidir de
forma directa en la determinación de las cantida-
des y los precios de este mercado es una restric-
ción a la competencia desproporcionada que no
parece justificada. Partiendo de que el objetivo de
estos instrumentos es «impedir la especulación»,
en línea con el objetivo que el artículo 47 de la CE
establece para el sistema urbanístico, la solución
óptima para conseguirlo no consiste en asignar un
papel de intervención directa a la Administración
como operador interesado. Una medida más eficaz
sería eliminar las restricciones a la entrada y esta-
blecer un régimen de competencia en el mercado
del suelo, que permita que el libre juego de la ofer-
ta y la demanda regule este mercado. 

Adicionalmente, la CNC argumenta que el hecho
de que la Administración sea también regulador en
este mercado, y que los PPS puedan ser utilizados
para obtener financiación municipal, crea un esque-
ma de incentivos perversos para los Ayuntamientos,
que diseñarán su regulación urbanística teniendo
en cuenta sus ingresos fiscales, y no únicamente el
bienestar general12. De hecho, en la práctica, los
Ayuntamientos no utilizan sus PPS para regular el
mercado, sino para financiarse. Además, en muchos
casos, no están destinando los PPS a vivienda pro-

tegida u otros fines de tipo social, que es lo que esta-
blece el marco legal vigente.

6. Recomendaciones 

Tras el análisis realizado, la CNC concluye que
es necesario discutir y articular una serie de mejo-
ras en el marco normativo, que permitan corregir
los fallos de mercado y cumplir con determinados
objetivos de interés general pero que a la vez favo-
rezcan un funcionamiento competitivo del merca-
do del suelo. 

Por un lado, la CNC considera que determina-
das alternativas a los mecanismos actuales de in-
tervención pública valoradas en el informe deben
ser objeto de un debate más profundo, en el que se
pueda abordar adecuadamente su conveniencia. En
primer lugar, utilizar mecanismos impositivos (de
precio) o de derechos de urbanización en lugar de
la actual delimitación de la frontera urbanística.
Ello supondría convertir en suelo apto para ser
urbanizado todo el suelo que no deba estar prote-
gido por motivos de interés público conveniente-
mente justificados13, y que la extensión espacial
adecuada de las ciudades se consiguiera a través de
los mecanismos impositivos o de licitación de dere-
chos. En segundo lugar, sustituir la zonificación ca-
racterística del actual urbanismo español (muy de-
tallada, intervencionista, y determinada restrictiva-
mente ex ante, pudiendo ser flexibilizada ex post,
por ejemplo de forma bilateralmente convenida)
por la utilización de reglas o estándares conocidos y
estables que, corrigiendo las externalidades por usos
incompatibles, permitan que el mercado sea la �
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12 Así, se generan incentivos para restringir la oferta de suelo y obte-
ner más ingresos mediante transacciones directas con los PPS o para
obtener más dinero en metálico, en sustitución del suelo, en la parte de
la cesión. También para utilizar de forma estratégica la oferta de suelo
de la que disponen, que es considerable (por ejemplo, de acuerdo con
datos del Ministerio de Fomento, en el área urbana de Madrid, la
Administración es propietaria del 44,6 por 100 del suelo urbano no edi-
ficado). 

13 O dicho de otra manera, sólo debe de operar el mercado (pero
realmente debe operar el mercado) en aquellos terrenos aptos para ser
urbanizados, excluyendo rigurosamente todo aquel suelo que deba estar
protegido por motivos de interés público convenientemente justificados.
A nivel teórico nada impide que el suelo que deba estar protegido por
motivo de interés público convenientemente justificado sea tan amplio
como las administraciones hayan correctamente justificado. Ese terreno
protegido quedaría fuera del mercado del suelo y no se podría devolver a
él de forma discrecional, pues sería necesaria una nueva justificación en
sentido contrario, lo cual parece muy probable que pueda darse de forma
generalizada en a práctica.



fuerza fundamental a la hora de asignar suelo entre
actividades y usos alternativos en la economía.

En todo caso, la CNC considera que, con inde-
pendencia de la importancia y necesidad de pro-
fundizar en la discusión sobre este tema, dentro de
la configuración actual del sistema urbanístico
español, existen elementos sobre los que las AAPP
competentes deberían de actuar de forma inmedia-
ta para favorecer la competencia en el mercado del
suelo e impulsar el crecimiento de la economía
española y la creación de empleo. En este sentido,
la CNC recomienda:

– Promover un planeamiento urbanístico en el
que los usos delimitados por la calificación no sean
innecesariamente detallados y pormenorizados.

– Introducir la obligación de que los planes
urbanísticos incorporen una Memoria de Competen-
cia, cuyo objetivo sea evaluar la planificación
urbanística desde el punto de vista de la competencia.

– Asegurar que los procesos de elaboración y
aprobación de los instrumentos de planeamiento y
convenios urbanísticos se realicen de acuerdo con
los principios de publicidad, transparencia, concu-
rrencia y no discriminación.

– Introducir medidas para reducir los costes de
transacción en la fase de gestión urbanística y agi-
lizar la transformación del suelo.

– Garantizar que los Patrimonios Públicos de
Suelo se destinen efectivamente a los fines esta-
blecidos en la normativa vigente.

– Promover la eliminación de los derechos de
tanteo y retracto de las AAPP sobre los terrenos.

7. Conclusiones

A pesar de que la intervención pública en el mer-
cado del suelo se encuentra justificada por la exis-
tencia de fallos de mercado y de objetivos de interés
general, dicha intervención puede, a su vez, producir
efectos innecesarios o desproporcionados sobre la
competencia y tener un impacto negativo sobre el
bienestar general, el crecimiento económico y la crea-
ción de empleo. El 3 de septiembre de 2013, la

CNC aprobó su análisis sobre los Problemas de
competencia en el mercado del suelo en España, un
documento de discusión realizado en el marco de
sus funciones de promoción en el que analiza el
impacto de la intervención urbanística en el mer-
cado del suelo, y propone recomendaciones para
intensificar la competencia.

La CNC enfatiza que la intervención de las Ad-
ministraciones Públicas en el mercado del suelo
estaría justificada por los fallos de mercado inheren-
tes al sector. No obstante, dicha regulación no debe
distorsionar injustificadamente el mercado, pues se
corre el riesgo de originar fallos del sector público,
que pueden ser aún mayores que los que la regula-
ción pretende solucionar. Este riesgo es especial-
mente elevado cuando la intervención pública no
aplica sistemáticamente los principios de necesidad
y proporcionalidad, conceptos centrales en la mejo-
ra regulatoria (better regulation). 

De acuerdo con el análisis de la CNC, la inter-
vención urbanística en España restringe innecesa-
riamente la competencia en el mercado del suelo y
contribuye a generar una oferta de suelo más rígi-
da. Las principales fuentes de ineficiencias en los
mecanismos actuales de intervención son: la deli-
mitación administrativa, mediante el planeamiento
urbanístico, del suelo que puede urbanizarse y de
cómo debe urbanizarse; la complejidad, discrecio-
nalidad e inconsistencia de la intervención urba-
nística; los costes de transacción y rigidez en el
proceso urbanístico; y, la intervención directa de
las AAPP en el mercado del suelo. 

La consecución de una regulación eficiente del
mercado del suelo resulta fundamental para impulsar
la competencia en la economía española, incrementar
su productividad y contribuir a su estabilidad macro-
económica. Por este motivo, la CNC considera nece-
sario impulsar un debate más profundo sobre las for-
mas actuales de intervención, y, con esta finalidad,
propone instrumentos alternativos a dos elementos
nucleares del urbanismo español: la frontera urbanís-
tica y la calificación en su forma actual, desproporcio-
nadamente detallada, distosionadora y determinada
restrictivamente ex ante, soliendo ser flexibilizada
ex post en un marco discrecional, bilateral, opaco �
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y con asimetrías informacionales. Asimismo, la CNC
considera que, dentro de la configuración actual del
urbanismo en España, puede actuarse de forma inme-
diata para conseguir una intervención más favorable a
la competencia y al crecimiento económico. En este
sentido, recomienda medidas que pasan por la flexibi-
lización de los usos del suelo, la introducción de una
Memoria de Competencia en los instrumentos de pla-
neamiento, la agilización de la fase de gestión urba-
nística, o la promoción de la eliminación de los dere-
chos de tanteo y retracto de las AAPP.
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1. Introducción

Las relaciones comerciales recientes entre la
Unión Europea (UE-27) y los Estados Unidos
(EEUU) se rigen por una serie de declaraciones polí-
ticas que carecen de un régimen de tratado vinculan-
te, si exceptuamos los acuerdos más generales que
se vienen ratificando en el seno de la Organización
Mundial del Comercio (OMC). En la actualidad,
dichas relaciones transatlánticas representan en con-
junto casi el 60 por 100 de la actividad económica
mundial.

A nivel de aranceles ambas partes se otorgan el
trato de Nación Más Favorecida (NMF). En el co-
mercio exterior bilateral los principales obstáculos
son de naturaleza no arancelaria, lo que ha propicia-
do el desarrollo de diferentes iniciativas que se han
ocupado de esta problemática.

La Política Comercial de la UE con EEUU se
apoya en la Declaración Transatlántica de 1990. Una
referencia de partida en los acuerdos entre ambos
bloques comerciales la constituye la denominada
Nueva Agenda Transatlántica (NAT) aprobada en la
cumbre bilateral UE-EEUU que se celebró en
diciembre de 1995 en Madrid. Dentro de la NAT, en
el año 1998 se adoptaría una Declaración Común
sobre la Colaboración Económica Transatlántica
(Transatlantic Economic Partnership) cuyo fin últi-
mo en el ámbito comercial era intensificar y ampliar
la cooperación bilateral y multilateral (armonización
de las posiciones mutuas en los distintos ámbitos de
la OMC, eliminación de las barreras a los intercam-
bios, resolución de las diferencias comerciales,
armonización de normas técnicas y sanitarias, acce-
so a los mercados públicos, etcétera). En mayo del
año 2002, durante la celebración de la cumbre UE-
EEUU se lanzó la denominada «Agenda Positiva»
que incorpora un nuevo enfoque de las relaciones
comerciales bilaterales mediante una orientación �
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más constructiva con el fin de potenciar dichas rela-
ciones y con el objetivo de transformar la dinámica
existente en los contenciosos entre ambas partes y,
en su lugar, propiciar una mayor cooperación y crea-
ción de comercio.

En la cumbre UE-EEUU de junio de 2005 se
aprobó la Iniciativa para Reforzar la Integración
Económica y el Crecimiento Transatlántico, con la
que se pretendía reducir los obstáculos a los inter-
cambios comerciales y a las inversiones. En la reu-
nión informal de Ministros de Economía de la UE
y EEUU celebrada en noviembre de 2005 se aco-
gió con satisfacción el Programa de Trabajo con-
junto UE-EEUU destinado a poner en práctica dicha
Iniciativa.

La cumbre bilateral del 30 de abril de 2007
estableció un Acuerdo Marco Transatlántico con
un programa plurianual de cooperación que supu-
so la creación del Consejo Económico Transat-
lántico (TEC), constituido como foro de debate de
los problemas que afectan a ambas áreas y cuyo
objetivo sería la creación de un mercado trans-
atlántico sin barreras mediante su supervisión,
orientación y estimulación. A pesar del carácter
técnico y comercial que se ha querido imprimir al
TEC, su vocación y significado es eminentemente
político (Sánchez, 2010).

La aceleración de la integración económica glo-
bal, el auge de potencias como China e India, las
dificultades para cerrar la Ronda Doha y la percep-
ción de pérdida de competitividad y cuota de merca-
do en sectores tradicionalmente dominados por paí-
ses avanzados llevó a resucitar la idea de establecer
un área de libre comercio y un mercado único, así
como avanzar en la armonización de los marcos
regulatorios nacionales con el fin de reducir costes
de transacción e incertidumbre, aumentar la seguri-
dad jurídica e incrementar la eficacia y competitivi-
dad de las exportaciones (Stienberg, 2007). Dicho
proyecto no fructificó a pesar de ser respaldado por
la canciller alemana Ángela Merkel durante su pre-
sidencia de la UE y del G8 en 2007.

No obstante lo anterior, se ha seguido persis-
tiendo en la idea de acercar posiciones y ha sido en
el discurso del Estado de la Unión, el 13 de febre-

ro de 2013, cuando el presidente Barack Obama
anunció que los EEUU y la UE abren las negocia-
ciones para reforzar sus lazos comerciales. El pro-
ceso se inicia en julio de 2013, con dos años pre-
vistos de negociaciones1, y el objetivo es crear una
zona de libre comercio y un acuerdo sobre inver-
siones. Dicho acuerdo sería el mayor logrado a
nivel mundial hasta la fecha. El presidente de la
Comisión Europea ha señalado que dicho acuerdo
permitiría a la UE aumentar su crecimiento econó-
mico anual en un 0,5 por 100, asumiendo que las
negociaciones no serán fáciles porque hay sectores
sensibles, incluyendo el agrícola, pero mostrándo-
se convencido de que el acuerdo es posible debido
a la débil situación de la economía y a la voluntad
política entre ambas partes.

Ambas partes sostienen que si las negociaciones
son fructíferas servirán para revitalizar la OMC,
cuyas negociaciones actualmente centradas en la
Ronda Doha no parecen avanzar, si bien habrá que
ver hasta dónde se llega en este ambicioso acuerdo
transatlántico que deberá sortear escollos de la nego-
ciación tan importantes en materia agrícola, com-
pras públicas o de tráfico aéreo, entre otros, y ver
cómo responden al acuerdo los países emergentes, a
los que, en principio, nunca les ha gustado la idea de
adaptarse a los estándares que fijan los países avan-
zados (Stienberg, 2013).

La consecución de una Zona de Libre Comercio
UE-EEUU abriría una nueva etapa en las relaciones
entre ambos lados del Atlántico. Dado el protagonis-
mo de estos bloques en el comercio mundial y el
imparable auge del proceso de internacionalización
económica, nos planteamos analizar la evolución
reciente de los flujos de comercio exterior entre
estos espacios.

Con tal fin, este trabajo queda estructurado en las
siguientes partes. En primer lugar, tras esta introduc-
ción, nos ocupamos de describir los principales ras-
gos que caracterizan la evolución agregada de los
flujos comerciales de la UE con EEUU, así como
reseñar el grado de protección existente en ambos �
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bloques. Ahora bien, con objeto de profundizar en
dicho análisis, se hace necesario descender a un
estudio más pormenorizado del que se ocupa el
apartado tercero, en el que mostraremos la dinámica
sectorial seguida por las exportaciones e importacio-
nes, para lo cual se han construido los indicadores
que hemos considerado más representativos, esto es,
aquel que determina la estructura sectorial de los
intercambios, el índice de especialización intersecto-
rial o índice de ventaja comparativa revelada (IVCR)
y el índice de comercio intraindustrial (ICI). La
fuente de datos utilizada ha sido la que facilita la
base de datos de comercio exterior de Naciones
Unidas Comtrade, empleando al efecto la clasifica-
ción estandarizada que proporciona el Sistema
Arancelario Armonizado de Mercancías (HS 2007)
con una desagregación al nivel de 6 dígitos. El ámbi-
to temporal abarca el último quinquenio, esto, 2007
(punto de partida justificado por ser el primero que
permite trabajar con datos homogéneos de la UE-27)
a 2011 (último año disponible de datos al cierre del
trabajo). Las conclusiones y consideraciones finales
cierran el trabajo.

2. El comercio bilateral Unión Europea-
Estados Unidos y el nivel de protección
existente

La Unión Europea y los Estados Unidos son eco-
nomías altamente interdependientes abarcando en
conjunto las dos quintas partes del comercio mun-
dial. Los flujos comerciales diarios alcanzan los
2.000 millones de euros (unos 2.800 millones de
dólares) y se calcula que del comercio recíproco
dependen 14 millones de puestos de trabajo reparti-
dos, más o menos por igual, entre ambos bloques.

2.1. Posición de la Unión Europea en el
comercio exterior de Estados Unidos

La mayor parte del comercio exterior de la
Unión Europea tiene lugar en el viejo continente y,

de manera especial, entre socios comunitarios con
dos tercios de los intercambios (Tabla 1), si bien
cabe destacar el descenso que se experimenta tanto
desde el lado de las expediciones como por las
introducciones que en 2011 representan el 64,7 y
62,4 por 100, respectivamente.

En lo que respecta a los flujos extracomunitarios
se aprecia una concentración significativa de las
ventas en Estados Unidos (6 por 100) y en los deno-
minados BRICS (Brasil, Rusia, India, China y
Sudáfrica) (7,9 por 100), que, con un incremento
superior al 2 por 100 en el último quinquenio, supe-
ran en conjunto al mercado americano. Destacan
otras cuatro economías, Suiza, Turquía, Japón y
Noruega que de manera individual sobrepasan el
1 por 100 de las exportaciones de la UE. Por el lado
de las compras, entre los principales proveedores del
mercado comunitario destacan China con el 6,5 por
100 en 2011, Rusia se ha convertido en el segundo
suministrador (4,4 por 100) y Estados Unidos, con el
4,1 por 100, retrocede al tercer lugar, cuando en 2005
era el primero con el 4,8 por 100.

Desde la vertiente norteamericana el comercio
exterior por continentes queda ordenado de la
siguiente manera: un tercio de las exportaciones se
concentran en los países NAFTA, un porcentaje lige-
ramente inferior tienen como destino Asia (27,8 por
100) y algo más de la quinta parte se dirigen a
Europa (21,3 por 100). El principal proveedor de
EEUU es Asia, que suministra algo más del 37 por
100 en valor de las mercancías. Le siguen las com-
pras realizadas dentro de América del Norte y, en
tercer lugar, las que tienen como origen Europa
(18,4 por 100 en 2011). Si descendemos a nivel de
países la mayor cuota de mercado en ventas se con-
centra en Canadá a pesar de haberse reducido en 2,4
puntos (del 21,4 al 19,0 por 100 en el último quin-
quenio). Sin embargo, el otro socio NAFTA
(México), ha ganado posición en este periodo y
representa el 13,3 por 100 en 2011. La omnipresen-
cia de Estados Unidos en cualquier referencia del
comercio exterior de México es clara; así, en lo que
se refiere al análisis de los efectos que sobre el
comercio exterior de México ha tenido el Tratado �
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NAFTA merece ser destacada la constatación unívo-
ca de un proceso simultáneo de creación de comercio
interno y externo, siendo más intenso en general este
último en los principales productos y guardando rela-
ción con la creciente presencia de China como provee-
dor del país azteca y EEUU (Rodil y López, 2011).

En lo que respecta a las ventas dirigidas al merca-
do UE también se observa un retroceso como cliente
de 3,1 puntos, esto es del 21,3 al 18,2 por 100. Los
BRICS en conjunto son destino del 12,5 por 100 de las
exportaciones en 2011 frente al 10,3 de 2007, avance
atribuido principalmente a China y Brasil. Final-

mente, destacar que al igual que ocurre con la UE el
principal suministrador de mercancías de Estados
Unidos es China con una cuota del 18,4 por 100 (15
por 100 en 2005). Las importaciones procedentes de
la UE representan hoy día el 16,6 por 100.

2.2. Flujos agregados de comercio bilateral

En el periodo entre 2007 y 2011 las exportacio-
nes comunitarias con destino a Estados Unidos
crecieron a una tasa media anual del 0,51 por 100. �
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TABLA 1
POSICIÓN QUE OCUPAN ESTADOS UNIDOS Y LA UNIÓN EUROPEA ENTRE SUS PRINCIPALES CLIENTES Y PROVEEDORES DE MERCANCÍAS

(En porcentaje)

Estados Unidos Unión Europea (27)

Clientes Proveedores Clientes Proveedores

2007 2009 2011 2007 2009 2011 2007 2009 2011 2007 2009 2011

Mundo...................... 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 Mundo...................... 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0
África ....................... 2,0 2,3 2,2 4,7 4,0 4,2 África ...................... 2,6 3,3 3,0 2,9 3,1 3,2
A. Norte .................. 33,2 31,7 32,4 26,3 25,4 25,8 A. Norte .................. 7,9 6,3 7,2 5,3 5,4 4,9
A. Sur-Central ......... 9,2 10,2 11,2 7,0 7,1 7,9 A. Sur-Central.......... 1,4 1,6 1,8 2,0 1,9 2,1
Asia ......................... 27,0 27,0 27,8 37,2 38,6 37,1 Asia.......................... 7,4 7,4 9,5 12,7 13,1 13,2
CEI .......................... 0,9 0,8 0,9 1,3 1,5 1,9 CEI........................... 3,3 2,9 3,5 4,5 4,3 5,7
Europa .................... 23,7 23,7 21,3 19,5 19,6 18,4 Europa .................... 73,8 72,8 71,1 70,0 69,9 67,8
O. Medio ................. 4,0 4,2 3,9 4,0 3,8 4,7 O. Medio ................. 2,5 2,8 2,6 1,6 1,4 2,2
Canadá .................... 21,4 19,4 19,0 15,7 14,2 14,1 Intra-UE ................... 68,1 66,7 64,7 65,0 64,6 62,4
UE (27) .................... 21,3 20,9 18,2 18,1 17,9 16,6 EEUU....................... 6,7 6,2 6,0 4,4 4,6 4,1
México ..................... 11,7 12,2 13,3 10,6 11,1 11,7 Suiza........................ 2,4 2,5 2,8 1,9 2,2 2,0
China ....................... 5,6 6,6 7,0 16,8 19,3 18,4 China ....................... 1,8 2,7 3,1 5,7 6,3 6,5
Japón....................... 5,4 4,8 4,5 7,4 6,1 5,8 Rusia ....................... 2,3 2,5 2,5 3,5 3,4 4,4
Corea....................... 3,0 2,7 2,9 2,4 2,5 2,6 Turquía .................... 1,4 1,3 1,7 1,2 1,1 1,1
Brasil........................ 2,1 2,5 2,9 1,3 1,3 1,4 Japón....................... 1,1 2,0 1,1 1,9 1,6 1,5
Hong Kong............... 1,7 2,0 2,5 0,4 0,2 0,2 Noruega................... 1,1 1,1 1,1 1,9 2,0 2,1
Singapur .................. 2,3 2,1 2,1 0,9 1,0 0,9 India......................... 0,7 1,1 0,9 0,6 0,7 0,9
Australia................... 1,7 1,9 1,9 0,4 0,5 0,5 E. Á. Unidos ............ 0,7 0,8 0,8 0,1 0,1 0,2
Taipei Chino............. 2,3 1,7 1,7 2,0 1,8 1,9 Brasil........................ 0,5 0,7 0,8 0,8 0,8 0,8
Suiza........................ 1,5 1,7 1,7 0,8 1,0 1,1 Corea....................... 0,6 0,7 0,7 1,0 0,9 0,8
India......................... 1,5 1,6 1,5 1,2 1,4 1,7 Canadá .................... 0,7 0,8 0,7 0,6 0,5 0,5
E. Á. Unidos ............ 1,0 1,1 1,1 - - - Australia................... 0,6 0,7 0,7 0,3 0,2 0,3
Chile ........................ 0,7 0,9 1,1 0,5 0,4 0,4 Hong Kong............... 0,5 0,6 0,7 0,3 0,3 0,2
Colombia ................. 0,7 0,9 1,0 0,5 0,7 1,0 Singapur .................. 0,5 0,7 0,6 0,5 0,4 0,4
Turquía .................... 0,6 0,7 1,0 0,2 0,2 0,2 A. Saudita ................ 0,5 0,6 0,6 0,4 0,3 0,6
Malasia .................... 1,0 1,0 1,0 1,7 1,5 1,2 Sudáfrica ................. 0,5 0,6 0,6 0,5 0,4 0,4
A. Saudita ................ 0,9 1,0 0,9 1,8 1,4 2,2 México ..................... 0,5 0,5 0,5 0,3 0,3 0,4
Israel ........................ 1,1 0,9 0,9 1,0 1,2 1,0 Ucrania .................... 0,6 0,4 0,5 0,3 0,2 0,3
Venezuela................ 0,9 0,9 0,8 2,0 1,8 1,9 Argelia ..................... 0,3 0,5 0,4 0,5 0,5 0,6
Tailandia .................. 0,7 0,7 0,7 1,2 1,2 1,1 Israel ........................ 0,4 0,4 0,4 0,3 0,3 0,3
Argentina ................. 0,5 0,5 0,7 0,2 0,3 0,2 Taipei Chino............. 0,3 0,3 0,4 0,6 0,5 0,5
Rusia ....................... 0,6 0,5 0,6 1,0 1,2 1,6 Marruecos................ 0,3 0,4 0,3 0,2 0,2 0,2
Perú ......................... 0,4 0,5 0,6 0,3 0,3 0,3 Egipto ...................... 0,3 0,4 0,3 0,2 0,2 0,2
Costa Rica ............... 0,4 0,4 0,4 0,2 0,4 0,5 Irán .......................... 0,3 0,3 0,2 0,3 0,2 0,4
Indonesia ................. 0,4 0,5 0,5 0,8 0,9 0,9 Malasia .................... 0,3 0,3 0,3 0,4 0,4 0,5
Sudáfrica ................. 0,5 0,4 0,5 0,5 0,4 0,4 Túnez....................... 0,2 0,3 0,3 0,2 0,2 0,2
Filipinas ................... 0,7 0,5 0,5 0,5 0,4 0,4 Nigeria ..................... 0,2 0,3 0,3 0,2 0,3 0,5
Vietnam.................... - 0,3 0,3 0,6 0,8 0,8 Tailandia .................. 0,2 0,3 0,3 0,4 0,4 0,4
Noruega................... 0,3 0,3 0,2 0,4 0,4 0,4 Argentina ................. 0,2 0,2 0,2 0,2 0,2 0,2
Ecuador ................... 0,3 0,4 0,4 0,3 0,3 0,4 Indonesia ................. 0,1 0,2 0,2 0,3 0,3 0,4
Honduras ................. 0,4 0,3 0,4 0,2 0,2 0,2 Chile ........................ 0,1 0,1 0,2 0,3 0,2 0,2

Total ........................ 93,6 92,8 92,8 91,9 92,3 92,0 Total ........................ 95,0 97,2 94,9 95,3 94,8 94,7

Fuente: OMC. Estadísticas del comercio internacional (varios años). Elaboración propia.



Este crecimiento tan reducido es concordante con
el retroceso tan brusco que experimenta el comer-
cio internacional en 2009. No obstante, las ventas
de 2011 han recuperado el volumen del año 2007
situándolas en los 366.816 millones de dólares
(Tabla 2). En cualquier caso, a pesar de que las
importaciones han crecido a una tasa acumulativa
media del 2,1 por 100 en el periodo, el balance
comercial comunitario arroja un saldo positivo que
se mantiene desde 1996, año de punto de infle-
xión. El superávit alcanza los 97.680 millones de
dólares en 2011, con una tasa de cobertura del
136,3 por 100.

Este balance deficitario para Estados Unidos se
ha manifestado de forma activa, pudiéndose expli-
car por el diferente ritmo de crecimiento de las
exportaciones frente a las importaciones y es con-
secuencia de un proceso de reorientación de las
ventas americanas hacia mercados distintos del
europeo, mientras que las compras que proceden
de este último guardan una evolución paralela y

más estrecha con el conjunto de sus importacio-
nes.

En el ámbito de la Unión Europea los intercam-
bios comerciales que se realizan con Estados
Unidos no se distribuyen por igual entre todos los
socios comunitarios sino que se concentran en un
grupo de países. Alemania por sí sola es líder des-
tacada en las ventas hacia el mercado americano
con una cuota del 28 por 100. Reino Unido es ori-
gen del 18 por 100 de las exportaciones y un grupo
de países formado por Francia, Italia, Holanda,
Irlanda y Bélgica agrupan el 38 por 100. España y
Suecia representan cada uno el 3 por 100, mientras
que dieciocho países se reparten el 10 por 100 que
resta. De igual forma, los principales socios europeos
de Estados Unidos son el Reino Unido y Alemania,
destinos conjuntos del 40 por 100 de los productos
estadounidenses. Los mercados holandés, francés
y belga superan cuotas del 10 por 100, mientras
que el italiano, español e irlandés le siguen en im-
portancia. �
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TABLA 2
COMERCIO EXTERIOR DE BIENES DE LA UNIÓN EUROPEA CON ESTADOS UNIDOS 

(Millones de dólares y porcentaje)

2007 2011

(1) (2) (3) (4) (5) (6) (1) (2) (3) (4) (5) (6)

Austria..................... 7.918,0 2,2 3.161,0 1,3 4.757,0 250,5 8.703,6 2,4 2.774,9 1,0 5.928,7 313,7
Bélgica .................... 24.289,3 6,8 25.291,4 10,2 -1.002,0 96,0 24.205,4 6,6 29.876,9 11,1 -5.671,5 81,0
Bulgaria................... 427,2 0,1 306,2 0,1 121,0 139,5 366,1 0,1 257,5 0,1 108,6 142,2
Chipre ..................... 8,9 0,0 169,0 0,1 -160,1 5,3 25,3 0,0 97,1 0,0 -71,8 26,0
R. Checa................. 2.351,0 0,7 1.262,4 0,5 1.088,6 186,2 3.134,9 0,9 1.680,2 0,6 1.454,6 186,6
Dinamarca............... 5.647,1 1,6 2.927,2 1,2 2.719,8 192,9 5.744,5 1,6 2.244,7 0,8 3.499,8 255,9
Estonia .................... 496,6 0,1 242,3 0,1 254,3 205,0 1.202,0 0,3 341,0 0,1 861,0 352,5
Finlandia ................. 5.740,6 1,6 3.133,1 1,3 2.607,5 183,2 3.793,1 1,0 3.159,0 1,2 634,0 120,1
Francia .................... 34.096,8 9,5 27.819,1 11,2 6.277,7 122,6 32.468,2 8,9 28.845,7 10,7 3.622,4 112,6
Alemania ................. 100.560,8 28,0 49.611,2 20,0 50.949,6 202,7 103.075,2 28,1 48.779,2 18,1 54.296,0 211,3
Grecia ..................... 976,8 0,3 2.111,0 0,9 -1.134,1 46,3 1.711,6 0,5 1.083,4 0,4 628,1 158,0
Hungría ................... 2.206,6 0,6 1.291,7 0,5 915,0 170,8 2.268,4 0,6 1.473,2 0,5 795,2 154,0
Irlanda ..................... 21.680,3 6,0 9.010,7 3,6 12.669,6 240,6 30.074,8 8,2 7.605,8 2,8 22.469,0 395,4
Italia ........................ 33.123,2 9,2 14.141,2 5,7 18.982,0 234,2 31.662,3 8,6 15.991,3 5,9 15.671,0 198,0
Letonia .................... 108,4 0,0 381,2 0,2 -272,8 28,4 143,0 0,0 584,9 0,2 -441,9 24,4
Lituania ................... 439,5 0,1 720,2 0,3 -280,7 61,0 729,7 0,2 1.141,6 0,4 -411,9 63,9
Luxemburgo ............ 397,1 0,1 1.002,7 0,4 -605,7 39,6 575,2 0,2 1.585,2 0,6 -1.009,9 36,3
Malta ....................... 340,6 0,1 207,2 0,1 133,4 164,4 233,8 0,1 706,8 0,3 -473,0 33,1
Holanda................... 23.904,6 6,7 32.985,9 13,3 -9.081,4 72,5 23.310,1 6,4 42.825,7 15,9 -19.515,6 54,4
Polonia .................... 2.057,5 0,6 3.122,7 1,3 -1.065,2 65,9 3.693,6 1,0 3.128,9 1,2 564,8 118,0
Portugal................... 2.318,9 0,6 2.478,5 1,0 -159,6 93,6 2.069,5 0,6 1.314,4 0,5 755,1 157,5
Rumania.................. 808,3 0,2 680,4 0,3 127,9 118,8 1.110,2 0,3 914,1 0,3 196,1 121,5
Eslovaquia .............. 1.441,7 0,4 680,0 0,3 761,7 212,0 1.248,1 0,3 302,1 0,1 946,0 413,2
Eslovenia ................ 446,8 0,1 297,0 0,1 149,9 150,5 450,1 0,1 573,7 0,2 -123,6 78,5
España.................... 10.208,0 2,8 9.879,3 4,0 328,8 103,3 11.009,3 3,0 10.651,3 4,0 358,0 103,4
Suecia ..................... 12.832,1 3,6 4.494,0 1,8 8.338,1 285,5 1.1131,0 3,0 5.258,3 2,0 5.872,7 211,7
Reino Unido ............ 64.561,3 18,0 50.294,4 20,3 14.266,9 128,4 62.677,7 17,1 55.939,4 20,8 6.738,2 112,0
UE-27...................... 359.388,1 100,0 247.700,9 100,0 111.687,1 145,1 36.6816,6 100,0 269.136,6 100,0 97.680,0 136,3

(1) Exportaciones; (2) Cuota de exportaciones; (3) Importaciones; (4) Cuota de importaciones; (5) Saldo comercial; (6) Tasa de cobertura.
Fuente: Comtrade y elaboración propia.



Destacan cuatro países con saldo comercial nega-
tivo permanente: Bélgica, Holanda, Chipre y Le-
tonia. En los dos primeros la relación de clientes-
proveedores con los Estados Unidos es mucho más
destacada y, a pesar de que son deficitarios, en el
caso de Bélgica su tasa de cobertura supera el 90 por
100, siendo algo menor para los Países Bajos. La
posición dominante en superávit descansa en países
como Alemania, Italia, Austria, Dinamarca, Irlanda,
Estonia y Eslovaquia, mientras que en el resto el com-
portamiento es más errático, tal y como ocurre en el
caso español con saldo positivo en los años extremos
del período y déficit en los intermedios.

2.3. Nivel de protección arancelaria

El análisis de la protección arancelaria en las
dos áreas geográficas puede hacerse a partir de la
información que suministra la Tabla 3 en la que
aparecen los derechos aplicados en frontera. Con
carácter general, cabe destacar la mayor protec-
ción de la UE atendiendo a todos los indicadores
representados. Tomando en consideración que
ambas zonas alcanzan el nivel 100 por 100 de líneas
arancelarias consolidadas, de ahí la práctica coin-
cidencia entre el arancel consolidado y el aplicado,
no obstante, el nivel es mayor en los países �
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TABLA 3
PERFILES ARANCELARIOS EN LA UNIÓN EUROPEA Y ESTADOS UNIDOS 

(En porcentaje)

Unión Europea (27) Estados Unidos

2007 2009 2011 2007 2009 2011

Arancel consolidado final, promedio simple (total)....................................................... 5,4 5,2 5,2 3,5 3,5 3,5

Arancel NMF aplicado, promedio simple (total) ...................................................... 5,2 5,3 5,3 3,5 3,5 3,5

Arancel promedio ponderado por comercio (*) ......................................................... 2,7 3,2 2,8 2,2 2,1 2,1
Arancel promedio ponderado por comercio ptos. Agrop. (*) ..................................... 4,6 10,1 9,9 4,1 4,3 4,5
Arancel promedio ponderado por comercio ptos. No Agrop. (*) ............................... 2,7 2,7 2,4 2,1 2,0 2,0
Líneas arancelarias exentas NMF aplicado ptos. Agrop........................................... 29,9 29,8 30,1 30,4 30,5 30,3
Líneas arancelarias exentas NMF aplicado ptos. No agrop. .................................... 31,0 26,2 26,7 49,6 47,5 47,6
Arancel NMF ptos. Agrop. ponderado de las exportaciones a EEUU (*).................. 1,6 2,0 2,1 - - -
Arancel NMF ptos. No Agrop. ponderado de las exportaciones a EEUU (*) ............ 1,5 1,1 1,1 - - -
Arancel NMF ptos. Agrop. ponderado de las exportaciones a la UE (*)................... - - - 4,9 6,6 4,8
Arancel NMF ptos. No Agrop. ponderado de las exportaciones a la UE (*) ............. - - - 1,4 1,3 1,5
Importaciones ptos. Agrop. Exentas procedentes de EEUU (*)................................ 46,0 48,8 47,7 - - -
Importaciones ptos. No Agrop. Exentas procedentes de EEUU (*) .......................... 56,8 69,7 69,0 - - -
Importaciones ptos. Agrop. Exentas procedentes de UE (*)..................................... - - - 46,8 40,4 47,5
Importaciones ptos. No Agrop. Exentas procedentes de UE (*) ............................... - - - 66,8 68,5 66,0

NMF aplicado, promedio simple (detalle productos)

Productos agropecuarios .......................................................................................... 15,0 13,5 13,9 5,0 5,2 5,0
Productos animales ................................................................................................... 25,9 23,2 23,0 2,7 2,5 2,4
Productos lácteos ...................................................................................................... 62,4 49,4 55,2 24,1 16,2 19,1
Frutas, legumbres plantas ......................................................................................... 11,6 11,3 11,5 5,1 4,9 4,9
Café, té ...................................................................................................................... 6,9 6,6 6,2 3,9 3,6 3,2
Cereales y sus preparaciones ................................................................................... 19,8 17,5 16,3 4,0 4,0 3,5
Semillas oleaginosas, grasas y aceites..................................................................... 6,0 5,5 7,1 5,0 4,2 4,5
Azúcares y artículos de confitería ............................................................................. 29,8 27,5 29,1 19,0 9,1 16,6
Bebidas y tabaco ....................................................................................................... 20,0 19,0 19,2 15,6 13,5 15,4
Algodón...................................................................................................................... 0,0 0,0 0,0 4,3 2,5 4,6
Otros productos agropecuarios ................................................................................. 5,6 4,7 4,8 1,3 1,1 1,2

Productos no agropecuarios..................................................................................... 3,8 4,0 4,0 3,3 3,3 3,3
Pescado y sus productos .......................................................................................... 10,6 11,8 10,3 1,0 1,0 0,9
Minerales y metales................................................................................................... 2,0 2,0 2,0 1,6 1,8 1,7
Petróleo ..................................................................................................................... 2,3 3,1 2,7 2,3 1,5 1,3
Productos químicos ................................................................................................... 3,8 4,6 4,6 2,8 2,8 2,8
Madera, papel, etc. .................................................................................................... 0,9 0,9 0,9 0,5 0,5 0,5
Textiles....................................................................................................................... 6,6 6,6 6,6 7,9 8,0 7,9
Prendas de vestir....................................................................................................... 11,5 11,5 11,5 11,7 12,1 11,7
Cueros, calzado, etc. ................................................................................................. 4,1 4,2 4,2 3,9 4,0 4,0
Máquinas no eléctricas.............................................................................................. 1,7 1,9 1,9 1,2 1,2 1,2
Máquinas eléctricas ................................................................................................... 2,6 2,8 2,8 1,4 1,7 1,7
Material de transporte................................................................................................ 4,1 4,3 4,3 2,3 3,0 3,0
Manufacturas no especificadas previamente ............................................................ 2,5 2,7 2,7 2,3 2,6 2,3

(*) Los datos consignados en la columna del año 2011 corresponden al año 2010.
Fuente: OMC. Perfiles arancelarios en el mundo (varios años). Elaboración propia.



comunitarios que en el país norteamericano. En
efecto, la UE presenta un nivel promedio de pro-
tección del 5,3 por 100 frente al 3,5 por 100 de
EEUU.

Por productos, destacan los derechos de aduana
aplicados en la importación de productos agrope-
cuarios en la UE con un nivel promedio del 13,9
por 100, muy superior al que se enfrentan las
importaciones estadounidenses con un 5 por 100.
Únicamente el algodón, libre de aranceles, es
superior en EEUU, en tanto que en todas las demás
secciones se registran mayores niveles en el espa-
cio europeo. Del mismo modo ocurre en los pro-
ductos manufacturados, a excepción de textiles,
con una entrada de productos al mercado america-
no más liberalizadora, si bien no existen diferen-
cias tan extremas como ocurre en los productos
agropecuarios. Asimismo, cabe reseñar un mayor
nivel de líneas arancelarias exentas en Estados
Unidos, siendo las diferencias notables en produc-
tos no agropecuarios. Tanto en la UE como en
EEUU los sectores primarios más protegidos son
los productos lácteos, productos animales y azúca-
res y artículos de confitería, mientras que del lado
de los productos industriales las prendas de vestir
y los textiles son los que imponen mayor nivel de
protección arancelaria.

Lo anterior tiene su reflejo en las relaciones co-
merciales bidireccionales. En efecto, si tenemos en
cuenta el volumen de comercio realizado en el últi-
mo quinquenio observamos, por un lado, cómo los
aranceles a los que se han enfrentado las exportacio-
nes de productos europeos con destino al mercado
americano son en promedio del 1,1 por 100 en pro-
ductos no agropecuarios y ligeramente superior en
sentido inverso (1,5 por 100). Empero, los productos
agropecuarios americanos han soportado derechos
superiores al 6 por 100 (6,6 por 100 en 2009; 4,8 por
100 en 2011) a su entrada al mercado comunitario,
frente a valores del 1,6 y 2 por 100 en frontera ame-
ricana.

A priori, la consecución de un proceso más
liberalizador sería más beneficioso para las empre-
sas norteamericanas que soportan mayores barre-

ras arancelarias y, por el contrario, los productores
europeos tendrían que afrontar mayores desafíos al
desmantelarse la actual protección que les cubre
frente al exterior.

3. Naturaleza sectorial en los intercambios
comerciales UE-Estados Unidos

A la hora de profundizar en el estudio de los
intercambios comerciales que venimos analizan-
do, es imprescindible hacer uso de los indicadores
que nos permitan caracterizar el patrón de comer-
cio exterior desde un punto de vista sectorial. Con
tal fin, en el presente apartado nos apoyamos en el
cálculo de tres indicadores, esto es, el que define
la estructura o composición sectorial, el índice de
ventaja comparativa revelada (IVCR) y el índice
de comercio intraindustrial. Desde esta perspecti-
va, hemos considerado una división sectorial que
contempla 22 grupos de productos (los mismos
que se presentan en la Tabla 3), para lo cual segui-
mos la clasificación de productos agropecuarios y
no agropecuarios (manufacturas) que recoge el
Anexo 1 del Acuerdo sobre la Agricultura de la
OMC, en que se enumeran todos los productos
comprendidos en el Acuerdo.

3.1. Especialización sectorial

Respecto al primero de los indicadores referidos,
esto es, la estructura del comercio bilateral de la
UE con EEUU en el período 2007-2011 cabe subra-
yar, en primer lugar, la alta concentración del co-
mercio exterior en productos no agropecuarios
tanto desde el lado exportador como importador. El
intercambio de productos agropecuarios es residual
en términos relativos, dado que solo representan
un escaso 5 por 100 frente al 95 por 100 de flujos
comerciales en productos manufacturados. Las ven-
tas de productos primarios hacia el mercado ameri-
cano están muy concentrados en los subsectores de
bebidas y tabaco y desigualmente distribuidos en  �
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el resto de sectores, mientras que en el lado importa-
dor estos productos aparecen más diversificados tal
y como muestran los datos de la Tabla 4. En defini-
tiva, la cuota que representan los productos que
generan un mayor valor añadido es muy significati-
va. En segundo lugar y unido a la anterior, cabe rese-
ñar el paralelismo que existe en la participación sec-
torial de los intercambios comerciales en los secto-
res manufactureros, lo que evidencia estructuras pro-
ductivas comerciales muy similares como corres-
ponde a dos bloques económicos avanzados. Este
hecho se pondrá de manifiesto más adelante cuando
presentemos los índices de comercio intraindustrial
y, en consecuencia, esa clara integración comercial
también se podrá consolidar con la creación de una
zona de libre comercio.

Entre las manufacturas que constituyen el agre-
gado más importante de las exportaciones comuni-
tarias, sobresalen el sector de productos químicos
que acapara en torno al 25 por 100 de los ingresos
por exportación y, al margen de la cuota de parti-
cipación respecto a otros sectores, los productos
de demanda fuerte que están encuadrados dentro

de maquinaria –eléctrica y no eléctrica– y equipo
de transporte también suman una participación
relativa destacada. En suma, el comercio exterior
recíproco gravita en más de dos tercios en estos
cuatro subsectores y si sumamos los intercambios
de minerales y metales la participación supera el
75 por 100 del volumen total.

Los datos de la estructura sectorial reflejan que el
patrón comercial apenas ha sufrido cambios destaca-
dos en los cinco últimos años, permaneciendo ésta
prácticamente invariable. No obstante, cabe destacar,
por el lado de las compras, que la UE adquiere de
Estados Unidos, una disminución importante de la
participación en los productos asociados a maquinaria
eléctrica y un incremento en los vinculados al subsec-
tor petróleo como hechos más representativos. En el
caso particular de las manufacturas de consumo en las
que predominan productos de demanda débil no se
aprecian cambios significativos.

En principio, la distribución del comercio entre
ambas zonas geográficas no permite extraer la con-
clusión de que la consecución de una zona de libre
comercio pueda afectar gravemente a ninguna �
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TABLA 4
ESTRUCTURA SECTORIAL E IVCR DEL COMERCIO EXTERIOR DE LA UNIÓN EUROPEA CON ESTADOS UNIDOS 

Exportaciones Importaciones IVCR

2007 2009 2011 2007 2009 2011 2007 2009 2011

Productos agropecuarios ..................................... 4,99 5,37 5,20 4,10 4,02 4,51 28,65 28,76 19,38
Productos animales .............................................. 0,21 0,19 0,18 0,14 0,15 0,14 37,83 25,98 25,30
Productos lácteos ................................................. 0,26 0,29 0,27 0,03 0,00 0,02 87,93 98,69 89,41
Frutas, legumbres plantas .................................... 0,46 0,52 0,44 0,98 1,15 1,11 -17,94 -24,18 -32,76
Café, té ................................................................. 0,30 0,38 0,47 0,03 0,04 0,04 87,16 85,97 87,99
Cereales y sus preparaciones .............................. 0,39 0,51 0,50 0,83 0,54 0,70 -17,62 12,33 -4,99
Semillas oleaginosas, grasas y aceites................ 0,26 0,30 0,29 0,69 0,78 0,89 -28,84 -31,77 -41,25
Azúcares y artículos de confitería ........................ 0,05 0,07 0,07 0,03 0,03 0,03 38,14 54,52 54,64
Bebidas y tabaco .................................................. 2,81 2,80 2,70 0,72 0,78 0,85 70,42 65,63 60,53
Algodón................................................................. 0,00 0,00 0,00 0,03 0,01 0,04 -83,51 -80,96 -94,13
Otros productos agropecuarios ............................ 0,25 0,32 0,30 0,62 0,55 0,70 -25,12 -11,14 -29,22

Productos no agropecuarios................................ 94,98 94,59 94,77 95,86 95,93 95,44 19,02 14,24 12,04
Pescado y sus productos ..................................... 0,09 0,14 0,18 0,51 0,49 0,51 -58,74 -43,22 -36,55
Minerales y metales.............................................. 9,64 7,17 9,11 10,10 8,59 11,59 17,25 6,04 0,45
Petróleo................................................................. 7,17 6,65 7,13 0,87 3,18 5,56 84,94 47,69 24,46
Productos químicos .............................................. 21,94 27,63 23,85 21,46 23,84 22,61 20,52 22,05 15,03
Madera, papel, etc. ............................................... 2,66 2,18 1,97 2,96 2,75 2,71 14,36 3,36 -3,39
Textiles .................................................................. 1,20 1,00 1,03 0,84 0,80 0,80 35,75 25,44 24,94
Prendas de vestir.................................................. 0,79 0,68 0,71 0,21 0,24 0,20 69,42 58,27 64,44
Cueros, calzado, etc. ............................................ 1,60 1,37 1,69 1,18 0,95 1,16 33,55 32,18 30,31
Máquinas no eléctricas ......................................... 18,07 17,35 18,30 20,45 20,36 19,67 13,45 7,06 8,84
Máquinas eléctricas .............................................. 6,92 6,91 6,93 11,06 8,08 7,32 -3,73 7,24 9,64
Material de transporte........................................... 16,25 13,99 14,71 13,62 13,07 11,16 27,78 18,26 25,67
Manufacturas no especificadas ............................ 8,64 9,51 9,14 12,60 13,58 12,14 0,89 -2,76 -1,82

TOTAL...................................................................... 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 – – –

Fuente: Comtrade y elaboración propia.

(En porcentaje)



de las dos. Serán, en todo caso, otras actuaciones
de las autoridades políticas las que puedan distor-
sionar las transacciones comerciales.

Resulta de interés conocer las partidas arance-
larias en las que se especializan los bloques en su
comercio bilateral. Un indicador relevante para
mostrar evidencia empírica sobre el patrón comer-
cial de la UE con relación a Estados Unidos, lo
constituye la evolución de los intercambios de
carácter interindustrial. En la Tabla 4 se muestra el
valor del indicador seleccionado, esto es, el índice
de ventas comparativas reveladas (IVCR)2, sobre
el que podemos aportar algunas consideraciones
puntuales. Entre los años 2007 a 2011 los IVCR
muestran un deterioro generalizado, si bien se man-
tiene la ventaja comparativa a favor de la Unión
Europea tanto en los productos agropecuarios
como en los no agropecuarios. Puede comprobar-
se cómo en las ramas primarias hay más sectores
con desventaja, si se compara con el otro grupo de
productos manufacturados, incrementándose ésta
al aumentar los valores negativos del índice, mien-
tras que aquellos que no la presentan mantienen un
comportamiento favorable estable o no pierden la
posición ventajosa que ostentan frente a EEUU. La
posición de desventaja comunitaria es particular-
mente acusada en las ramas de algodón, semillas
oleaginosas, grasas y aceites y frutas legumbres y
plantas. En estas ramas el empeoramiento de la
desventaja comparativa respecto a Estados Unidos
se ha  acentuado en el periodo analizado.

El comercio intersectorial muestra una posición
favorable para la Unión Europea en la industria en la
práctica totalidad de los sectores con la excepción de
las manufacturas de pescado y sus productos. La

ventaja comparativa es considerable en las activida-
des maduras con superávit claro en prendas de ves-
tir, textiles, cueros y calzado, mientras que en made-
ra y papel se ha visto reducido apareciendo en el últi-
mo año incluso posición deficitaria. En los sectores
tecnológicamente más avanzados ésta es menor e,
incluso, se ha reducido en el último quinquenio. El
superávit comercial aparece más claramente en pro-
ducciones más intensivas en mano de obra no cuali-
ficada y en algunas actividades intensivas en capital
físico como otro equipo de transporte, maquinaria
industrial y otras semimanufacturas.

En definitiva, lo más sobresaliente que podemos
destacar es el cambio que se detecta desde algunos
sectores donde se asentaba la especialización tradicio-
nal en el marco de las relaciones comerciales de la UE
con EEUU, el cual parece estar vinculado a favor de
los sectores más intensivos en trabajo cualificado y en
aquellos de mayor incorporación tecnológica con la
consiguiente diferenciación de productos.

A la vista de lo anterior, se corrobora, con carác-
ter general, que los agentes económicos en Estados
Unidos obtienen mayores beneficios con la consecu-
ción de un acuerdo comercial más liberalizador,
sobre todo en aquellos sectores primarios cuyas ven-
tas al mercado europeo están creciendo más rápida-
mente, a lo que se une un mayor nivel de protección
arancelaria comunitaria. En productos manufactura-
dos las ganancias de un proceso más liberalizador
también serían menores para las unidades producti-
vas asentadas en la Unión Europea al observarse
ventajas comparativas decrecientes en casi todas las
partidas arancelarias.

Un detalle más pormenorizado de las principa-
les rúbricas de exportación e importación de pro-
ductos comunitarios con relación al mercado esta-
dounidense refleja una alta concentración en una
veintena de partidas arancelarias que representan
una cuota media superior al 0,4 por 100 y que en
términos agregados alcanzan el 43 por 100 de la
cuota exportadora e importadora. Por su participa-
ción relativa, se pueden destacar las ventas de me-
dicamentos (7,87 por 100 de promedio en el período
2007-2011), aceites de petróleo no crudos y sus �
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2 El IVCR empleado queda definido de la siguiente manera:

X = exportaciones; M = importaciones; i = sector.
El índice muestra un valor positivo en aquellos sectores en los que

los países UE tienen superávit o ventajas comparativas con relación a
EEUU, de tal manera que mientras mayor sea el valor, mayor será la
ventaja. Un índice negativo indica la existencia de un comercio defici-
tario, siendo ésta más acusada cuanto más pequeño sea el resultado
obtenido.
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preparaciones (5,72 por 100) y automóviles de
cilindradas superiores a 1.500 cm3 (7,89 por 100).
Por el lado de las compras también se advierte una
alta concentración en valor en unos pocos produc-
tos: medicamentos, componentes para aviones,
aparatos electromédicos, telefonía y sus compo-
nentes. En suma, es claro que el comercio cruzado
está muy centrado en sectores de alto contenido
tecnológico como corresponde a dos zonas de alto
nivel de desarrollo económico.

3.2. Comercio intraindustrial

Con el fin de concretar la naturaleza de los
intercambios que responden a la teoría de las ven-
tajas competitivas, hemos calculado el índice de
comercio intraindustrial (ICI) agregado para la UE
con respecto a Estados Unidos, así como el secto-
rial con el fin de indagar en las distinciones más
significativas. Es importante señalar que ha sido
empleada la desagregación al nivel de 6 dígitos
(subpartidas) de la Nomenclatura del Sistema
Armonizado Arancelario, con lo cual evitamos los
sesgos que se producen cuando se parte de una cla-
sificación excesivamente agregada3. Asimismo,
conviene apuntar respecto a su interpretación, que
de los resultados alcanzados debemos esperar

valores elevados dado que, como señala Carrera
(2007) ha sido contrastado empíricamente en dife-
rentes trabajos, este tipo de comercio resulta más
intenso o está positivamente correlacionado con el
nivel de desarrollo de los ámbitos geográficos
comparados, con el tamaño medio de los mercados
de los países que comercian y con la existencia de
fronteras comunes, mientras que estaría negativa-
mente correlacionado con las diferencias en las
estructuras de las demandas y dotación de recur-
sos, con la distancia entre los países que comer-
cian y con el nivel de barreras al comercio.

Dado que en términos generales la dotación
relativa de factores es semejante en la UE y EEUU,
el comercio está principalmente basado en la pre-
ferencia por la variedad en el consumo de bienes
que existe en ambos mercados y, paralelamente, el
alto nivel de renta per cápita amplía considerable-
mente el rango de productos que encuentran atrac-
tivo mercado a ambas orillas (Subdirección
General de Estudios del Sector Exterior, 2003). A
fin de contrastar la trayectoria, para el período
1970 a 2000, del comercio exterior entre la Unión
Europea y Estados Unidos, la Subdirección Ge-
neral de Estudios del Sector Exterior (2003b) reali-
zó un trabajo empírico para medir la intensidad del
comercio intraindustria. Dicha investigación utiliza
el ICI de Grubel y Lloyd y, a partir de la base de
datos Chelem, con una desagregación de 68 catego-
rías de bienes diferentes, concluye que a pesar de ser
el comercio de la UE con EEUU el más importante
desde el punto de vista de los intercambios intrain-
dustriales, no obstante se contrasta que la intensifi-
cación de este tipo de comercio entre ambas áreas
geográficas en los últimos treinta años, aunque se ha
producido, ha sido discreta. El índice agregado y
sectorial del comercio intraindustrial UE-EEUU en
el periodo 2007-2011 se presenta en la Tabla 5.

El comportamiento reciente que presentan los
índices confirma pocas variaciones respecto a lo
que muestran estudios previos. Particularmente,
los productos energéticos, alimenticios, las mate-
rias primas y, en general, en el sector primario, los
índices suelen ser escasamente representativos, �
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3 El índice de Grubel y Lloyd (1975) ha sido el empleado para medir
los intercambios intraindustriales. Viene determinado por la siguiente
expresión:

El índice sectorial:

El índice agregado:

X = exportaciones; M = importaciones; i = país; j = producto
Los valores del índice se encuentran acotados entre 1, si todo el comer-

cio es de naturaleza intraindustrial y 0, si no hay intercambios de este tipo.
Los resultados de los 22 sectores considerados han sido obtenidos
mediante el cálculo de medias aritméticas ponderadas por la importancia
que adquiere cada producto dentro del comercio global del sector al que
pertenecen. El índice agregado se calcula del mismo modo, utilizando la
ponderación de cada uno de los sectores respecto al volumen de comercio
total de la UE con EEUU.
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ya que los intercambios comerciales dependen,
básicamente, de su tenencia o disponibilidad para
abastecer mercados externos. Así, es clara la
inexistencia de comercio intraindustrial en la prác-
tica totalidad de los subsectores incluidos en pro-
ductos agropecuarios. En productos lácteos, café y
té y bebidas y tabaco los índices inferiores a 0,20
muestran las ventajas desfavorables más acusadas
de los Estados Unidos en relación a la UE y, por
tanto, sectores en los que predomina el comercio
interindustrial, dado que el país americano es un
gran importador de estos bienes.

La dimensión del comercio intraindustrial es
más significativa en los productos no agropecua-
rios, cuyos índices, con toda lógica, indican que
estos intercambios suelen ser más representativos
en manufacturas. El comercio intraindustrial afec-
ta a un número de partidas arancelarias con un
peso significativo dentro de los sectores de máqui-
nas eléctricas (el sector con índices más elevados),
así como a máquinas no eléctricas, productos quí-
micos y un conjunto amplio de industrias no espe-
cificadas en la tabla de datos (índices superiores a
0,7). En las industrias tradicionales, como los tex-

tiles las ventajas competitivas también están pre-
sentes en el comercio bilateral, siendo menores en
cuero, calzado y prendas de vestir. La diferente
especialización comercial en material de transpor-
te en cada área no trae consigo una reversión clara
de comercio interindustrial a intraindustrial.

4. Consideraciones finales y conclusiones

Con carácter general, la relación comercial de
la UE con EEUU se puede calificar como buena, a
pesar de los diversos conflictos y diferencias comer-
ciales existentes, los cuales surgen de la existencia
de marcos legislativos muy diferentes y cuya solu-
ción no siempre resulta sencilla al estar en juego
cuestiones relacionadas con la salud, el medio
ambiente o por tratarse de legislaciones que reco-
gen soluciones técnicas muy diferentes para un
mismo asunto, haciendo difícil su compatibilidad
(Sánchez, 2010). Esta ausencia de armonización
en la legislación económica y en las instituciones
en ambos bloques responde a que los modelos eco-
nómicos europeo y norteamericano continúan �
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TABLA 5
ÍNDICES DE COMERCIO INTRAINDUSTRIAL UE-EEUU

2007 2008 2009 2010 2011

Agregado ................................................................................................................. 0,50 0,52 0,54 0,53 0,53

Productos agropecuarios
Productos animales ............................................................................................... 0,35 0,41 0,30 0,21 0,24
Productos lácteos .................................................................................................. 0,06 0,07 0,01 0,03 0,06
Frutas, legumbres plantas ..................................................................................... 0,13 0,13 0,12 0,12 0,12
Café, té .................................................................................................................. 0,12 0,13 0,14 0,11 0,12
Cereales y sus preparaciones ............................................................................... 0,29 0,28 0,40 0,42 0,37
Semillas oleaginosas, grasas y aceites................................................................. 0,07 0,06 0,08 0,07 0,08
Azúcares y artículos de confitería.......................................................................... 0,32 0,31 0,22 0,24 0,24
Bebidas y tabaco ................................................................................................... 0,18 0,20 0,20 0,20 0,20
Algodón.................................................................................................................. 0,16 0,10 0,19 0,15 0,06
Otros productos agropecuarios.............................................................................. 0,44 0,41 0,47 0,45 0,39

Productos no agropecuarios
Pescado y sus productos....................................................................................... 0,09 0,08 0,12 0,18 0,10
Minerales y metales............................................................................................... 0,38 0,39 0,42 0,36 0,37
Petróleo.................................................................................................................. 0,15 0,34 0,29 0,37 0,35
Productos químicos ............................................................................................... 0,54 0,54 0,56 0,56 0,60
Madera, papel, etc. ................................................................................................ 0,38 0,38 0,39 0,38 0,39
Textiles ................................................................................................................... 0,47 0,49 0,52 0,49 0,50
Prendas de vestir ................................................................................................... 0,27 0,29 0,32 0,33 0,32
Cueros, calzado, etc. ............................................................................................. 0,40 0,46 0,44 0,43 0,42
Máquinas no eléctricas .......................................................................................... 0,65 0,67 0,68 0,69 0,65
Máquinas eléctricas ............................................................................................... 0,59 0,62 0,67 0,67 0,70
Material de transporte ............................................................................................ 0,39 0,40 0,42 0,38 0,39
Manufacturas no especificadas ............................................................................. 0,73 0,74 0,74 0,73 0,76

Fuente: Comtrade y elaboración propia.



siendo distintos en valores y preferencias entre sus
ciudadanos (Stienberg, 2007).

Estos contenciosos se tratan periódicamente en
las cumbres bilaterales entre ambas zonas, siendo
ése el marco propicio para resolverlos de manera
amistosa, si bien en muchas ocasiones la mayor
parte de los conflictos se ha llevado al Sistema de
Solución de Diferencias (OSD) de la OMC.

Desde 1995 hasta febrero de 2013 se han presen-
tado 456 disputas en la OMC. De ellas, la Unión
Europea ha participado o está inmersa en 87 casos
como parte reclamante (ofensivas) y en 73 casos
como demandada (defensivas). Por su parte, Estados
Unidos ha sido o está actuando como reclamante en
105 casos y como demandada en 119. En las dispu-
tas bilaterales, la UE ha demandado a EEUU 32
veces, mientras que el país norteamericano ha actua-
do como reclamante contra los estados comunitarios
en 19 ocasiones.

Una parte de los contenciosos no ha dado lugar
al establecimiento de un Grupo Especial o Panel,
esto es, la apertura de un conflicto que se ha de
dirimir por parte del OSD, dado que en la fase pre-
via de consultas bilaterales la reclamación presen-
tada, por uno de los dos bloques, ha sido resuelta o
terminada o, incluso, no ha avanzado el contencio-
so quedando paralizado en esa fase previa sin que
se iniciara el proceso de solución de diferencias en
los órganos institucionales de la OMC. En otros
casos, a pesar de conformarse el Panel, el mismo
no llega siquiera a constituirse.

Un análisis de los principales conflictos comer-
ciales entre la UE y EEUU desde la creación de la
OMC hasta el año 2000 puede verse en Pérez-
Durántez (2000). Entre los contenciosos más signi-
ficativos que merecen ser reseñados cabe destacar
los siguientes: medidas que afectan al comercio de
grandes aeronaves civiles (caso Airbus-Boeing);
leyes, reglamentos y metodología para el cálculo de
los márgenes de dumping (zeroing o reducción a
cero); el trato arancelario otorgado a determinados
productos de tecnología de la información; medidas
que afectan a la carne y productos cárnicos (hormo-
nas); régimen para la importación, venta y distribu-

ción de plátanos. Otros conflictos cerrados que abrie-
ron discrepancias comerciales entre la UE y EEUU
son el caso defensivo para la UE sobre organismos
genéticamente modificados, el caso de las ventajas
fiscales aplicadas por EEUU a las Foreign Sales
Corporation, la Ley de Compensación por continua-
ción del dumping (Enmienda BYRD) o un caso anti-
guo que tuvo gran trascendencia pero pronta resolu-
ción conocido como la Ley Helms-Burton.

Lo cierto es que aunque los contenciosos sue-
len acaparar toda la información con una gran
resonancia mediática, en realidad afectan a un por-
centaje poco significativo en el comercio UE-
EEUU, no sobrepasando el 2 por 100 del comercio
bilateral4.

En un contexto internacional cada vez más libera-
lizado y en coherencia con su pertenencia a la OMC,
el planteamiento general de la Política Comercial de
la UE es el de favorecer el comercio internacional, eli-
minando las trabas tanto a las importaciones como a
las exportaciones (Buitrago y Romero, 2013)5. Para
ello cuenta con dos instrumentos complementarios: la
firma de acuerdos comerciales y la liberalización de
intercambios con unas normas comerciales menos
restrictivas y más transparentes.

A nivel general, hasta el momento presente, se
ha manifestado un cierto interés político por mejo-
rar y estrechar las relaciones económicas entre la
UE y EEUU propiciando el desarrollo de diferen-
tes iniciativas, pero más allá de declaraciones y
colaboraciones no se ha llegado a plasmar la firma
de un acuerdo comercial que sirva para fortalecer
las relaciones entre ambas áreas geográficas.

Con el anuncio en febrero de 2013, por parte
del presidente estadounidense Obama y la ratifica-
ción de los representantes comunitarios, de abrir
las negociaciones para la consecución de una Zona
de Libre Comercio entre la UE y EEUU se prevé
un escenario en el que se puedan aprovechar con �
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4 Este porcentaje es la valoración que da el Ministerio de Industria,
Turismo y Comercio de España en su publicación anual «El sector exte-
rior en 2006».

5 Una síntesis de cómo se instrumenta la Política Comercial de la
UE puede consultarse, entre otros, en el manual de estos autores.



mayor intensidad las oportunidades de beneficio
mutuo que ahora existen en las relaciones de
comercio exterior.

El arranque de las conversaciones formales en
el mes de julio de 2013 con un calendario previsto
de negociaciones de entre 1,5 y 2 años puede dar
como resultado el mayor acuerdo comercial del
mundo, algo que se viene persiguiendo desde hace
más de medio siglo. El interés por concluir unas
negociaciones con éxito busca cubrir varios obje-
tivos: en primer lugar, se trata de dar un empuje,
consolidación y mejora de las relaciones de las
economías del Atlántico Norte; en segundo lugar,
con la ratificación de un acuerdo comercial se
acentuaría el liderazgo económico de ambas
potencias en el mundo y se haría frente al impara-
ble ascenso y creciente competitividad de los paí-
ses asiáticos, especialmente China y, por último, se
persigue dinamizar unas economías occidentales
desarrolladas que sufren de manera particular la
peor crisis económica desde los años treinta, si
bien este escenario también puede dificultar la
consecución del acuerdo.

A lo largo del trabajo se han puesto de mani-
fiesto aspectos puntuales en las relaciones comer-
ciales existentes entre la UE y EEUU en el último
quinquenio. Las características que están presentes
en los flujos de comercio constituyen un marco de
referencia para evaluar el alcance e impacto
comercial que puede producir el futuro nuevo
acuerdo comercial. Del patrón existente en los
intercambios se pueden extraer algunas aprecia-
ciones a modo de conclusión. Así, en un plano glo-
bal destacar que son economías altamente interde-
pendientes abarcando en conjunto las 2/5 partes
del comercio mundial. La posición que ocupa de
principales clientes y proveedores de las dos zonas
en su comercio bilateral es muy asimétrico. La
UE-27 encuentra a EEUU como cliente en el 6 por
100 de sus exportaciones, mientras que en sentido
inverso los países comunitarios son destino del 18
por 100 de las ventas norteamericanas. La posi-
ción también es radicalmente opuesta en el caso de
las importaciones (4 por 100 frente al 17 por 100).

En suma, en términos porcentuales, la relación
comercial es más intensa desde el lado americano
hacia el europeo, si bien se viene observando una
desviación de comercio con protagonismo impor-
tante de China y México en sus lazos comerciales
con EEUU. No obstante lo anterior, el balance
comercial permanece con saldo favorable para la
UE desde 1996, estando presente éste en la mayor
parte de los países que representan una cuota des-
tacada de comercio con EEUU.

A pesar de que el nivel de protección medio
actual es bajo, siendo mayor en la UE (5,3 por 100)
que en EEUU (3,5 por 100), no obstante, dado el
volumen de comercio tan importante, cercano a los
3.000 millones de dólares diarios, la supresión de los
aranceles en unos flujos tan masivos produciría un
estímulo en la demanda interna en ambas orillas del
Atlántico. La consecución de un proceso más libera-
lizador sería, a priori, más beneficioso para los agen-
tes norteamericanos que soportan mayores barreras
arancelarias en productos industriales, pero sobre
todo en primarios, en tanto que los productores euro-
peos tendrían que soportar un mayor desafío ante ese
escenario. Además, las consecuencias que se deriva-
rían del futuro acuerdo no sólo se concretan en la
rebaja de tarifas, sino que podrán beneficiar al sec-
tor productivo que podría planificar mejor y más
adecuadamente sus estrategias con un impulso adi-
cional en la inversión y con ganancias en la compe-
titividad empresarial.

Las oscilaciones propias del comercio exterior
entre zonas geográficamente distantes y afectadas
por diferentes factores coyunturales, no cabe duda
que alteran y producen altibajos en los intercam-
bios que se realizan entre sí. Ello se traduce en las
dificultades para aproximar un patrón estable en
los flujos a nivel sectorial o de productos concre-
tos. De este modo, si atendemos a los indicadores
que se han presentado al analizar la naturaleza sec-
torial en los intercambios UE-EEUU podemos
reseñar como aspectos significativos los siguien-
tes: en primer lugar, señalar que los datos de la es-
tructura sectorial reflejan un patrón comercial
prácticamente invariable en los últimos años con �
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una alta concentración del comercio exterior en pro-
ductos manufacturados, tanto del lado exportador
como importador (95 por 100 frente al 5 por 100 en
productos primarios); las estructuras comerciales
bilaterales son muy similares pudiendo consolidarse
y acrecentarse con la consecución de una zona de
libre comercio sin que ésta pueda afectar gravemen-
te a ninguna de las dos zonas; los agentes económi-
cos en Estados Unidos podrían obtener, con carácter
general, mayores beneficios con la consecución de
un acuerdo comercial más liberalizador, sobre todo
en aquellos sectores primarios, aunque también en
productos manufacturados dado que en la UE se
observan ventajas comparativas decrecientes en casi
todas las partidas arancelarias a lo que se une el dife-
rente nivel medio de protección arancelaria; no se
advierten cambios en la naturaleza de los intercam-
bios intraindustriales.

En suma, del análisis conjunto de la naturaleza
del comercio exterior a nivel sectorial se puede con-
cluir, por un lado, que dado que no es determinante
ni la sustituibilidad ni la complementariedad entre
las producciones de los bienes comercializables
entre la UE y EEU, ello debe permitir avanzar en las
negociaciones que permitan la consecución de una
zona de libre comercio que otorgaría beneficios
tanto para los países comunitarios como para el país
norteamericano por el aumento de los flujos comer-
ciales bilaterales. Por otro lado, a pesar de partir de
niveles arancelarios diferentes, el nivel de protección
existente no debe representar un obstáculo, máxime
si se parte de unos aranceles poco importantes en
aquellas partidas arancelarias que concentran el
mayor valor en el comercio bilateral. Pueden ser
otras barreras no arancelarias a las que habrá de
hacer frente el proceso negociador, superando los
principales conflictos comerciales que están presen-
tes en la actualidad u otros que puedan aparecer.
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1. Introducción

La quiebra de Lehman Brothers, en el otoño del
año 2008, obligó a las autoridades de los países más
desarrollados del mundo a intervenir de forma
urgente en los sistemas bancarios nacionales. Las
medidas tomadas implicaron la puesta en marcha de
medidas económicas excepcionales no vistas desde
el final de la Segunda Guerra Mundial. Instituciones
financieras de gran envergadura y tradición, en el
último semestre del año 2008, se vieron obligadas a
suspender pagos o tuvieron que ser rescatadas, bien
por las autoridades nacionales o bien por otras insti-
tuciones competidoras del sector privado y todo ello
en un muy breve espacio de tiempo. Estos graves
acontecimientos, no sólo pusieron en tela de juicio la

viabilidad de la industria bancaria en su conjunto,
sino que incluso, en algunos momentos, se llegó a
vaticinar el final del mismísimo capitalismo. Las
autoridades se vieron así obligadas a tomar medidas
de urgencia, muchas veces contradictorias y no coor-
dinadas, con el objeto de evitar el pánico en los mer-
cados y un posible colapso del sistema financiero.
Estas medidas de apoyo que implicaron fuertes des-
embolsos económicos por parte de los Estados,
aumentaron fuertemente los déficits públicos, que
eran ya en muchos casos, antes del inicio de la crisis
financiera internacional, muy elevados.

Fueron numerosas las entidades bancarias que
han tenido que ser rescatadas, tanto en Europa como
en Estados Unidos, desde el último trimestre del año
2008 a la actualidad. Sin embargo, esto no ha suce-
dido en el caso de Italia, en donde ninguna entidad
ha sido rescatada hasta el momento. De todas formas,
la no nacionalización de ninguna entidad bancaria no
implica que el Gobierno italiano no concediera �
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desde el inicio de la crisis una serie de ayudas a su
sistema bancario en forma de avales o compra de
activos. Pero el calado de estas ayudas fue muy infe-
rior en todo caso a la del resto de sistemas bancarios
europeos, ya que el Gobierno italiano no intervino
ninguna entidad ni entró en su capital en los prime-
ros cinco años de la crisis. Este hecho constituye
una verdadera excepción dentro del panorama ban-
cario europeo.

El objetivo de este trabajo es el de comparar las
ayudas públicas que recibió el sistema bancario italia-
no con las recibidas por el sistema bancario europeo
y cuál ha sido el resultado de tales ayudas. Adicio-
nalmente se explicarán cuáles han sido las razones
que explican las peculiaridades de la banca italia-
na durante el periodo de crisis en comparación a la
crisis general de la banca europea.

2. Ayudas recibidas por la banca europea
entre los años 2008 y 2010

Entre los años 2008 y 2010 las ayudas estatales
concedidas a los sectores bancarios nacionales
fueron muy cuantiosas, alcanzando en la zona euro
en los años 2008 y 2009 el 30 por 100 del PIB de
la eurozona. Gran parte de esas ayudas consistie-
ron en la concesión de avales a las entidades finan-
cieras, aunque en otros casos las ayudas supusie-
ron la entrada directa en su capital pasando a ser
los Estados, en muchos casos, el accionista mayo-
ritario de las grandes entidades bancarias del país.
Esto ocurrió, por ejemplo, en Irlanda donde el

Estado pasó a ser el mayor accionista de las cuatro
mayores entidades del país o en el Reino Unido
donde se nacionalizaron entidades tan importantes
como el Royal Bank of Scotland o Lloyds.

Adicionalmente a la concesión de las ayudas
públicas nacionales, el Banco Central Europeo (BCE)
o el Banco de Inglaterra también se han esforzado en
proporcionar liquidez a los diferentes sistemas ban-
carios europeos. Esta liquidez fue fundamental para
el funcionamiento del sistema financiero europeo en
un momento en que la desconfianza entre entidades
bancarias europeas cerró los mercados interbanca-
rios europeos.

El hecho es que a 31 de diciembre del año 2011
según datos proporcionados por la Comisión
Europea, la banca europea habría recibido unas
ayudas desde que se inició la crisis financiera glo-
bal en el año 2008 por un total de 1,6 billones de
euros. De esta cifra 1,1 billones corresponderían a
avales y 409.000 millones de euros a medidas de
recapitalización y tratamiento de activos tóxicos. �
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TABLA 1
AYUDAS DE ESTADO A LOS SISTEMAS BANCARIOS COMO PORCENTAJE DEL PIB ENTRE LOS AÑOS 2007 Y 2009

Entidades afectadas por países

2007 2008 2009 País Nº entidades

Zona euro (% PIB) ............................ 3 30 30 Austria ................................. 3

Estados Unidos (% PIB).................... 0 55 48 Bélgica................................. 5

Reino Unido (% PIB) ......................... 6 56 72 Francia ................................ 1

Alemania ............................. 13

Irlanda ................................ 4

Italia..................................... 0

Holanda ............................... 4

UK ....................................... 5

Fuente: elaboración propia. Thomsom Reuters. 

TABLA 2
LIQUIDEZ PROPORCIONADA POR EL BANCO CENTRAL

EUROPEO A LOS SISTEMAS BANCARIOS NACIONALES COMO
PORCENTAJE DEL PIB A CIERRE DEL AÑO 2011

País Liquidez  del BCE

Irlanda .............................................................. 87,79
Grecia .............................................................. 61,46
Portugal............................................................ 27,65
Países Bajos.................................................... 26,90
España............................................................. 16,83
Italia ................................................................. 12,65
Francia ............................................................. 10,89
Bélgica ............................................................. 9,54
Austria.............................................................. 4,50
Alemania .......................................................... 2,16

Fuente: OCDE.



Este régimen de apoyos públicos que debía finali-
zar en el año 2011 recibió la autorización por parte
de la Comisión Europea para que se prorrogasen
durante los años 2012 y 2013 debido a la inconclu-
sa labor de restauración de la confianza y de la
necesidad de restructuración del sector.

Sin embargo, a pesar de todas las ayudas públi-
cas concedidas y de que una aparente estabilidad
ha vuelto a los mercados financieros, el crédito no
ha vuelto a las economías europeas lo que ha traí-
do consigo la caída del PIB de varios países.

3. Ayudas recibidas por el sistema bancario
italiano

3.1. Introducción: situación de la economía
italiana al inicio de la crisis

Italia se enfrenta a la crisis financiera interna-
cional después de años con unos niveles de creci-
miento de su producto interior bruto muy inferio-
res a los de la mayoría de las economías europeas
y con unos niveles de deuda pública muy superio-
res a los de todos los países miembros de la Unión
Europea. El inicio de la crisis implicó fortísimas

caídas del PIB italiano, que en el año 2009 alcan-
zó el 5 por 100, cifra que desde el final de la
Segunda Guerra Mundial no había sucedido en el
país. Este hecho junto con el elevadísimo nivel de
deuda condicionaron enormemente la conducción
de la política económica del país, lo que incluso
implicó que un tecnócrata, Mario Monti, accedie-
ra al poder en el año 2011 sin que hubiera sido ele-
gido tras unas elecciones democráticas.

Estos hechos hicieron que el país atravesara por
enormes dificultades en la colocación de su deuda
pública, y que se hiciese necesario llevar a cabo
una serie de planes de consolidación fiscal que
elevaron de forma notable la presión fiscal, que ya
era muy elevada, y que se tuvieran que acometer
diversos planes de recorte del gasto en medio de
un clima creciente de descontento social.

Sin embargo, y a pesar de todos los condicio-
nantes anteriormente enumerados, el sistema ban-
cario italiano no se ha visto tan afectado como los
de la mayoría de los sistemas bancarios del resto
de Estados europeos. Las ayudas concedidas no
sólo han sido muy inferiores sino que hasta el día
de hoy, ninguna entidad italiana ha sido interveni-
da. Sólo una entidad está atravesando grandes difi-
cultades, Monte di Paschi di Siena, pero por el �
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TABLA 3
CRECIMIENTOS ANUALES DEL PIB EN ITALIA

Años 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 (1)

Crecimiento del PIB en % 1,5 -1,3 -5 1,3 0,4 -2,2 -1,8

(1) Previsiones de la OCDE publicadas el 3 de septiembre del año 2013. La  previsión de la OCDE de noviembre del año 2012 preveía una caída del
PIB Italiano del 1 por 100.
Fuente: Banco d´Italia.

TABLA 4
VOLUMEN DE LA DEUDA PÚBLICA ITALIANA

Año Deuda pública en millones de euros Deuda como porcentaje del PIB

2007 ............. 1.602.069 (1) 103,30 (2)

2008 ............. 1.666.461 (1) 106,10 (2)

2009 ............. 1.763.559 (1) 116,40 (2)

2010 ............. 1.842.826 (1) 119,20 (2)

2011.............. 1.897.179 (1) 120,70 (2)

2012 ............. 1.988.658 (1) 127,00 (2)

2013 ............. 2.074.987 (1) 130,40 (2)

(1) A 30 de junio del año 2013.
(2) Previsiones del Banco Central Italiano. Informe julio 2013.
Fuente: Banco d´Italia.



momento no ha sido intervenida. Sus dificultades
financieras están estrechamente relacionadas con
la compra al Banco de Santander en el año 2008 de
otra entidad italiana, Antonveneta, por un precio
muy elevado. Es decir, la debilidad de esta entidad
es debida a un error en la valoración de una enti-
dad competidora adquirida y no tanto a las causas
comunes que han provocado la crisis en las princi-
pales entidades bancarias mundiales. El caso espe-
cífico de esta entidad será tratado en el último punto
de este apartado, debido a su excepcionalidad.

3.2. Ayudas públicas recibidas por el sistema
bancario italiano

Entre los años 2008 y 2012 ninguna entidad de
crédito italiana ha sido intervenida, aunque algunas
hayan recibido apoyos públicos y ello, sin duda, ha
constituido una excepción en los sistemas bancarios
europeos. Las ayudas públicas acordadas en los pri-
meros trimestres de la crisis consistieron básicamen-
te en la concesión de avales públicos para las emisio-
nes de deuda bancaria con unos vencimientos de
entre tres meses y cinco años y en el canje de deuda
privada por deuda pública. Destacar que todas estas
ayudas se concedieron a entidades financieras sol-
ventes y que en ningún caso se alcanzaron los límites
máximos previstos, a pesar de que cuando estas ayu-
das fueron aprobadas, numerosos estudios las consi-
deraban insuficientes.

El primer paquete de medidas aprobado desti-
naba entre 10.000 y 12.000 millones de euros a
reforzar el core capital1 de los bancos. La inyec-

ción de capital se instrumentó a través de un bono
convertible perpetuo cuyo cupón sería fijado por
ambas partes (el Tesoro y la entidad bancaria) y
que computaría como Core Tier 1. Todo este pro-
ceso sería estrechamente supervisado por el banco
central italiano que vigilaría atentamente la estabi-
lidad del sistema financiero y tomaría la decisión
final acerca de la necesidad de eventuales aumen-
tos de capital.

El Banco de Italia controlaría, muy estrecha-
mente, la distribución de dividendos de aquellas
entidades bancarias que presentasen debilidades
en su estructura de capital y que hubieran accedi-
do a las ayudas públicas. 

Por otra parte, el Gobierno italiano avaló nue-
vas emisiones de deuda de los bancos con venci-
miento de entre 3 meses y cinco años2, así como
dispuso un sistema de intercambio de deuda ban-
caria por bonos del Tesoro. Estas tres medidas sólo
estaban abiertas a entidades solventes y los tipos
de interés que se fijaran estarían de acuerdo a las
directrices marcadas por el Banco Central Europeo.
Todo el proceso estaría estrechamente supervisado
por el banco central italiano que vigilaría que las
entidades solicitantes dispusiesen del capital
social adecuado. Estas medidas tendrían una dura-
ción máxima hasta el 31 de diciembre del año
2009, sin que en el Decreto que las instrumentaba
se previese ningún tipo de prórroga. �
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1 Relación en porcentaje que existe entre el capital básico (compuesto
por el capital y las reservas) del que se puede disponer inmediatamente,

TABLA 5
AYUDAS PÚBLICAS APROBADAS A FAVOR DE LA BANCA ITALIANA

Ayudas Importe máximo de las ayudas

1. Emisión de bono perpetuo convertible 12.000 millones de euros

2. Aval del Estado para nuevas emisiones de deuda Se fijaron límites máximos por entidad

3. Intercambio de deuda bancaria por pública 40.000 millones 

4. Emisión del “Tremonti bond” 12.000 millones de euros

Fuente: elaboración propia. Ministerio del Tesoro.

frente al valor de las deudas a las que hace frente la entidad financiera
por sus operaciones. En definitiva es el coeficiente de solvencia de los
bancos que mide la fortaleza financiera del banco desde el punto de
vista del regulador.

2 El Gobierno italiano se comprometió a que las garantías para las
emisiones con un plazo de vencimiento superior a tres años no supera-
rán el 25% del total garantizado por el Estado. También se fijarán lími-
tes a los importes que puede recibir cada entidad.



Por su parte, el banco central italiano (Banca
d´Italia) estableció una línea limitada de un mes de
duración para el intercambio de instrumentos
financieros (con una calificación crediticia míni-
ma de BBB) por bonos públicos, por un importe
máximo de 40.000 millones de euros. Todas estas
ayudas en su conjunto perseguían, además de sos-
tener al sistema bancario en su conjunto, no dispa-
rar el déficit público que, como comenté anterior-
mente, era uno de los objetivos económicos bási-
cos a lograr. Es de destacar que ninguna entidad
bancaria italiana ha sido nacionalizada o interveni-
da en los primeros años de la crisis como sucedió
en otros países, sino que en el peor de los casos las
entidades afectadas recibieron una serie de ayudas
estatales que serían reembolsables a precios de
mercado.

La Comisión Europea aprobó, el 11 de noviem-
bre del año 2008,  parte de las medidas llevadas a
cabo por el Gobierno italiano para sortear la enorme
crisis de liquidez que atravesaba en aquellas fechas
el sistema financiero internacional. Sin embargo,
pospuso la aprobación de la primera medida de
recapitalización de las entidades con problemas.
En conjunto, la Comisión estimaba que las medi-
das adoptadas por el Gobierno italiano eran una
manera adecuada de enfrentarse a las turbulencias
por las que atravesaban los mercados financieros a
finales del año 2008. Además, la Comisión señaló
que este sistema no era discriminatorio porque
podían beneficiarse de las ayudas todos los bancos
que operaran en Italia, se preveía el pago de inte-
reses de mercado y además el programa de ayudas
establecía una serie de salvaguardias para evitar
abusos.

El 20 de febrero del año 2009, el Gobierno ita-
liano con la intención de ayudar a los bancos a
reforzar su capital (core tier 1) aprobó el conocido
como Tremonti Bond, llamado así porque su impul-
sor fue el ministro de economía Giulio Tremonti.
Este Tremonti bond consistía en la emisión de
obligaciones bancarias especiales emitidas por los
institutos de crédito, cuyas acciones cotizaban en
bolsa y que estuvieran en condiciones financieras

sanas. Estos títulos serían adquiridos por el Minis-
terio de Economía y perseguían, por una parte,
reforzar el capital de los bancos y, por otra, favo-
recer la concesión de créditos a familias y empre-
sas. Con el estallido de la crisis las restricciones de
liquidez del sistema paralizaron el flujo de crédito
hacia las empresas y los particulares, con lo que la
actividad económica se detuvo enormemente. Era
necesario reestablecer lo antes posible estos flujos
para relanzar la economía. 

El proceso funcionaba del siguiente modo, la
banca que solicitaba la emisión de estos títulos
dirigía su petición al banco central italiano y al
Ministerio de Economía, al menos treinta días
antes de la emisión de los títulos. El Banco de
Italia realizaba en ese momento un examen pro-
fundo sobre la necesidad patrimonial del instituto
bancario, actual y futura, así como de su perfil de
riesgo (incluyéndose además en el análisis la evo-
lución de los crédit default swap –CDS– o seguros
de impago y de la evolución del rating de la enti-
dad). En caso de que el Banco de Italia diera su
visto bueno a la operación, se enviaría inmediata-
mente una comunicación a la Comisión Europea
por si estimaba que la ayuda concedida vulneraba
la competencia en el mercado.

La banca que emitía estos títulos debía, al
mismo tiempo, suscribir una carta de intenciones
con el Ministerio de Economía  en la  que se com-
prometía a:

1. Garantizar la plena disponibilidad de crédito
a favor de los particulares y de las pequeñas y
medianas empresas manteniendo en los tres años
sucesivos a la concesión de la ayuda unos niveles
de crédito, al menos no inferiores,  que los existen-
tes en el bienio 2007-2008. 

2. Suspender, por al menos 12 meses, el cobro
de las cuotas hipotecarias de aquellos trabajadores
que estuviesen percibiendo un subsidio de desem-
pleo, como consecuencia de la pérdida de su pues-
to de trabajo por la crisis.

3. El banco debía suscribir un código ético que
pusiese límites a las remuneraciones de sus ejecu-
tivos y de los operadores de mercado. Con ello se �
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pretendían frenar las escandalosas remuneraciones
que habían venido percibiendo los directivos de di-
versas entidades bancarias europeas y que finalmente
habían tenido que ser rescatadas con dinero público.

Era el Tesoro el que al final decidía la suscrip-
ción o no de los títulos así como del importe a sus-
cribir. Para ello tendría en cuenta la necesidad de
fondos de la entidad solicitante, así como el  no
inundar el mercado de títulos de deuda pública.

La emisión de títulos tendría que estar situada
en un valor comprendido entre el mínimo necesa-
rio respecto a los objetivos a conseguir y no debe-
ría ser como regla superior al 2 por 100 del impor-
te total de la actividad de todo el grupo bancario
ponderado por los niveles de riesgo. El importe
además vendría limitado por el resto de necesida-
des del sistema bancario, teniéndose en cuenta la
evolución de los mercados financieros internacio-
nales. Con la intervención gubernamental la enti-
dad beneficiaria no  podría superar  el  nivel Tier 1
del 8 por 100. El tipo de interés que la banca paga-
ría por este tipo de títulos sería creciente en el

tiempo3 y sólo se podría pagar cuando existe bene-
ficio distribuible. Con ello se pretendía incentivar
que la entidad beneficiada pagase la ayuda lo antes
posible, al ser el coste creciente en el tiempo, sin
que al mismo tiempo se viera afectada su viabili-
dad por un pago demasiado temprano.

El Gobierno estaba dispuesto, a través de este
instrumento, a poner a disposición de los bancos
entre 10.000 y 12.000 millones de euros. Sin
embargo, un estudio realizado por el Deutsche Bank
estimaba que, para que todo el sistema bancario
alcanzase un nivel Tier-1 del 8 por 100, serían nece-
sarios alrededor de 18.000 millones de euros. Por
otra parte, la Unión Europea estimaba que esta
cifra debería estar comprendida entre los 15.000 y
los 20.000 millones de euros. La cifra final de las
ayudas concedidas fue muy inferior a todas las
estimaciones llevadas a cabo y es que muchas enti-
dades prefirieron acudir a los mercados privados
de capitales antes que acudir a las ayudas públicas.

La primera entidad que solicitó la emisión de
estos bonos fue el Banco Popolare4. El 14 de �
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Características del Tremonti Bond

1. Eran títulos subordinados: en el caso de que la
banca tuviera problemas de insolvencia serían
reembolsados al mismo tiempo que lo fuesen las
acciones ordinarias, es decir, posteriormente a
que hubieran sido reembolsadas todas las deu-
das no subordinadas del emisor.

2. Eran títulos híbridos: a medio camino entre las
obligaciones y las acciones. Por otra parte, eran
títulos convertibles en acciones del instituto emi-
sor sólo cuando así lo desease la propia entidad
bancaria afectada.

3. Eran bonos perpetuos: nominalmente no tenían
vencimiento y al mismo tiempo podían ser reem-
bolsados por la entidad bancaria en cualquier
momento. Para que se produjese su reembolso
era necesaria la aprobación del banco central ita-
liano que tenía que acreditar que este reembolso
no comprometía la estabilidad de la entidad
financiera en cuestión.

3 Este préstamo subordinado no podía rendir más del 15 por 100.

TABLA 6
ENTIDADES QUE SOLICITARON EL TREMONTI BOND

Bancos Importe solicitado 

Banco Popolare................................................ 1.450 (año 2009)
Banca Monte dei Paschi di Siena (MPS)......... 1.900 (año 2009)
Banca Popolare Milano .................................... 1.500 (año 2009)
Credito Valtellinese........................................... 200 (año 2009)
Banca Monte dei Paschi di Siena (MPS)......... 1.600 (año 2012)
Total .................................................................. 5.650 (año 2009)

Fuente: Elaboración propia. Ministerio del Tesoro.

4 El Banco Popolare nace como grupo el 1 de julio del año 2007 tras
la fusión del Banco Popolare di Verona e Novara y la Banca Popolare
Italiana. El grupo Banco Popolare está conformado por las siguientes
entidades: Banca Aletti, Cassa di Risparmio di Pisa, Cassa di
Risparmio di Lucca, Cassa di Risparmio di Livorno, Cassa di
Risparmio di Imola, Banca Popolare di Lodi, Banca Popolare di
Cremona, Banca Popolare di Verona, Banco di Chiavari e della Riviera
Ligure, Banca Popolare di Crema, Banca Popolare di Novara, Credito
Bergamasco, Banca San Marco, Banco San Geminiano, Banco San
Prospero y Banco Popolare del Trentino. El capital del Banco Popolare
contaba, a finales del año 2010, con una presencia de 200.000 socios
mutualistas y de unos 110.000 accionistas que no tenían la condición
de socios. Era la sexta entidad bancaria del país si atendemos a su capi-
talización bursátil a finales del año 2010. Además es una entidad de
base mutualista y cooperativa que cotiza en bolsa y que, por tanto, con-
taba con el apoyo financiero de inversores privados.



marzo del año 2011 el importe solicitado fue
devuelto y fueron pagados los intereses devengados
que ascendieron a 86.443.836 euros. Los fondos
fueron obtenidos como consecuencia del aumento
de capital5 llevado a cabo en el mes de febrero del
año 2011. 

La tercera entidad que solicitó ayuda fue la
Banca Popolare di Milano (BPM). Junto a esta
solicitud del Tremonti Bond se emitieron por parte
de esta entidad 700 millones de euros en bonos de
conversión obligatoria. La entidad tiene previsto
reembolsar el mismo en el mes de junio del año
2013. La entidad tras el pago de esta ayuda prevé
situar su core tier 1 en el 7,5 por 100.

La última entidad que solicitó la ayuda del
Tremonti Bond fue el Credito Valtellinese6. El
bono emitido con un vencimiento previsto para
finales del año 2012 fue liquidado a vencimiento.
Esta entidad que surgió en el año 1992 fue fruto de
la fusión de ocho pequeñas entidades de crédito
artesano, bancos populares y alguna caja de aho-
rros de pequeñas dimensiones7. Ocuparía, según
datos a 31 de diciembre del año 2009, el puesto
decimotercero de las entidades bancarias italianas
por volumen de activos.

Esta escasez de ayudas públicas, si las compa-
ramos con las de otras economías occidentales, no
quiere decir que las entidades bancarias italianas
no hayan tenido la necesidad de recapitalizarse,
sino que han obtenido los recursos necesarios de
los mercados. Las cinco mayores entidades italia-
nas han acometido importantes ampliaciones de
capital entre los años 2010 y 2012, siendo éstas
suscritas por accionistas privados exclusivamente
y ello lo han hecho en una época en que el acceso
a los mercados de capitales ha sido especialmente
complicado. Complementando estos aumentos de
capital, estas entidades han emprendido desde el

inicio de la crisis ambiciosos programas de reduc-
ción de sus costes operativos y de personal, refor-
mando su operativa y adaptándola a las nuevas cir-
cunstancias del momento.

Resaltar que tras la realización de las dos prue-
bas de stress a las principales entidades bancarias
europeas por parte de la EBA (European Bank
Authority) en los años 2010 y 2011, en ambos
ejercicios se consideró que las cinco entidades ban-
carias italianas analizadas (Intesa San Paolo SpA,
Unicredit SpA, Banca Monte di Paschi SpA, Banco
Popolare SC y Unione di Banche Italiane SCPA
(UBI Banca)) estaban suficientemente capitaliza-
das y que no tenían necesidad de reforzar sus
recursos propios. Las cinco entidades analizadas
tenían un peso conjunto superior al 55 por 100 de
los activos del sistema bancario italiano.

3.3. Las dificultades de Monte di Paschi di
Siena

Antes de analizar las dificultades actuales por
las que está atravesando la entidad es preciso dar
unas breves pinceladas sobre su origen y acciona-
riado con el objeto de comprender mejor las pecu-
liaridades de una entidad sistémica del sector
financiero italiano y de larga tradición histórica.

El banco Monte di Paschi di Siena es la entidad
bancaria en activo más antigua del mundo, cuyo
origen hay que situarlo en el Monte de Piedad de
Siena en el año 1472. Esta entidad fue creada con
el objeto de dar asistencia crediticia a las clases
sociales más humildes de la provincia de Siena. El
cambio de nombre actual se produjo en el año
1624, siendo en la actualidad la tercera entidad
bancaria italiana por volumen de activos. Destacar
que su principal accionista es la Fundación Monte
dei Pachi di Siena, que es una entidad sin ánimo de
lucro y cuya finalidad es la de dar apoyo a proyec-
tos sociales dentro del territorio italiano. La enti-
dad cotiza en bolsa desde el año 1999, aunque la
Fundación controla más del 50 por 100 de su
accionariado. �
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5 Fueron suscritas un total de 1.122.980.404 acciones por un con-
travalor aproximado de 1.988 millones de euros.

6 Solicitada el 30 de diciembre del año 2009.
7 Credito Valtelinese, Credito Artigiano, Credito Siciliano, Banca

dellártigianato e dell’ industria, credito Piamontese, Carifano-Cassa di
Risparmio di Fanno, Banca Cattolica, Credito del Lazio. Actualmente
el grupo cuenta con 500 oficinas distribuidas en diez regiones.



Este hecho es ya distintivo dentro del panorama
bancario italiano, al ser ésta la única entidad ban-
caria que tiene a una única fundación controlando
tan importante participación. Y es que tras la ley
Amato, promulgada en el año 1990, todas las cajas
de ahorro italianas, tuvieron que separar, por un
lado, su actividad bancaria y su propiedad acciona-
rial, por otro. Las fundaciones que en un principio
controlaban el 100 por 100 de la nueva entidad
resultante, tuvieron que ir reduciendo su participa-
ción para dar entrada a accionistas privados, así
como debieron diversificar sus fuentes de ingresos
que ya no deberían quedar circunscritas a la activi-
dad de las nuevas entidades bancarias. Sin embar-
go,  la única excepción dentro del panorama italia-
no es la del Banco Monte di Paschi cuya fundación
originaria8 aún controla más del 50 por 100 de la
entidad no adecuándose, por tanto, su estructura
accionarial a lo marcado por la ley.

Esta entidad que posiblemente será nacionali-
zada en unos meses, es la única entidad bancaria
italiana que ha pasado, hasta el momento, verdade-
ras dificultades dentro del sector bancario del país.
Un hecho paradigmático en relación con los siste-
mas bancarios de otros países europeos, cuyos sis-
temas bancarios han recibido muchas más ayudas
públicas que el sector bancario italiano y eso que
la economía italiana es una de las que mayores
dificultades está atravesando. Dificultades econó-
micas que tienen que ver con la inestabilidad polí-
tica que viene arrastrando Italia durante décadas y
por contar con una de las deudas públicas más
voluminosas del mundo.

Las dificultades financieras de Monte dei Paschi
comenzaron a finales del año 2007, cuando deci-
dió adquirir la entidad Antonveneta por 9.000
millones de euros al Banco de Santander. Esta
entidad, Antonveneta,  a su vez había sido adquiri-
da por el Banco de Santander apenas unos días

antes a la entidad holandesa ABN9. Esta operación
hizo que se agotaran las reservas de la entidad
justo al inicio de la crisis financiera internacional. 

Este hecho hizo que la entidad tuviera que soli-
citar el Tremonti Bond en dos ocasiones: la prime-
ra en el año 2009 y la segunda en el año 2012.
Destacar que de las cuatro entidades bancarias que
solicitaron estas ayudas públicas, la única que las
solicitó en dos ocasiones fue Banca Monte di Paschi
y su importe total es, con mucho, el más elevado
de todas.

Adicionalmente a la concesión de las ayudas pú-
blicas, la entidad emprendió un proceso de reduc-
ción de costes operativos. En este sentido, el 31 de
marzo del año 2011, llegó a un acuerdo con los sin-
dicatos para reducir en 400 empleados la fuerza
laboral de su centro corporativo central. Esta reduc-
ción se está llevando a cabo incentivando las preju-
bilaciones de aquellos empleados que por edad y por
años cotizados tengan derecho a percibir una pen-
sión pública. Asimismo, la entidad ha tomado una
serie de medidas adicionales con el objeto de mejo-
rar su eficiencia operativa y reducción de costes
mediante la mejora de sus procesos informáticos. 

Aunque la entidad efectuó una ampliación de
capital de 2.000 millones en el año 2011 con cargo
a sus accionistas, hay que destacar que gran parte
de los fondos obtenidos procedían de la fundación
que posee la mayoría accionarial y que fueron pro-
porcionados mediante un crédito bancario conce-
dido por la propia entidad. Este hecho lejos de des-
pejar dudas acerca de la correcta capitalización de
la entidad, complica aún más la percepción de la
entidad en los mercados financieros.

Sin embargo, a pesar de las ayudas públicas
concedidas y de los recortes operativos llevados a
cabo por la entidad, en el año 2012 el banco regis-
tró unas pérdidas operativas próximas a los 2.000  �
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8 La fundación fue creada  por el Decreto del Ministerio del Tesoro
del 28 de agosto del año 1995 en que se creó la entidad bancaria por un
lado y el instituto de derecho público o fundación por otro. El 14 de
marzo del año 2001 la entidad pasó de tener naturaleza pública a tener
naturaleza privada, lo cual fue aprobado por  el Ministerio del Tesoro el
8 de mayo del año 2001.

9 La Banca Antonveneta fue adquirida por el grupo holandés ABN
AMRO en el mes de abril del año 2006. La relación entre ambas enti-
dades se inició en el año 1995 cuando ABN AMRO adquirió un paque-
te accionarial de Antonveneta. En el año 2007 el consorcio Royal Bank
of Scotland, Fortis Bank y Banco Santander adquirieron el grupo ABN,
pasando el banco Santander a controlar como parte del acuerdo el
banco italiano Antonveneta.



millones de euros10, después de registrar en el año
2011 pérdidas de 4.600 millones de euros. Las pér-
didas del año 2012 se debieron, en gran parte, a
operaciones especulativas en derivados que alcan-
zaron los 720 millones de euros y que la entidad
ocultó al regulador italiano. Este hecho hizo inter-
venir a la fiscalía, que ha iniciado un proceso judi-
cial contra los dirigentes de la entidad por ocultar
estas operaciones de derivados a las autoridades.

La difícil situación por la que atravesaba la enti-
dad la empujó a solicitar ayudas públicas por un
importe de 3.920 millones de euros11 con objeto de
fortalecer su capital que se encuentra sumamente
deteriorado12. Este importe servirá para devolver el
anterior tramo de ayudas concedido y que vence en
el año 2013 por un importe de 1.900 millones de
euros y el resto servirá para situar el core capital de
la entidad en el 9 por 100. Sin embargo, la inestabi-
lidad política del país que condujo a la convocatoria
de nuevas elecciones en el mes de febrero del año
2013 ha paralizado por el momento las ayudas públi-
cas a la entidad. El nuevo Gobierno italiano de
Enrico Letta, todavía no se ha enfrentado a este pro-
blema por las profundas divergencias que suscita
dentro de la coalición de Gobierno.

La fuerte oposición a las mismas por una gran
parte del electorado ponen en cuarentena la conce-
sión de las mismas y la viabilidad de la entidad es
puesta en entredicho. Además, el propio programa
de ayuda contempla la posibilidad de que en caso
de que la entidad no pueda devolver las ayudas en
el año 2015, lo cual es muy probable, la deuda se
convertirá en acciones de la entidad que serán
adquiridas por el Tesoro italiano.

4. Conclusiones

Si bien el sistema bancario italiano se ha visto
mucho menos afectado que el de otros países de la
Unión Europea y ha recibido unas ayudas públicas
muy inferiores a las del resto de los grandes siste-
mas bancarios, la inestabilidad política y la incier-
ta gobernabilidad del país, así como la peculiar
crisis de Monte di Paschi puede terminar por afec-
tar a todo el sistema bancario italiano.

La opinión pública, que ha visto aumentar de
forma notable su carga tributaria y cómo se han
recortado continuamente las prestaciones sociales,
se muestra cada vez más contraria a las ayudas
públicas a la banca y este hecho puede llevar al
sector financiero italiano a un callejón sin salida.
No hay que olvidar que los bancos italianos son los
principales detentadores y adquirentes de la deuda
pública del país, que se encuentra próxima en estos
momentos al 126 por 100 del PIB y todo ello con
una economía en continuo decrecimiento desde
que se inició la crisis financiera internacional. Las
consecuencias de la caída dei Monte di Paschi
pueden ser similares en Italia a lo que supuso la
caída de Lehman Brothers en Estados Unidos en el
año 2008.
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1. Las colaboraciones público privadas

La colaboración público privada (CPP) implica la
sustitución en el suministro de servicios relacionados
con infraestructuras1 del sector público por el sector
privado. La participación de capital privado en la ges-
tión de aquellos relaja la restricción presupuestaria y
genera ganancias de eficiencia bajo ciertos supuestos.
Esas ganancias de eficiencia deben ir más allá del
diferencial del coste de financiación que debe sopor-
tar el inversor privado con respecto al público.

De cara a desarrollar proyectos de CPP que
cumplan con los anteriores preceptos es preciso2:

– Que se pueda contratar la calidad de los ser-
vicios prestados. Si se puede determinar la calidad
del servicio a contratar con claridad, resultará sen-
cillo ligar pagos a prestación de servicio y se mino-
rarán los costes de posibles renegociaciones.

– Que parte del riesgo sea transmitido al sector
privado3. Los proyectos CPP están sujetos a múlti-
ples riesgos, riesgos relacionados con retrasos en �

AGENCIAS DE COLABORACIÓN PÚBLICO PRIVADA.
UNA APROXIMACIÓN POSITIVA

Jorge Andreu Arasa*

De todos es conocido el impacto de la dotación de infraestructuras en la competi-
tividad de una economía. En estos años de limitación presupuestaria ganan protago-
nismo mecanismos alternativos a la provisión de determinados servicios por parte
del sector público. El uso del modelo CPP (colaboración público privada)  en la pres-
tación de servicios relacionados con las infraestructuras del transporte, la energía, el
agua y la sanidad, entre otros, debe ser garantía de eficiencia en un momento en el
que existe una particular limitación en la capacidad de financiación de actividades
tan necesarias. En este marco se pretende analizar, a la luz de la experiencia, las
circunstancias que condicionaron la creación de agencias de CPP en algunos paí-
ses OCDE así como algunas de las tareas desarrolladas por éstas, haciendo parti-
cular hincapié en la evaluación de proyectos y en el bueno gobierno. Se concluye
este ejercicio de aproximación positiva al concepto de agencia de CPP planteando
las preguntas a responder cuando resulte oportuna la creación de la misma.

Palabras clave: infraestructuras, servicios públicos.
Clasificación JEL: H54, L98.

* Técnico Comercial y Economista del Estado.

Versión de junio de 2013.
1 Además del concepto de infraestructura tradicional, que hace

referencia fundamentalmente a las relativas al transporte, energía,
telecomunicaciones y gestión de aguas y residuos, el modelo CPP
también es de aplicación a la provisión de servicios relacionados con
infraestructuras sociales tales como la educación y la sanidad.

2 FMI (2006).
3 Eurostat considera fundamental a la hora de definir un proyecto

como CPP, quien soporta una mayor parte del riesgo. Quedan fuera del
balance del sector público los CPP en los que el sector privado se impli-
que suficientemente, algo que ocurre cuando asume el riesgo de construc-
ción y bien el riesgo demanda o el riesgo de disponibilidad. En ocasiones
lo anterior no basta, y se debe analizar lo contratado respecto a la propie-
dad del activo una vez vencido el periodo concesional. 



la construcción y sobrecostes, problemas con la
disponibilidad y calidad de los servicios prestados,
incertidumbre sobre las necesidades futuras de
servicios, etcétera. Una correcta transferencia de
riesgo y rentabilidad desde el Gobierno hacia el
sector privado es necesaria para optimizar el bene-
ficio social de la participación del sector privado
en el proyecto.

– Que exista competencia, o una regulación
que incentive la conducta socialmente optimizado-
ra por parte del agente privado. El sector de las
infraestructuras tiende a ser un sector de limitada
competencia. Se trata de un sector con importantes
costes fijos que tiende a presentar estructuras de
monopolio natural. Es, en el proceso de licitación
de un proyecto que se desarrollará por medio de un
modelo CPP, cuando se introduce la competencia,
que habrá de continuar en el tiempo por medio de
un modelo de regulación de tarifas para limitar los
beneficios del monopolista.

– Que exista un marco institucional adecuado.
Solo el compromiso político, el buen gobierno y
una legislación que apoye el desarrollo de estos
proyectos permitirán al sector privado entrar en
contratos a largo plazo con garantías de que el
Gobierno cumplirá en lo que le corresponda.

– Que el Gobierno desarrolle la capacidad téc-
nica necesaria para el desarrollo de este tipo de
proyectos. El Gobierno tendrá que ser capaz de
gestionar un programa de CPP en su fase de iden-
tificación de proyectos y priorización así como de
garantizar que lo anterior resulta consistente con
los objetivos de política económica, particular-
mente con los de la política fiscal.

– Que las consecuencias presupuestarias sean
consideradas y contabilizadas debidamente. El hecho
de que los proyectos CPP puedan escapar al con-
trol presupuestario no implica necesariamente que
se sea permisivo a la hora de contabilizar sus efec-
tos en el gasto, ni que se trate de un modelo cuyo
mayor beneficio sea la contabilización fuera de
balance. Una buena transparencia en este aspecto
puede ayudar a que el objetivo último, cuando se
emplea el modelo CPP, sea efectivamente el de

suministrar servicios de la forma más eficiente
posible.

Particular atención merece, en mi opinión, de
cara a que los programas de CPP alcancen los
objetivos esperados, todo lo relacionado con la
existencia de un marco institucional adecuado.

2. El marco institucional

La creciente restricción presupuestaria ha
supuesto un progresivo incentivo por parte de las
autoridades de la mayor parte del mundo desarro-
llado a llevar a cabo proyectos de suministros de
servicios relacionados con infraestructuras a tra-
vés del modelo CPP.

En este marco cobra especial sentido la crea-
ción de unidades de CPP, unidades dedicadas a
potenciar la capacidad del Gobierno de gestionar
correctamente los riesgos ligados a la realización
de proyectos CPP. Dadas las sumas de dinero
empleadas en estos proyectos, la duración de los
contratos, la importancia de repartir correctamen-
te los riesgos y su complejidad, la gestión de CPP
exige un alto nivel de capacitación.

En este artículo trataremos de analizar el común
denominador de aquellos países en los que existen
agencias a nivel nacional para desarrollar este tipo
de actividad4. La correcta implementación de estas
agencias podría ser sinónimo de éxito en la imple-
mentación del modelo CPP como forma de provi-
sión de servicios relacionados con infraestructu-
ras. La Comisión Europea (2003) y las Naciones
Unidas (2007) han sugerido la importancia de
tener unidades dedicadas exclusivamente a esta acti-
vidad como paso intermedio al desarrollo de un
plan nacional de CPP.

En este sentido, no existe una posición única acer-
ca de qué es una agencia de éxito. El Banco Mundial
considera que son aquellas que facilitaron transac-
ciones que atendían a las necesidades de la pobla- �
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4 En el Anexo 1 se recoge clasificación sobre países OCDE que tie-
nen o no una unidad específica de gestión de CPP.



ción presuponiendo que aportaban valor por dinero
(Value for Money, VfM) y que cumplían con el res-
pectivo código de buen gobierno, concluyendo que
estas agencias deben estar incardinadas en el
Tesoro en sistemas parlamentarios, o en la Oficina
del Presidente en el caso de regímenes presiden-
cialistas.

Este artículo tratará de dar respuesta a las si-
guientes cuestiones:

– ¿Cuáles deben ser las funciones de una agen-
cia de CPP? ¿Dónde debe estar situada? ¿Cómo se
debe financiar?

– ¿Qué papel deben jugar las agencias en el
procedimiento de licitación de los proyectos?

– ¿Qué lecciones se pueden aprender de los
países que se encuentran inmersos en procedi-
mientos de creación de una unidad de CPP?

Finalmente, se tratarán dos aspectos de la mayor
importancia para lograr que los CPP sean sinóni-
mo de eficiencia asignativa de recursos, siguiendo
la definición que de aquellas da el Banco Mundial:

– La evaluación del modelo CPP y su compa-
ración con el suministro tradicional de infraestruc-
turas a través del modelo VfM.

– La aplicación de códigos de bueno gobierno
en estas estructuras.

3. Agencias de CPP. Teoría positiva5

Definimos una Agencia de CPP como aquella
organización creada con la ayuda parcial o com-
pleta de la Administración para garantizar la exis-
tencia de capacidad suficiente para crear, desarro-
llar y evaluar una multiplicidad de proyectos CPP.

Estas Agencias pueden proveer apoyo técnico y
capacidad institucional, promocionar el modelo
CPP e incluso suministrar financiación directa a
los CPP.

3.1. Temas sobre los que existen posiciones
divergentes

Existen diferentes posiciones respecto a la ne-
cesidad de constituir una agencia para desarrollar
un Programa Nacional de CPP6, así como respecto
a las funciones que dicha Agencia debiera desem-
peñar.

A continuación se presentan algunas de las cues-
tiones en las que existen posiciones divergentes.

3.1.1. Agencia con dedicación única a los CPP

Entre los aspectos de crear una unidad especia-
lizada en CPP que son susceptibles de opinión
favorable o desfavorable, resultan dignos de desta-
car: la posibilidad de separar la formulación de
política de infraestructuras e implementación de
proyectos, la posibilidad de crear equipos de cono-
cimiento y experiencia dentro de la Administración
que trabajen de forma complementaria, la posibilidad
de actuar con procedimientos de licitación homogé-
neos, y el efecto de demostrar un mayor grado de
compromiso político.

Lo anterior debe ser atemperado por las razones
que llevan a la creación de la mencionada unidad;
tipo de instituciones prexistentes, tipo de proyectos
a desarrollar a través del modelo CPP y el grado de
compromiso del Gobierno con el proyecto.

Veamos algunos ejemplos.
En el caso de Corea, por ejemplo, la Agencia

surge como respuesta a múltiples preocupaciones;
La falta de conocimiento entre los tecnócratas para
desarrollar y evaluar CPP, la limitada transparen-
cia y el reparto de riesgos poco eficiente y atracti-
vo para los potenciales inversores.

En el caso de Sudáfrica, la creación de una uni-
dad de CPP tuvo que ver con el intento de filtrar
posibles proyectos que no aportasen VfM a la vez
que se evitaba, en la medida de lo posible, lanzar
un mensaje de intervención arbitraria. �
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5 Para esta parte del artículo se sigue el análisis realizado por la
OCDE sobre una muestra de 18 Agencias de CPP (Alemania, Corea,
Reino Unido, Victoria (Australia), Sudáfrica, Chequia, Dinamarca,
Flandes, Francia, Grecia, Hungría, Irlanda, Italia, Japón, Holanda,
Nueva Gales del Sur, Polonia y Portugal).

6 Para más detalle sobre pros y contras de la creación de una
Agencia de CPP, consultar Anexo II.



En Portugal la razón de ser de la creación de
una Agencia fue el limitado éxito de la primera
generación de CPP en garantizar la sostenibilidad
de los proyectos a largo plazo, los retrasos y sobre-
costes en la fase de construcción, las rigideces en
los procedimientos y la limitada capacidad del sec-
tor público para liderar el proceso de supervisión.

3.1.2. Localización y funciones de la Agencia

Sobre la localización

Existen tres modelos alternativos a este respec-
to: agencia independiente; unidad independiente
localizada dentro del Ministerio de Finanzas y una
o múltiples unidades clasificadas por sector.

1. La agencia independiente. El modelo com-
pletamente independiente puede ser una agencia
del Gobierno o una sociedad propiedad parcial o
completa de la Administración. En este caso la coor-
dinación entre la Administración y la agencia se rea-
liza a través de la Secretaría General ubicada en un
Ministerio central que regula el trabajo de la agencia
y autoriza los proyectos.

La creación de una agencia independiente facilita
la participación del sector privado pero a la vez gene-
ra potenciales problemas de buen gobierno como el
conflicto entre la búsqueda del máximo beneficio por
parte del inversor privado y la existencia de VfM por
parte del sector público. Existe también el peligro de
que una agencia de CPP promueva el uso de este
modelo de ejecución de proyectos de infraestructuras
para justificar su propia existencia.

Para evitar los posibles conflictos que puedan sur-
gir en el caso de agencias independientes resulta nece-
sario el cumplimiento de códigos de conducta claros
que contribuyan a maximizar la transparencia de los
procesos. Es necesario también que los incentivos en
función de los cuales el equipo de profesionales con-
tratado por la agencia es remunerado, estén alineados
con los objetivos del Gobierno, es decir, que los CPP
generen VfM.

2. La agencia integrada en el Ministerio de Fi-
nanzas. En ocasiones se ha considerado que la ubi-

cación de esta unidad en el Ministerio de Finanzas,
donde existe un elevado grado de especialización en
la toma de decisiones relativas a procesos de inver-
sión, puede ser la óptima. La desventaja de proceder
de esta forma es que siempre cabría la posibilidad de
que las preferencias políticas, y no el análisis coste-
beneficio, sean las que definan los proyectos a reali-
zar en régimen de CPP.

3. Las agencias sectoriales. También en este caso
existen justificaciones favorables y contrarias. Nadie
mejor que el personal especializado del sector para
llevar a cabo el diseño y la ejecución de proyectos de
su especialidad. Por otra parte, la transparencia e inde-
pendencia debiera ser importante para evitar sesgos
subjetivos en la toma de decisiones de esta unidad.
Sería además necesario establecer un mecanismo de
coordinación entre las diferentes agencias sectoriales
de CPP.

Sobre las funciones

Algunas de las funciones que puede incorporar
la agencia son:

– Asesoramiento relativo al marco jurídico,
incluyendo definición de sectores elegibles, mode-
los óptimos de CPP7, asuntos relativos al procedi-
miento así como a la resolución de conflictos.

Decisión sobre si un proyecto debe llevarse a
cabo o no. La agencia realiza en ocasiones la tarea
de gate-keeper en determinados momentos del pro-
yecto, desde la evaluación preliminar hasta la acep-
tación del contrato firmado por las partes. La posi-
ción de la agencia puede resultar preceptiva.

– Apoyo técnico al Gobierno en diferentes
fases de identificación, evaluación, procedimiento
y gestión del contrato.

– Creación de capacidad institucional.
– Promoción de CPP en el sector público y pri-

vado así como en foros internacionales.
Antes de entrar en detalle sobre las principales

conclusiones de una aproximación positiva a este �
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7 La valoración del riesgo por parte del sector público y privado
puede ser diferente. El sector público suele emplear tasas de descuento
sociales que no incorporan prima de riesgo mientras el sector privado
suele emplear tasas de descuento muy superiores.



asunto, podemos ya avanzar que en el marco OCDE,
cuando existen agencias, la mayor parte están
localizadas en el Ministerio de Finanzas (Reino
Unido, Bélgica, Japón). Algunos países, menos,
tienen agencias independientes (Corea, Portugal) y
agencias en los Ministerios de Gasto (Dinamarca).

En cuanto a las funciones, el apoyo técnico y el
papel de liderazgo en aplicación de políticas públi-
cas son generalizados. Más de la mitad de las 18
agencias analizadas desarrolla actividades de pro-
moción de CPP (11)  y poco menos de la mitad (8)
desarrolla actividades de desarrollo institucional.

3.2. Principales conclusiones derivadas de
estudios realizados al respecto8

3.2.1. Justificación, funciones y financiación de
las agencias de CPP9

Justificación 

El marco institucional preexistente juega un papel
significativo a la hora de determinar si un país pre-
cisa una Agencia de CPP. Aunque existen argumen-
tos a favor y en contra, un importante número de paí-
ses OCDE ha creado agencias. La creación de la
agencia muestra el compromiso del país por el
modelo CPP, y demuestra la existencia de capacidad
por parte de la administración para gestionar este
tipo de proyectos. Se limitan los posibles problemas
en la gestión de proyecto.

Funciones 

Todas las agencias de CPP realizan tareas de
apoyo técnico y asesoramiento sobre políticas pú-
blicas. Como decíamos antes, la mayor parte de las
agencias realizan asimismo tareas de capacitación
institucional y de promoción de los CPP.

Sólo una minoría de las agencias de CPP da luz
verde a los proyectos. Las agencias cuya opinión
resulta preceptiva están ubicadas en los Ministerios
de Finanzas de los respectivos países/regiones
(Reino Unido, Victoria-Australia y Sudáfrica).

Localización

Hay múltiples alternativas en este sentido,
desde la unidad dentro de un Departamento en el
Ministerio de Finanzas, una unidad independiente
del Ministerio de Finanzas pero imbricada a través
de un Secretariado, incluso la configuración de la
propia agencia como un CPP. Cabe también la
posibilidad de que la agencia esté en uno/cada uno
de los ministerios de gasto.

Financiación10

Las agencias se pueden financiar con subven-
ciones públicas o con tarifas cargadas a los usua-
rios de sus servicios o con una combinación de
ambos. En el caso de que la financiación proceda
de tarifa, éstas pueden cubrir o no los costes de la
actividad realizada.

La financiación de la agencia suele estar condi-
cionada por la ubicación de la agencia así como
por las prácticas generales del Gobierno. 

Los recursos humanos de las agencias CPP

La actividad regular de las agencias de CPP pre-
cisa perfiles con especialización en economía, fi-
nanzas, regulación, procedimiento y comunicación.
Resulta importante ofrecer paquetes atractivos
para poder captar empleo cualificado del sector
privado que puede no existir o precisar de forma-
ción intensiva en el sector público. Como el sector
público tiene capacidad limitada para competir en
términos puramente monetarios con el sector pri-
vado, será necesario que lo haga en otras condicio-
nes laborales de los empleados. �
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8 En esta parte se sigue a Farrugia, Reynolds y Orr (2008) y OCDE
(2010). 

9 Para más detalle consultar Anexo III. 10 Para más detalle consultar Anexo IV.



Evaluación de una agencia de CPP

Resulta complicado medir la eficiencia de una
agencia de CPP basándose sólo en el rendimiento
del programa de CPP de un país. Se debe medir si
la agencia realiza o no las funciones para las que
ha sido creada; la calidad de su asesoramiento, la
calidad del análisis de riesgo que provee, la capa-
cidad para incorporar innovación a los proyectos, y
la potenciación del VfM.  La evaluación debe huir
del número de proyectos realizados bajo el mode-
lo CPP. Más bien al contrario, se podría medir la
eficiencia en la actuación de la agencia conocien-
do el número de proyectos que evitó que se reali-
zaran por un correcto uso de la metodología VfM.

3.2.2. Las funciones de las agencias en el
procedimiento de adjudicación y ejecución
de los contratos

Previas al lanzamiento de la licitación

La fase previa al lanzamiento de una licitación
incluye el proceso de iniciación del proyecto, el
asesoramiento sobre la viabilidad, el análisis VfM,
la presupuestación y la aprobación del proyecto.  

De todo lo anterior, lo que ninguna agencia de
CPP deja de hacer es el análisis VfM, lo que tiene
todo el sentido, pues la razón por la que surgen
estas agencias es para garantizar que los proyectos,
cuando son realizados por el sector público, apor-
tan valor por encima del tradicional modelo de
financiación con cargo a presupuestos.

En todos los países analizados, la opinión precep-
tiva es la del Ministerio de Finanzas. Tanto si la agen-
cia de CPP se encuentra dentro del mismo, como si
está localizada fuera y se coordina a través de una
Secretaría General, es el Ministerio de Finanzas
quien tiene capacidad dirimente. En todos los países
la agencia juega un papel relevante, directo o indi-
recto en la elaboración del Presupuesto.

Durante la fase de licitación

Esta fase incorpora la invitación a participar en
una licitación, la evaluación de las ofertas, las

negociaciones durante la misma y la aprobación de
la oferta.

Generalmente las agencias de CPP juegan un
papel limitado en esta fase del proceso respecto a
las encargadas de llevar los procedimientos de lici-
tación en el procedimiento estándar. El Ministerio
de Finanzas no suele tener un papel destacado en
esta fase tampoco.

Después de la adjudicación

Esta fase incluye la gestión del contrato y la
supervisión de los pagos. La mayor parte de las
agencias analizadas juegan tan solo un papel indi-
recto. Es generalmente la agencia que licita (como
ya se ha mencionado no suele ser la agencia de
CPP) quien se encarga de gestionar esta fase.

3.3. El caso de Canadá. Agencia de CPP y
Administraciones a diferentes niveles

Canadá es un país con una estructura adminis-
trativa de corte federal. Algunas de sus provincias
han creado sus propias unidades de CPP (Alberta,
Columbia Británica, Ontario, Quebec). 

Analizamos a continuación las características
de las agencias de CPP, así como la forma en la
que se coordinan:

Agencia de Alberta (Alberta’s Alternative Capital
Financing Office) 

La unidad de CPP se encuentra ubicada en el
Departamento de Finanzas de la provincia.  

Sus funciones son las de proveer un servicio de
asistencia en el desarrollo de la política de CPP,
asistencia técnica a los ministerios de gasto para
confirmar que los proyectos aprobados cumplen
los requerimientos necesarios para ser llevados a
cabo y proveer supervisión y asesoramiento en la
fase de planificación, licitación y ejecución. La
agencia puede incluso llegar a negociar un proyec-
to CPP por cuenta del ministerio que licita. �
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Tiene un Comité especializado en financiación
alternativa con representantes del sector privado
que asesora al Tesoro en estos casos particulares a
petición del mismo.

Agencia de Columbia Británica (Partnerships
British Columbia)

Creada en 2002 para la gestión de concesiones
a largo plazo. El único accionista de esta agencia
es el Ministerio de Finanzas de la Columbia
Británica.

Asesora y da apoyo técnico a las organizacio-
nes públicas que evalúan, estructuran e implemen-
tan CPP, incluyendo ministerios, corporaciones de
la corona, autoridades sanitarias, consejos educati-
vos, etcétera, es decir, da servicio a las autoridades
que juegan un papel determinante en los CPP en
cualquier sector de gasto.

La agencia tiene tres unidades; la unidad de
servicios asesora en el desarrollo de políticas rela-
tivas a CPP y buenas prácticas (provee servicios de
asesoramiento legal y de procedimiento y se en-
carga de la gestión del conocimiento y de la in-
vestigación). La unidad de desarrollo se encarga
del desarrollo de los proyectos, del gobierno cor-
porativo y del desarrollo de mercado. Existe una
tercera unidad dirigida a la gestión de la financia-
ción interna y administración.

El Consejo de Administración de la Agencia
reporta al Ministerio de Finanzas apoyándose para
ello en el Comité de Auditoría y Control y el
Comité de Recursos Humanos.

Agencia de Ontario (The Ontario Infrastructure
Project Corporation) 

Se encarga de la gestión de proyectos de infraes-
tructuras a excepción de los relativos al sector ener-
gético no nuclear.

Suministra apoyo técnico a los ministerios, pro-
mociona el desarrollo del mercado de CPP y
financia determinados proyectos.

La Agencia tiene 5 unidades: la unidad de pro-
yectos, que gestiona la planificación, el procedi-

miento, la negociación y la gestión del proyecto.
La unidad de asesoramiento de proyectos, que se
encarga de desarrollar y planificar la financiación
y procedimientos de licitación alternativos a los
tradicionales. La unidad de préstamos, que se
encarga de financiar a bajo coste oportunidades
para construir y desarrollar infraestructura munici-
pal. Las anteriores se completan con la unidad de
recursos humanos y personal y con la unidad de
procedimiento de energía nuclear.

El Consejo de Administración se apoya en 3
Comités: el Comité de Auditoría, (responsable de
la gestión de riesgo y el reporte financiero), el
Comité de Crédito y Riesgos (responsable de que
las operaciones cumplan la política de riesgo cre-
diticio y de riesgo de activo-pasivo aprobada por el
Consejo de Administración, recomendar políticas
y supervisar el perfil de riesgos) y el Comité de
Remuneración y Buen Gobierno, encargado de la
emisión y supervisión del código de buen
Gobierno en la Agencia.

Agencia de Quebec (Agence des partenariats
public – privé du Quebec) 

La Agencia asesora en la implementación y
estructura de los CPP.  Provee asistencia técnica en
todo lo relativo a evaluación, selección y negocia-
ción de proyectos, así como apoya en la fase de
ejecución.

La Agencia está organizada en varias unidades
que cubren cada uno de los ministerios de gasto.
Se financia tanto de ingresos vía tarifas recibidas
de los ministerios de gasto que usan sus servicios,
como de subsidios del Gobierno.

Entre los Comités en los que se apoya el Consejo
de Administración se encuentran el de Auditoría, el
de Crédito y Riesgo y el de Remuneración y Buen
Gobierno.

Infraestructuras de Canadá (Infrastructure Canada)

Creada en 2002, depende de la cartera de Trans-
porte, Infraestructura y Comunidades. �

BOLETÍN ECONÓMICO DE ICE Nº 3044 
DEL 1 AL 31 DE OCTUBRE DE 2013

47

C
o

la
b

o
ra

ci
o

n
es

AGENCIAS DE COLABORACIÓN PÚBLICO PRIVADA. UNA APROXIMACIÓN POSITIVA



Esta Agencia es el principal instrumento del
Gobierno de Canadá en lo relativo a infraestructuras,
colaborando en la definición de la forma de dar res-
puesta a las necesidades de servicios  en Canadá y en
la provisión de apoyo técnico a las iniciativas en este
sector. Coordina el plan de infraestructuras del país,
incluyendo las actividades desarrolladas por los
departamentos federales y diferentes agencias.

La Agencia dispone de 3 fondos para financiar su
actividad: PPP Fund, Building Canada Fund y
Border Crossing Fund. El primero de ellos tiene por
objetivo financiar proyectos CPP y los otros dos exi-
gen para participar en la financiación de un proyec-
to de infraestructuras, que los potenciales beneficia-
rios realicen una valoración sobre las posibilidades
de ejecutar el proyecto por medio de un CPP.

PPP Canada Inc.

Es una compañía que identifica y analiza pro-
yectos federales que persiguen financiación del PPP
Fund del que dispone Infraestructuras de Canadá.

Conclusiones

Parece que tiene sentido que en países descentra-
lizados existan agencias a nivel regional que permi-
tan un mejor conocimiento de las necesidades de los
votantes a la hora de valorar la oportunidad de pro-
veer determinados servicios relacionados con
infraestructuras. Para proyectos de ámbito suprare-
gional deberá ser una agencia con capacidad de defi-
nición/decisión en este marco la que deba gestionar
los proyectos CPP. Las agencias regionales deberán
coordinar su acción con la Agencia nacional de
forma que resulte eficiente la provisión de servicios
por la Administración central y la periférica.

4. Value for money

La evaluación de proyectos, una de las pocas res-
ponsabilidades que parece tener toda Agencia de CPP,
exige la aplicación de ciertos criterios para determinar

si aquellos tienen sentido o no11. Los criterios emplea-
dos suponen generalmente la respuesta a cuatro pre-
guntas de forma consecutiva: tiene sentido el proyec-
to, es decir, ¿es realizable desde el punto de vista téc-
nico y supera el mínimo análisis coste beneficio?
¿Existe mercado para el proyecto, es decir, es éste
atractivo desde el punto de vista comercial? ¿Ge-
nerará mayor valor el proyecto si se desarrolla por
medio de un CPP que siguiendo el modelo convencio-
nal? ¿Es el proyecto fiscalmente razonable?

4.1. Sobre la viabilidad técnica y económica

Se trataría de conocer si el proyecto tiene o no
sentido, independientemente de que se implemen-
te o no como CPP. Se trataría de confirmar que el
proyecto es fundamental evaluadas las prioridades
del país. En esta parte se analizaría la viabilidad
desde el punto de vista técnico, realizándose ade-
más el análisis coste beneficio. 

En una primera fase se procede a definir el pro-
yecto, la tecnología que empleará, el output que se
espera produzca, la gente a la que servirá.  Se deben
estimar los costes de capital, de operación y man-
tenimiento, así como los ingresos esperados. Esta
definición debe ser suficientemente amplia para
poder aplicarse a proyectos ejecutados por medio
de modelos CPP u otros. 

Definido el proyecto, su viabilidad es contras-
tada desde diferentes puntos de vista: 

– Viabilidad técnica. ¿Se puede implementar
el proyecto como se pretende, con tecnología de
calidad, sin incurrir en riesgos innecesarios?

– Viabilidad legal. ¿Existen barreras legales al
proyecto? Se trata de saber si existen barreras lega-
les a que la administración participe en CPP.

– Viabilidad medioambiental y social. Se trata
de saber si el proyecto cumple con la normativa
nacional en lo relativo al medio ambiente y restric-
ciones de carácter social. �
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11 Para más detalle sobre el procedimiento óptimo de evaluación
de proyectos, ir a Anexo V.



En una segunda fase se analizará la viabilidad
económica. La mayor parte de los Gobiernos rea-
liza algún tipo de análisis de viabilidad con el fin
de determinar si un proyecto supone un buen uso
de los recursos de los ciudadanos. Los proyectos
son económicamente viables cuando los benefi-
cios económicos exceden sus costes económicos. Ge-
neralmente, los costes financieros se aproximan a los
costes económicos, aunque los primeros no siempre
incorporan todos los costes (particularmente los
medioambientales y los sociales). Los ingresos finan-
cieros suelen ser un suelo que puede distar bastante
del valor desde el punto de vista económico (los
beneficios económicos en términos de ganancias de
productividad/competitividad derivados de la cons-
trucción de una autopista van mucho más allá de los
ingresos por peajes de la misma, si es que los hay).
Se trata en definitiva del tradicional análisis coste-
beneficio y coste-eficacia.

En el caso de los CPP, estos criterios son de apli-
cación porque lo son en el caso de que los proyectos
se atiendan con el procedimiento tradicional, o por-
que existen requerimientos específicos para proyec-
tos CPP. Tal es el caso de Chile, paradigma del buen
Gobierno en el uso de esta forma de atender proyec-
tos de infraestructuras. En Chile, la ley de concesio-
nes establece que la evaluación desde el punto de
vista social debe ser realizada por el Ministerio de
Planificación previamente a la licitación del CPP.

Esta primera fase resulta trascendental, porque en
ella se asientan los pilares de las restantes. La defi-
nición del proyecto es la base sobre la que se desa-
rrolla el modelo financiero y el análisis de viabilidad
comercial y fiscal, así como el Comparador del
Sector Público. El análisis de la viabilidad técnica,
social y medioambiental provee de base al análisis
de riesgos. El cálculo de costes y demanda servirán
como inputs iniciales en la modelización financiera
y el análisis VfM.

4.2. Viabilidad comercial

Se trataría de conocer si el proyecto puede atraer
inversores de calidad ofreciendo rendimientos su-

ficientes. Ésta se confirmaría posteriormente con
el resultado del procedimiento de licitación.

Los inversores precisan conocer que el proyec-
to generará retornos suficientes sin incurrir en
riesgos excesivos. La viabilidad comercial se ana-
liza realizando el clásico análisis financiero, es
decir, construyendo un modelo financiero y anali-
zando los flujos de caja, retornos y cómo de robus-
to es un proyecto. Cuando los ingresos recibidos
de los usuarios del proyecto son superiores a los
costes incrementados en el coste medio ponderado
del capital, siendo los riesgos razonables, el pro-
yecto es considerado atractivo. Caso de no alcan-
zar este nivel los ingresos de los usuarios, la
Administración debe acometer el análisis oportu-
no para calcular el nivel de las contribuciones que
debe realizar.

Otras alternativas para analizar la viabilidad
comercial son el análisis de lo ocurrido con pro-
yectos similares en la región, o testando el merca-
do, es decir, presentado los principales parámetros
de la operación y analizando las reacciones de los
potenciales inversores. Este último caso, el test de
mercado, puede ser realizado con mayor solvencia
por instituciones con experiencia en el propio sec-
tor (IFC12) que podrán gestionar la información de
forma desinteresada de mejor manera que las pro-
pias agencias.

4.3. VfM

Se trataría de conocer si la ejecución del proyec-
to por medio de un CPP aportaría más «valor por
dinero» que hacerlo a través del esquema clásico
alternativo. En esta fase se podría comparar múlti-
ples alternativas de CPP, en función de diferentes
esquemas de asunción de riesgos, para conocer cuál
es la mejor forma de desarrollar el proyecto.

El análisis VfM supone alcanzar una combina-
ción óptima de costes y beneficios en el sumi- �
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nistro de aquello que quieren los usuarios. Los
programas de CPP, incluso los que tienen éxito,
exigen una evaluación del valor aportado compa-
rado con la provisión por el medio convencional.

Entre las alternativas posibles para realizar el
VfM destacan:

4.3.1. Análisis cualitativo 

El análisis cuantitativo es el que generalmente
se exige en los países OCDE. En ocasiones no es
necesario. Si el sector público no tiene capacidad
de ejecutar los proyectos (como consecuencia de
las restricciones presupuestarias), o si no existe
evidencia clara de que la provisión del servicio por
parte del sector privado sea más eficiente que por
parte del sector público, incurrir en el coste de
cuantificar el VfM puede no tener sentido.

En el caso anterior, bastaría con analizar:
a) Que el CPP se ha estructurado correctamen-

te. Esto implicaría confirmar la correcta distribu-
ción de riesgos, que el proyecto integra la fase de
construcción y las de operación y mantenimiento,
es decir el ciclo de vida completo del proyecto, que
facilita la innovación, marcando objetivos en tér-
minos de output que no de input, que se especifi-
ca la calidad del servicio prestado, etcétera.

b) Que el CPP generará tensión competitiva en
el procedimiento de licitación.

4.3.2. Análisis cuantitativo 

El Comparador del Sector Público

Generalmente implica comparación de la opción
CPP elegida frente al llamado Comparador del
Sector Público, que evalúa el proyecto caso de ser
realizado por el procedimiento convencional en
términos de coste. 

Este cálculo resulta complicado por los ajustes
precisos para realizar una comparación correcta.
Se puede hacer de dos formas alternativas.

– Previo al proceso de licitación. El Comparador
del Sector Público es analizado con un CPP «som-

bra» o «de mercado», que indicaría el coste espe-
rado. Permitiría identificar si el CPP aportaría valor
por dinero antes de entrar los gastos relativos a la
elaboración del proyecto de detalle y los derivados
del procedimiento estándar. El modelo de referen-
cia para evaluar el CPP es el tradicional modelo
financiero. Éste es el caso del Reino Unido.

– Durante el proceso de licitación. El Compa-
rador del Sector Público se compara con el valor
ofrecido en el proceso de licitación para conocer si
el modelo CPP aporta VfM.

Se ha producido una cierta controversia sobre
la utilización del Comparador Público como meca-
nismo realista para la consecución de su objetivo,
garantizar que los proyectos aporten valor por
dinero. En el caso del Reino Unido, la crítica de la
Cámara de los Lores llevó a la Administración a
completar el análisis cuantitativo con una aproxi-
mación cualitativa.

En cualquier caso, es relevante saber que exis-
te una cierta complejidad en la evaluación del
Comparador. 

La discusión comienza por la evaluación del
coste de capital, la vida del proyecto y el coste de
mantenimiento en el caso de que el proyecto se
ejecute por la vía convencional, con cargo a presu-
puestos. 

Esto precisa dos ajustes:
Ajustes por riesgos: el sector público transfiere

riesgos al sector privado cuando los proyectos se
ejecutan a través de CPP. El retorno de las inver-
siones del sector privado toma en consideración
estos riesgos. También se deberá incorporar estos
costes en la valoración el sector público.

Neutralidad competitiva: cuando un proyecto es
llevado a cabo por el sector público empresarial, éste
presenta una serie de ventajas y desventajas en rela-
ción con una empresa privada, que tiene costes e
ingresos que la empresa pública no presenta. 

Existen, por ejemplo, diferencias importantes
en el valor de las cargas impositivas, que de ser
menores en el caso del sector público, deberán ser
incrementadas oportunamente en el comparador
público. �
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Existen, asimismo, diferencias en la cronología
de los pagos a realizar en uno u otro caso, pues en
el caso del procedimiento tradicional, la Adminis-
tración realiza un primer desembolso enorme,
mientras que en el caso de los CPP los desembol-
sos se realizan a lo largo de la vida de la conce-
sión. Estos últimos deberán ser descontados, no
existiendo un criterio único sobre la tasa de des-
cuento a emplear a este efecto.

El análisis coste-beneficio

Hay quien considera esta aproximación más
completa que la del modelo VfM. Sin embargo,
aunque más completa es también más susceptible
de incorporar evaluaciones cargadas de subjetivi-
dad. Solo en los casos en los que no sólo se trata
de proveer una infraestructura a menor coste, sino
de mejorar el servicio provisto, puede el análisis
coste-beneficio ser superior al empleo del Compa-
rador del Sector Público, que no es sino una com-
parativa de costes.

4.4. Responsabilidad fiscal

Un proyecto CPP puede ser técnica y comer-
cialmente viable, y superar el análisis VfM y no ser
sostenible fiscalmente.

Los compromisos fiscales pueden ser directos e
indirectos (pasivos contingentes), y las Administra-
ciones deberán valorar ambos.

Directos

Son aquellos conocidos por el Gobierno caso
de emprender un CPP, por ejemplo, los pagos por
disponibilidad caso de hacer un hospital siguiendo
este modelo.

Entre otros, son costes directos:
– El pago inicial al que se haya comprometido

la Administración para garantizar la viabilidad del
proyecto, en forma de subsidio o de capital.

– Pagos por disponibilidad, generalmente con-
dicionados a que el activo esté disponible en deter-

minadas circunstancias o el servicio sea prestado a
un determinado nivel.
– Peajes en sombra o pagos basados en output. La
Administración precisa conocer, en definitiva, el
nivel de apoyo financiero que precisará un proyecto
antes de comprometer fondos en la preparación del
mismo. Esta evaluación se puede hacer en términos
estáticos, reflejando los pagos a lo largo del tiempo
(ésta es la forma óptima de hacerlo a fin de conocer
el impacto en el déficit). La evaluación se puede
realizar también de forma dinámica, descontando
los mismos al momento de la licitación, lo que
facilita calcular el potencial impacto en una gestión
sostenible de la deuda.

Una vez conocidos, se debe determinar la sos-
tenibilidad de los mismos, proyectándolos a futuro
y confirmando que la restricción presupuestaria
intertemporal deja margen para ejecutar los pro-
yectos (casos de Brasil, Reino Unido, Francia y
Sudáfrica), o estableciendo un techo a los mismos,
a los proyectos ejecutados en régimen  de CPP
(caso de Colombia o Victoria-Australia).

Indirectos (pasivos contingentes)

Los pasivos contingentes surgen porque existen
algunos riesgos cuya cobertura tiene menor coste
para la Administración, y que por tanto recaen en
ésta13.

Podemos definir los pasivos contingentes como
aquellos que pueden suceder en el futuro, y cuya
ocurrencia queda fuera del control de la Adminis-
tración. Entre otros, se consideran pasivos contin-
gentes:

– Garantías sobre determinados riesgos: por
ejemplo, la compensación de parte de la pérdida
de ingresos por ocurrir un acontecimiento impre-
visto que desvía una magnitud más allá del límite
fijado contractualmente (suelo de demanda o
rango del tipo de cambio).

– Claúsulas de compensación: las relativas a
los pagos a realizar en caso de fuerza mayor. �
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– Compromisos de finalización del contrato.
Compromiso de pago de una cantidad determina-
da, si el contrato es rescindido por una de las par-
tes por el incumplimiento de otra.

– Garantías de crédito y otros mecanismos de
mejora de la calidad crediticia. Son garantías sobre
el pago de la deuda comprometida en un determi-
nado proyecto. Se emplean para reducir el perfil de
riesgo del prestamista.

De cara a la evaluación de estos costes existen
dos caminos alternativos:

a) Análisis de sensibilidad. Consistiría en ana-
lizar qué ocurriría en el caso de cambios en las cir-
cunstancias que modifiquen el valor de los pasivos
contingentes, valorando el cambio en los costes
para la Administración. Por ejemplo, se trataría de
valorar el coste de una evolución errática de la
demanda existiendo una banda de la misma en la
que existe un cierto aseguramiento14.

b) Análisis de probabilidad. Se puede asignar,
como alternativa, una distribución de probabilidad
a las circunstancias que puedan afectar al valor del
pasivo contingente y calcular el coste resultante en
términos de mediana, media o percentiles (el coste
en el 90 por 100 de los casos).

El análisis de sensibilidad es el más utilizado,
pues el análisis probabilístico exige mucho más
input y un análisis estadístico complejo. 

Realizado el análisis anterior se confirma la
sostenibilidad fiscal de estas políticas. En algunos
casos, incluso se dota un fondo para hacer frente
de forma consistente a la posible evolución de
estos riesgos.

5. Buen gobierno15

El cumplimiento de las consideraciones nece-
sarias para que un CPP genere las ganancias de
eficiencia mencionadas en los apartados anteriores
se completa con la aplicación de pautas de buen

gobierno. Por definición, el buen gobierno exige la
incorporación de los intereses de todos los partici-
pantes en los CPP, lo que exige prever los retos que
se sucederán en el tiempo y sus posibles soluciones.

Los siguientes son aspectos relevantes del buen
gobierno a tomar en consideración.

1. Objetivos, proyectos y comunicación. El
buen gobierno exige políticas coherentes que mar-
quen principios claros, identifiquen los proyectos,
marquen objetivos y medios para alcanzarlos, con
el fin último de conseguir el apoyo de la población
a la que los proyectos CPP van dirigidos. 

2. Capacidad institucional. Capacidad, institu-
ciones y formación. Los modelos CPP presentan
estructuras complicadas que exigen un conoci-
miento que abunda más en el sector privado que en
el público. 

Como se mencionaba en el punto 3.2.1, la Ad-
ministración deberá generar la capacidad necesaria
con un mecanismo combinado que establezca nue-
vas instituciones a la vez que emplee el conocimien-
to externo a la propia Administración y potencie la
formación de su propio capital humano.

Al pasar del marco tradicional al modelo CPP,
se requerirán nuevas capacidades para identificar
outputs de los proyectos en lugar de inputs. Será
necesario especificar los objetivos del sector priva-
do y supervisar la ejecución de los proyectos. Será
necesario entender la industria con la que se reali-
zarán partenariados y la comunidad financiera que
apalancará el proyecto. En definitiva, se precisa
desarrollar la capacidad dentro de la Administración
en actividades como la negociación, el marco jurí-
dico y el marco financiero.

Como hemos visto antes en este artículo, en oca-
siones, procederá la creación de agencias de CPP
que den cabida a las nuevas aptitudes. Éstas deberían:

– Crear un pipeline de proyectos bien diseñados.
– En países grandes descentralizados, suminis-

trar apoyo técnico y legal a quienes desarrollan los
proyectos en las regiones.

– Facilitar el proceso CPP reduciendo el perio-
do y coste de las licitaciones, estableciendo contra-
tos y procedimientos estándar. �
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– Liderar el programa de CPP.  Para ello es ne-
cesario que el personal de la agencia sea altamen-
te competitivo.

– Desarrollar el mercado de CPP. Incrementar
el diálogo con todos los participantes en el merca-
do, reportando al sector privado, organizando se-
minarios regularmente, etcétera. El desarrollo de
mercado no deberá incidir negativamente en el
carácter independiente de la Agencia.

– Fiscalizar oportunamente los programas de
CPP para garantizar que efectivamente sirven a sus
objetivos.

– Potenciar programas de formación que esti-
mulen el desarrollo de los CPP, y a la vez, incenti-
var la colaboración en la construcción de estos
programas de las Instituciones Multilaterales, para
ser eficientes en la concepción de estos proyectos.

3. Marco legal. Menos, mejor y más sencillo.
Los procedimientos judiciales en muchas jurisdic-
ciones son insuficientes y complejos y no alcanzan
a garantizar la seguridad e incentivos a inversores
en los programas de CPP. 

Conviene garantizar la participación de los
potenciales inversores en la elaboración del marco
legal de forma que éste proteja sus derechos y
garanticen su acceso a la toma de decisiones.

4. Riesgo16. Aunque la teoría financiera es clara
al respecto, estableciendo que debe soportar el ries-
go la parte que tiene más capacidad para su gestión,
la contratación del mismo queda sometida a nume-
rosos avatares que no garantizan el cumplimiento del
axioma anterior. Los CPP permiten la transferencia
de riesgo al sector privado, más preparado para su
gestión. Para garantizar el buen gobierno, la
Administración también debe soportar ciertos ries-
gos y ayudar a mitigar otros del sector privado.

5. Modelos de licitación que garanticen la trans-
parencia, neutralidad y selección no discriminato-
ria. Los problemas de buen gobierno relacionados
con el procedimiento de adjudicación de contratos
incluyen la falta de capacidad para organizar
subastas competitivas en las Administraciones loca-

les, la sospecha sobre la limitada transparencia en
los CPP y la exclusión de las pymes en los proce-
dimientos de licitación.

La selección en el proceso de licitación deberá
realizarse por medio de un proceso transparente,
neutral y no discriminatorio que potencie la com-
petencia y que consiga un equilibrio entre la nece-
sidad de reducir la duración y el coste del proceso
de licitación.

6. Información, responsabilidad y apoyo. En mu-
chas ocasiones la comunidad a la que han de servir los
proyectos no es tomada en consideración, existiendo
falta de transparencia y responsabilidad. Poner a los
receptores los primeros, garantizando la transparencia
de los procesos y la responsabilidad de los que los
dirigen, resulta por ello fundamental.

6. La creación de una agencia de CPP.
Cuestiones sobre las que resolver

Como se puede derivar de lo expuesto a lo largo
de este artículo, no existe un único referente de
agencia de CPP. Cuando existen, algunas de estas
agencias son una unidad de revisión de lo realizado,
mientras otras son instituciones que prestan todo
tipo de apoyo previo, durante y con posterioridad al
proceso de suministro del servicio al ciudadano.

La configuración de una agencia óptima depen-
de, por lo tanto, de los usos y objetivos de la auto-
ridad competente y será muy posiblemente un
híbrido de las agencias existentes.

Existe, en todo caso, una importante experien-
cia en estos temas, que debe ser analizada, así
como múltiples grupos de trabajo entre países con
amplio recorrido que pueden aportar valor en la
conformación de este tipo de entidades, caso de re-
sultar oportunas. En este caso, las autoridades debe-
rán valorar aspectos tales como17:

1. Modelo de referencia. ¿Cuál de las Agencias
ya existentes es un modelo de referencia, dadas
semejanzas y diferencias de corte cultural, políti-
co, legal, presupuestario y regulatorio? �

BOLETÍN ECONÓMICO DE ICE Nº 3044 
DEL 1 AL 31 DE OCTUBRE DE 2013

53

C
o

la
b

o
ra

ci
o

n
es

AGENCIAS DE COLABORACIÓN PÚBLICO PRIVADA. UNA APROXIMACIÓN POSITIVA

16 Para más detalle ver Andreu, J. (2012). 17 CRGP (2012).



2. Participantes en el proceso. Resulta impor-
tante saber qué participantes en el proceso apoya-
rían y rechazarían la constitución de este tipo de
agencia. Convendría saber cuáles de los partici-
pantes se incorporarían al proceso de creación de
la agencia y cómo incidiría su postura en el diálo-
go paralelo a la conformación de la misma.

3. Estructura. ¿Dónde se situaría la agencia?
¿Sería completamente independiente? ¿Se situaría
en el Ministerio de Finanzas? ¿Se situaría en cada
uno de los ministerios de gasto dotándose el Gobier-
no de un instrumento de coordinación? ¿Sería una
corporación o una Joint Venture con el sector pri-
vado? ¿Quién la dirigiría? ¿Cómo se decidiría quién
la dirigiría?

4. Ámbito de aplicación horizontal y vertical.
¿Será la agencia sectorial? ¿Tendrá capacidad de
decisión sobre diferentes sectores (transporte,
agua, residuos)? Caso de existir más agencias que
áreas ¿cómo se llevará a cabo la coordinación de
las mismas? ¿Proporcionará servicios de asesora-
miento la agencia sólo a programas de nivel esta-
tal, o lo hará también a las Administraciones peri-
féricas?

5. Mandato y cronología hasta la constitución de
una agencia. ¿Será la agencia fundamentalmente
una institución supervisora? ¿Se encargará del desa-
rrollo de mercado? ¿Atenderá funciones de forma-
ción? ¿Cómo evolucionarán estas funciones con el
tiempo? ¿Serán algunas de estas funciones optati-
vas? ¿Serán obligatorias? ¿Se empleará la vía rápida
consistente en desarrollo legislativo y/o reglamenta-
rio para su constitución? ¿Se empleará una aproxi-
mación incremental al problema, empezando como
centro de excelencia que desarrolla fundamental-
mente funciones de formación e investigación?

6. Financiación. ¿Se financiará con cargo a sub-
venciones públicas sólo la puesta en marcha de la
agencia o de forma continuada? ¿Se podrán cargar
tarifas? ¿Habrá un objetivo de rentabilidad e inde-
pendencia en la agencia respecto a cambios deriva-
dos de la evolución política y posibles restriccio-
nes presupuestarias?

Si la Administración no dispone de fondos para
desarrollar esta actividad, las opciones alternativas

van desde permitir la entrada en el capital social a
una empresa privada, dar entrada a organizaciones
sin ánimo de lucro, hasta buscar financiación ajena
en la banca comercial (la actividad de la agencia se
puede diseñar de forma que su Cuenta de Pérdidas
y Ganancias sirva de garantía para el préstamo
mencionado).

7. Análisis VfM. ¿Qué métrica se empleará
para comparar costes y beneficios de suministrar
servicios relacionados con infraestructuras por la
vía convencional o por la vía de los CPP (evalua-
ción de competencia, transferencia de riesgo,
incremento de eficiencia debida a la consideración
del ciclo de vida del proyecto de forma conjunta)?
¿Quién habrá de realizar la evaluación? ¿Cómo se
garantizará la transparencia y objetividad de este
procedimiento?

8. Consultores externos y escalas salariales.
¿Hasta qué punto será necesario contar con consul-
tores externos con conocimiento de múltiples mer-
cados en planificación, estructuración y negociación
de transacciones con consorcios privados frente a la
posibilidad de contratar funcionarios? ¿Será la agen-
cia capaz de retener talento jurídico, financiero y
sobre asuntos de infraestructuras? ¿Será el diferen-
cial salarial entre Administración pública y el sector
privado suficientemente bajo para limitar la salida
de talento de la Agencia? 

9. Estandarización de los contratos. ¿A qué ve-
locidad se producirá la homogeneización? ¿Qué se
puede considerar suficiente experiencia dado un
contexto legal, comercial y administrativo antes de
que las formas contractuales se transformen en con-
tratos homogeneizados sin correr riesgo de homo-
geneizar malas prácticas?
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Anexos

ANEXO I
CLASIFICACIÓN DE PAÍSES OCDE

Unidad específica 
de gestión CPP

Número 
de países

Países

Sí 17
Australia, Bélgica, Canadá, Rep. Checa, Dinamarca, Francia, Alemania, Grecia, Hungría, Irlanda, Italia, Japón,
Corea, Holanda. Polonia, Portugal y Reino Unido.

No 12
Austria, Finlandia, Islandia, Luxemburgo, Méjico, Nueva Zelanda, Noruega, Eslovaquia, España, Suecia, Suiza 
y Estados Unidos.

Fuente: OCDE 2010.

ANEXO II
VENTAJAS Y DESVENTAJAS DE LA CONSTITUCIÓN DE UNA AGENCIA DE CPP

Argumentos a favor de creación agencia Argumentos en contra creación agencia

• Permite separar política de CPP y ejecución de la misma

• La política de CPP y de suministro de servicios de infraestructuras por
la vía tradicional se puede hacer por la misma autoridad.

• Una Agencia puede no tener que separar política de CPP, de ejecución,
si tiene capacidad de financiar.

• Actúa como centro de conocimiento en preparación, negociación y
ejecución.

• Centralización suele implicar reducción de costes.

• El conocimiento puede suministrarlo asesores externos en función de
los proyectos elegidos directamente por los Ministerios de gasto.

• Facilita el cumplimiento de requisitos como capacidad, VfM y
trasferencia de riesgo.

• Los Ministerios de gasto y el Ministerio de Finanzas tienen experiencia
en la valoración de proyectos empleando el análisis coste beneficio, así
como en la priorización de proyectos.

• Los efectos presupuestarios son tomados en consideración, así como
los pasivos contingentes.

• La cercanía de la Agencia al poder político puede limitar la objetividad
efectiva de la misma a la hora de decidir qué proyectos afrontar.

• Da peso al programa de CPP de un país, atrae potenciales inversores
y mejora relaciones con inversores privados.

• La creación de la Agencia puede mandar un mensaje demasiado opti-
mista sobre actividades a realizar en régimen de CPP, frente a otras
alternativas de desarrollar los proyectos.

Fuente: OCDE 2010.

ANEXO III
SERVICIO Y FUNCIONES DE LAS AGENCIA DE CPP EXISTENTES 

Agencias supervisoras Agencias completas

Francia South Australia Sudáfrica Ontario Columbia Reino Unido

Planificación de negocio
Viabilidad económica.................................... I I I D I/O I/O
Desarrollar plan negocio............................... I I I D I/O I/O
Aprobación proyectos
Recomienda aprobación............................... D D D D D
Asesora búsqueda asesor proyecto............. D D D D D D

Procedimiento
Desarrolla documentación genérica ............. I/O I I I/O D D
Apoyo en procedimiento licitación................ I/O I I/O I/O D D
Evaluacion ofertas ........................................ I I I I/O I/O I/O
Apoyo en la contratación.............................. I I I I/O I/O I/O

Implementación del proyecto
Gestión del proyecto..................................... D D D
Financiación.................................................. D D
Apoyo técnico ............................................... D D D

Desarrollo de mercado
Determinación mejores prácticas ................. D D D D D
Relaciones públicas...................................... D D D D
Desarrollo política CPP ................................ D D I/O I/O
Desarrollo mercado CPP.............................. D D D D

Donde I es indirecto y D es directo.
Fuente: CRGP 2008.
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ANEXO IV
MODELOS ALTERNATIVOS DE FINANCIACIÓN 

Financiación Gobierno Tarifas por servicio A éxito

Reino Unido - carreteras...................................................... X X

Ontario ................................................................................. X X

Francia ................................................................................. X

Portugal................................................................................ X

Columbia británica ............................................................... X X

South Australia..................................................................... X

Reino Unido – Partnerships................................................. X X

Sudáfrica.............................................................................. X

Fuente: CRGP 2008.

ANEXO V
EVALUACIÓN DE PROYECTOS CPP

Fuente:  Banco Mundial, 2012.

• Origen de las primeras ideas
• Primer análisis de los potenciales candidatos
• Priorización de potenciales CCP para desarrollo

• Estructura
—Identificación de los riesgos
—Distribución de riesgos y responsabilidades

• Evaluación
—Viabilidad del proyecto
—Viabilidad comercial del CPP
—Análisis VfM
—Evaluación sostenibilidad fical proyecto

Diseño del contrato
CPP

• Definición objetivos
• Definición mecanismos de pago
• Creación mecanismos de ajuste
• Definición causas terminación de contrato
• Establecimiento mecanismo resolución consultas

Identificación
del proyecto

Estructura del CPP.
Evaluación de posible

CPP
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1. Introducción

El incremento del gasto sanitario público duran-
te el período 2002-2009 fue exponencial (8,97 por
100 de TAM)1, cuya cifra es muy superior al incre-
mento que experimentó el IPC (2,66 por 100 de
TAM) y la población protegida por el SNS (1,77
por 100 de TAM), lo cual explica los grandes pro-
blemas económicos-financieros actuales del SNS.  

No obstante, desde el 2008 hasta la actualidad
(septiembre 2013), la situación económico-finan-
ciera se ha agravado como consecuencia de que la

crisis económica (períodos simultáneos de estanca-
miento y recesión económica) ha generado un eleva-
do déficit público cada año (8,51 y 6,98 por 100 del
PIB en 2011 y 2012, respectivamente) que, ineludi-
blemente, debe corregirse2 en los próximos años (re-
ducirlo hasta el 4,4 por 100 en 2013 y 3,5 por 100 en
2014), lo cual requiere de políticas presupuestarias
audaces, ortodoxas y contundentes. Es ineludible
que todas las Administraciones Públicas incremen-
ten el grado de eficiencia de todas sus actividades y,
sobre todo, cualquier bien preferente se debería pro-
ducir con el método de producción que sea más eco-
nómico para el erario público.

El sistema sanitario público español tiene proble-
mas similares al resto de los países de la OCDE, ya
que los gastos sanitarios totales han aumentado
considerablemente en los últimos años  (relación �
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El objetivo de este trabajo es, en primer lugar, analizar los últimos datos publica-
dos por el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (MS) y el Instituto
Nacional de Estadística (INE) al objeto de conocer el grado de eficacia del Servicio
Nacional de Salud (SNS) y, asimismo, calcular el coste sanitario público per cápita
estimativo, teniendo en consideración el doble aseguramiento y los pagos directos
por actos médicos de los usuarios del SNS. En segundo lugar, compararemos el
coste sanitario per cápita del sector público con respecto al sector privado (modelo
Muface) al objeto de conocer el grado de eficiencia (o ineficiencia) del primero.
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Versión de septiembre de 2013.
1 La Tasa Anual Media (TAM) significa la tasa anual uniforme a la

que hubiese tenido que crecer una cantidad inicial, entre diversos  perío-
dos analizados, para alcanzar el valor del último periodo. 

TAM = ((70.340.683 / 38.563.045)1/7 - 1) * 100 = 8,9659 por 100.

2 http://www.minhap.gob.es/es-ES/Prensa/En%20Portada/2011/
Paginas/ElGobiernohaaprobadoelProgramadeEstabilidad2011-
2014yelProgramaNacionaldeReformas2011.aspx.



de dichos gastos con respecto al PIB), pero dicha
tendencia alcista, si no se abordan reformas profun-
das, a medio o largo plazo será insostenible. No obs-
tante, a partir del 2010,  en casi todos los países de
la OCDE, la proporción entre en gasto sanitario
público y el PIB ha disminuido como consecuencia
de las reducciones presupuestarias que han tenido
que implementar dichos países. Según la OCDE,
«la disminución y los recortes en sanidad pública,
por habitante y año, y en porcentaje del PIB, ponen
fin a incrementos generalizados que se habían suce-
dido desde hacía varias décadas». Por ejemplo, en
Grecia, los gastos de la sanidad pública crecieron
una media del 5,7 por 100 entre 2000 y 2009, pero
en el 2010 ha disminuido un 6,7 por 100 con respec-
to al 2009. La disminución media de los países de la
OCDE fue el 0,5 por 100 durante 2010, pero, en
España, dicha disminución fue aún mayor3 (1,94 y
2,09 por 100 en 2010 y 2011, respectivamente). 

2. La eficacia del SNS

Los indicadores de salud más utilizados son las
tasas de mortalidad4 (infantil y adulta) y la espe-
ranza de vida5. La tasa de mortalidad es (y proba-
blemente seguirá siendo) el indicador más utiliza-

do porque permite realizar comparaciones entre
diversos países y, además, dichos datos se obtienen
sin ningún tipo de dificultad técnica. 

Respecto a la medición de la eficacia, el indica-
dor «grado o índice de satisfacción del cliente» es el
que más se utiliza para medir la calidad de los diver-
sos servicios públicos (por ejemplo, servicios sanita-
rios y educativos). Dicho indicador mide la percep-
ción que tienen los usuarios o clientes6 de un deter-
minado servicio público. La calidad del servicio per-
cibido por el cliente será más alta cuanto mayor sea
la diferencia entre la percepción del servicio recibi-
do en comparación con las expectativas que tenía
antes de recibirlo. Así, si las expectativas del cliente
son muy altas y el servicio recibido no las supera,
percibirá que el servicio no tiene la calidad que aquél
esperaba. Dicho en otras palabras: la calidad del ser-
vicio que percibe el cliente es la relación existente
entre el servicio recibido (percibido) y el servicio
esperado (expectativas).

Cualquier Administración Pública que preste
un servicio público (especialmente, los bienes pre-
ferentes), deberá tener como objetivo estratégico
que los clientes reciban (perciban) un servicio
mejor que el que esperaban recibir. En definitiva,
no sólo el servicio debe ser de calidad sino que,
además, tiene que aparentar dicha calidad. Para
lograr ese objetivo, las personas que prestan dicho �
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3 El gasto público total devengado (según EGSP) fue 70.505.649,
69.136.882 y 67.689.412 miles de € en 2.009, 2010 y 2011, respecti-
vamente, lo cual supuso una disminución de 1.368.767 y 1.447.470
miles de  € en 2010 y 2011, respectivamente (un reducción porcentual
de 1,94 y 2,09 por 100 en 2010 y 2011, respectivamente).

4 La tasa de mortalidad es el indicador demográfico que señala el
número de defunciones de una población por cada 1.000 habitantes,
durante un período determinado (generalmente un año). Usualmente es
denominada mortalidad. 

5 La esperanza de vida es la media de la cantidad de años que vive
una determinada población en un cierto periodo de tiempo. Se suele

CUADRO 1
FUNCIONAMIENTO DEL SNS

2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012

El SNS, en general, funciona bastante bien ........................................ 19,4 19,2 20,1 19,2 21,2 23,9 24,2 22,9
El SNS funciona bien, aunque son necesarios algunos cambios ....... 48,3 50,5 47,3 48,9 48,0 50,0 48,9 47,7
El SNS necesita cambios fundamentales ............................................ 26,0 25,0 26,9 26,2 25,3 21,6 21,9 23,6
Nuestro SNS está tan mal que necesitamos rehacerlo ....................... 5,1 4,4 4,7 4,9 4,7 3,5 4,2 5,0
NS - NC................................................................................................ 1,2 0,9 1,1 0,8 0,6 1,0 0,8 0,8

Fuente: Barómetro Sanitario 2010, 2011 y 2012

dividir en masculina y femenina, y se ve influenciada por factores como
la calidad de la medicina, la higiene, la educación, las guerras, etcétera,
si bien actualmente se suele referir únicamente a las personas que tienen
una muerte no violenta. El Banco Mundial utiliza el término esperanza
de vida al nacer, el cual indica el número de años que viviría un recién
nacido si los patrones de mortalidad vigentes al momento de su naci-
miento no cambian a lo largo de la vida del infante.

6 El término cliente de un servicio público se utiliza cada vez más
en detrimento de usuario.



servicio son el principal elemento o ventaja competi-
tiva.

Como se puede constatar, según el Barómetro
Sanitario, en el año 2012, el 70,6 por 100 de los
usuarios creen que el SNS funciona bien o bastante
bien, cuyo porcentaje es inferior al año 2011 (73,1
por 100) y superior a los años anteriores (67,7 por
100 en el año 2005). Por el contrario, un 28,6 por
100 consideran que nuestro SNS necesita «cambios
fundamentales» o «está tan mal que necesitamos
rehacerlo» (Cuadro 1). 

Los usuarios valoran notablemente los servi-
cios sanitarios que presta el SNS, especialmente,
en lo que se refiere a la atención primaria (7,06,
7,33 y 7,30 en 2010, 2011 y 2012, respectivamen-
te), siendo los peor valorados las urgencias en los
hospitales públicos (5,96, 6,11 y 6,08 en 2010,
2011 y 2012, respectivamente) (Cuadro 2). 

Asimismo, según el Barómetro Sanitario de
2009, 2010, 2011 y 2012, el grado o nivel de satis-
facción de los usuarios del Sistema Sanitario
Público en España fue: 6,35, 6,57, 6,59 y 6,57 pun-
tos sobre 10, respectivamente. Por tanto, se puede
concluir que los usuarios están satisfechos de los
servicios sanitarios recibidos (no alcanza un nota-
ble), pero, ni muchos menos, están muy satisfe-
chos. El grado de satisfacción, como hemos dicho
anteriormente, es el indicador más utilizado, actual-
mente, para valorar la eficacia de los servicios

públicos y privados, en general, y los servicios
sanitarios públicos, en particular. De acuerdo con
este indicador, es evidente que existe un conside-
rable margen de mejora, o sea, la eficacia de los
servicios sanitarios públicos debería mejorarse y,
en consecuencia, debería ser un objetivo de los
responsables de la política sanitaria pública.

Uno de los factores que, a nuestro juicio, más
influye en el grado de satisfacción de los usuarios de
los servicios sanitarios públicos es las listas de espe-
ra. Los últimos indicadores publicados por el Mi-
nisterio de Sanidad (situación a 30 de junio de 2012),
han empeorado paulatinamente con respecto a junio
de 2010, tanto en la lista de espera quirúrgica como
la de consultas externas, siendo el tiempo medio de
espera, 76 y 53 días, respectivamente, en junio de
2012. El 9,40 por 100 de los usuarios en lista de espe-
ra quirúrgica deben esperar más de 6 meses y el 37,7
por 100 de los usuarios en lista de espera de consul-
tas externas deben esperar más de 60 días.

3. La  doble cobertura y los pagos directos
por actos médicos de los usuarios del
SNS

Si bien es cierto que la práctica totalidad de los
ciudadanos que residen en España tienen derecho a
la asistencia sanitaria gratuita a través del SNS, �
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CUADRO 2
VALORACIÓN DE LOS SERVICIOS SANITARIOS

2010 2011 2012

Porcentaje 
que contesta

Valoración 
media

Porcentaje 
que contesta

Valoración
media

Porcentaje 
que contesta

Valoración 
media

Atención primaria ............................................ 97,4 7,06 97,9 7,33 98,4 7,30
Atención especializada ................................... 93,2 6,65 93,4 6,87 94,9 6,83
Urgencias en hospitales públicos ................... 93,5 5,96 93,6 6,11 94,4 6,08
Ingreso y asistencia en hospitales públicos.... 90,7 6,70 90,2 6,89 91,4 6,79

Fuente: Barómetro Sanitario 2010, 2011 y 2012.

GRADO DE SATISFACCIÓN DEL SNS

2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012

Grado de satisfacción del Sistema Sanitario Público 6,1 6,23 6,27 6,29 6,35 6,57 6,59 6,57

Fuente: Barómetro Sanitario 2010, 2011 y 2012.

CUADRO 3



no obstante, un segmento considerable (casi el 20
por 100) tiene doble cobertura.

La doble cobertura consiste en que determina-
dos usuarios del SNS, por las razones que sean,
suscriben un contrato privado con empresas priva-
das médicas para que éstas les presten determina-
dos servicios médicos (atención primaria, especia-
lizada, urgencias, intervenciones quirúrgicas, etcé-
tera). Generalmente, dichos contratos o pólizas
consisten en que el asegurado paga una prima
mensual y, como contraprestación, aquél tiene
libertad para elegir los profesionales sanitarios y
hospitales que ofrece la empresa aseguradora.
Aunque no conocemos ningún estudio que nos
indique el perfil de las personas que suscriben
estos contratos, lo razonable es que sean el colec-
tivo de personas que reciben los servicios sanita-
rios a través del SNS, ya que no tienen derecho de
opción. El derecho de opción consiste en que los
usuarios de los servicios sanitarios eligen quién
será el proveedor de dichos servicios: las empresas
públicas o las empresas privadas. Como veremos
posteriormente, este derecho sí lo tienen un colec-
tivo de funcionarios (Muface, Isfas y Mugeju), los
cuales, cada año, de acuerdo con sus experiencias
previas, eligen si el proveedor que les prestará los
servicios sanitarios, en el año próximo, será el sec-
tor público (los Servicios Regionales de Salud) o
el sector privado (las empresas aseguradoras
Adeslas, Asisa, Dkv o Sanitas). Por tanto, lo lógi-
co es que las personas que suscriben estos contra-
tos médicos privados sean las personas a las que
obligatoriamente se las adscribe al SNS y que, por
lo motivos que sean, no están satisfechos con los

servicios sanitarios públicos que reciben (recuér-
dese que el 28,6 por 100 no está satisfecho con el
funcionamiento del SNS).

En relación a la información de ICEA7, en el
año 2.011, 8.405.976 personas tuvieron doble
cobertura8 y las primas que pagaron ascendieron a
5.096,309 millones de euros por los diversos con-
tratos de seguros médicos privados que suscribie-
ron con las diversas empresas aseguradoras, lo
cual supone que la prima media anual por persona
asegurada fue de 606,27 euros10. 

Lógicamente, estos 8,4 millones de personas
«descargan» al SNS, es decir, si estas personas no se
costearan un seguro médico privado, el SNS debería
prestar los servicios que aquéllas reciben a través de
sus seguros privados y, por tanto, el coste del SNS se
incrementaría, como mínimo11, en el valor de las pri-
mas que pagan a las empresas aseguradoras.

Como indican Abásolo, Pinilla y Negrin (2008),
la doble cobertura  significa un menor uso de todos
los servicios sanitarios públicos, y, por tanto «este
hecho sugiere que el seguro privado es de facto un
sustituto de los servicios sanitarios públicos».
Aunque en parecidos términos se expresan Ro-
dríguez y Stoyonova (2004), no obstante, no conoce-
mos ningún estudio que estime (cuantifique) el efec-
to económico  del «no uso» del SNS, es decir, se trata
de estimar el verdadero gasto sanitario público per �
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CUADRO 4
El  SEGURO DE SALUD PRIVADO EN EL 2011

Volumen de
primas

Variación 
interanual 

(%)

Importe 
prestaciones

pagadas

Variación 
interanual 

(%)

Número
asegurados

Variación 
interanual 

(%)

Asistencia sanitaria, excepto AAPP .................................... 4.185.986.598 4,67 3.110.919.832 4,33 6.006.788 1,65
Asistencia sanitaria a AAPP (Muface, Isfas, Mugeju) ......... 1.447.806.799 2,38 1.400.855.838 6,05 1.971.362 -0,77
Reembolso de gastos sanitarios ......................................... 647.361.489 2,53 452.344.200 3,99 746.838 -1,72
Total prestación de servicios ............................................... 6.281.154.886 3,91 4.964.119.870 4,78 8.724.988 0,80
Subsidios e indemnizaciones .............................................. 262.952.304 -0,72 144.892.044 -1,64 1.652.350 -1,44

Total .................................................................................... 6.544.107.190 3,71 5.109.011.914 4,58 10.377.338 0,43

Fuente: ICEA.

7 Investigación Cooperativa entre Entidades Aseguradoras (www.
icea.es)

8 10.377.338 – 1.971.362 = 8.405.976.
9 4.185,99 + 647,36 + 262,95 = 5.096,30 millones de euros.
10 5.096,30 millones de ? / 8.405.976 = 606,27 euros.
11 Se supone que el SNS presta dichos servicios con la misma efi-

ciencia que el sector privado.



cápita teniendo en consideración el elevado núme-
ro de usuarios del SNS que, teniendo derecho a
utilizar dicho servicios, de hecho, no los utilizan o
lo hacen muy poco. 

Asimismo, también existe otro tipo de usuarios
que también descargan o alivian al SNS: aquellos
usuarios que no tienen un seguro médico privado
pero que, sin embargo, pagan a los proveedores
privados por cada acto médico (operaciones, visi-
tas a profesionales, etcétera). O sea, se trata de
unas personas que tienen derecho a la asistencia
sanitaria pública que, por las razones que sean,
recurren a la asistencia sanitaria privada (por
ejemplo, porque no aceptan los días que se debe
esperar para ser intervenidos quirúrgicamente, o
bien no están satisfechos con los servicios recibi-
dos por el SNS). 

Según el Sistema de Cuentas de Salud (SCS)12

el gasto sanitario total (público más privado) en 
los años 2009, 2010 y 2011 ascendió a 100.872,
100.770 y 98.860 millones de euros, respectiva-
mente. El 73-75 por 100 de dicho gasto13 lo finan-
ció el sector público (75.378, 74.773 y 72.217
millones de € en 2009, 2010 y 2011, respectiva-
mente)  y el 25-27 por 10014 lo financió el sector
privado (25.495, 25.998 y 26.643 millones de €
en 2009, 2010 y 2011, respectivamente). 

El citado gasto privado sanitario fue financiado a
través de: seguros privados suscritos con las empre-
sas aseguradoras (el 21,30 por 10015),  pagos direc-
tos de los hogares  (el 76,06 por 10016)  y el resto
(2,64 por 100) a través de instituciones sin fines de
lucro al servicio de los hogares y sociedades. 

Asimismo, la mayoría del gasto sanitario privado
se financia a través de pagos directos de los hogares

que realizan las personas cuando visitan a un médi-
co privado, se operan en un hospital privado, etcéte-
ra. Si analizamos con mayor detalle (año 2011)
dicho concepto (pagos directos de los hogares) se
desglosa así:  a) 539 millones de euros (2,64 por
100) de servicios de asistencia curativa y de rehabi-
litación hospitalaria, b) 8.813 millones de euros
(43,17 por 100) a asistencia curativa y de rehabilita-
ción ambulatoria17, c) 3.512 millones de euros
(17,20 por 100) a servicios de atención de larga
duración18, d) 93 millones de euros (0,46 por 100) a
servicios auxiliares de atención a la salud y d) 7.460
millones de euros (36,54 por 100) a productos médi-
cos dispensados a pacientes ambulatorios19.

Si el SNS funcionara óptimamente o mejor que
en la actualidad (por ejemplo, que las listas de
espera fueran casi inexistentes, que hubiera liber-
tad de elección de médicos y centros hospitalarios,
etcétera), lógicamente, la mayoría de los 8,5 millo-
nes de personas (que antes comentábamos) no con-
tratarían seguros médicos privados ni, asimismo,
muchas personas recurrirían a la medicina privada
(pagos directos de los hogares) si no tuvieran que
esperar tanto tiempo para ser atendidos.

En consecuencia, si la sanidad es un bien prefe-
rente de carácter universal y gratuito (tal y como
está configurado), el verdadero o auténtico coste
del SNS es la suma de la financiación pública
(coste devengado por el SNS) y una parte impor-
tante de la financiación privada, ya que la mayoría
de los 8,5 millones de personas que suscriben los
seguros médicos privados, así como los que pagan
los servicios médicos privados, son usuarios del SNS
que, por diversos motivos, no utilizan parcialmen-
te los servicios que presta el SNS. O sea, descon-
gestionan el SNS y ello es un ahorro para el �
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12 Metodología que aplica la OCDE-EUROSTAT-OMS para calcu-
lar el gasto sanitario total. Los datos que a continuación se analizan
están disponibles en la web del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales
e Igualdad.

13 74,7, 74,2 y 73 por 100 en 2009, 2010 y 2011, respectivamente.  
14 25,3, 25,8 y 27 por 100 en 2009, 2010 y 2011, respectivamente.
15 5.752, 5.404 y 5.490 millones de ? en 2009, 2010 y 2011, respec-

tivamente. El promedio porcentual de estos años asciende al  21,30 por
100  (((5.752+5.404+5.490) / (25.495+25.998+26.643)) *100).

16 19.081, 19.936 y 20.417 millones de ? en 2009, 2010 y 2011, res-
pectivamente. El promedio porcentual de estos años asciende al 76,06
por 100   (((19.081+19.936+20.417) / (25.495+25.998+26.643)) *100.

17 Se desglosan en: asistencia odontológica ambulatoria (5.085 millo-
nes de €); servicios de asistencia especializada (2.691 millones de €)
y otros servicios de asistencia ambulatoria (1.037 millones de €).

18 Se desglosan en: atención de larga duración hospitalaria (2.450 millo-
nes de €); atención de larga duración en hospitalización de día (368
millones de €), y atención de larga duración domiciliaria (694 millo-
nes de €).

19 Se desglosan en: productos farmacéuticos y otros productos médi-
cos perecederos (5.007 millones de €) y dispositivos terapéuticos y otros
productos médicos no perecederos (2.453 millones de €).



mismo, ya que si nadie contratara seguros médicos
privados o nadie recurriera a la medicina privada,
las listas de espera serían mayores (disminuiría la
eficacia) o bien se precisarían de más recursos
materiales y humanos (aumento del coste total del
SNS).

En definitiva, si bien es cierto que el grado de
satisfacción de los usuarios del SNS es buena o
aceptable (6,59 y 6,57 en 2011 y 2012, respectiva-
mente), sin embargo, no funciona ni con la desea-
ble eficacia (muchos usuarios recurren a la sani-
dad privada), ni con la necesaria eficiencia (como
analizaremos posteriormente). La información que
nos proporciona el SCS nos permitirá conocer,
aproximadamente, el verdadero gasto o coste sani-
tario público per cápita.

4. El gasto sanitario público y privado

Según el MS e INE, el gasto sanitario público
total20 calculado según el principio de devengo y dis-
tribuido por sectores, fue durante los años 2002 a
2011 el que se detalla en el Cuadro 5.

Según la EGSP (Estadística del Gasto Sanitario
Público), el sector Administraciones Públicas
(AAPP) se desglosa en subsectores que disponen
de plena competencia sobre la gestión de los recur-
sos sanitarios en un territorio o para algún colecti-

vo de población: comunidades autónomas (CCAA),
mutualidades de funcionarios, entes gestores de
seguridad social, ciudades con estatutos de autono-
mía, corporaciones locales y Administración cen-
tral. Estos subsectores están compuestos por agen-
tes de gasto que son los que realizan directamente
el gasto.

Como se puede observar, el gasto público total
se incrementó considerablemente a lo largo del
período 2002  a 2009, ya que en 7 años casi se du-
plicó: aumentó en un 82,83 por 100 respecto al año
2002. El año 2002 fue el primer año en que todas
las CCAA tenían las competencias en materia de
Sanidad. Asimismo, el incremento de la población
española fue muy importante a lo largo de dicho
período: 41.837.894 personas en 2002 y 46.745.807
en 2009, lo cual representó un incremento del
11,73 por 100 con respecto al 2002. El incremen-
to de la población es mayor (13,03 por 100)21 si
consideramos exclusivamente la población prote-
gida por el SNS, es decir, no se computan los mutua-
listas y beneficiarios de Muface, Isfas y Mugeju
que optan por recibir la asistencia sanitaria a través
de empresas de seguros médicos privadas. A sim-
ple vista, existe una gran desproporción entre el
gasto sanitario público de 2002 y el de 2009, pero,
debemos tener en consideración que las cantidades
son en euros corrientes, por lo que es conveniente
transformar las cantidades en euros constantes al �

BOLETÍN ECONÓMICO DE ICE Nº 3044 
DEL 1 AL 31 DE OCTUBRE DE 2013

64

C
o

la
b

o
ra

ci
o

n
es

José Manuel López Saludas

CUADRO 5
GASTO SANITARIO PÚBLICO TOTAL POR SECTORES

(Miles de euros corrientes)

2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010* 2011*

Administración central................................. 516.132 648.343 634.910 670.426 817.659 900.052 930.196 1.217.299 905.787 830.945
Sistema de seguridad social ....................... 1.330.378 1.354.015 1.460.879 1.588.775 1.766.646 1.832.774 1.918.668 1.666.888 1.640.808 1.611.936
Mutualidades de funcionarios ..................... 1.411.135 1.538.222 1.634.231 1.701.237 1.769.957 1.854.760 1.972.070 2.053.746 2.076.131 2.084.861
Comunidades autónomas ........................... 34.552.342 38.561.129 41.742.699 45.692.842 50.336.961 54.545.424 60.964.895 64.271.786 63.488.382 62.169.112
Ciudades con estatuto de autonomía ......... 10.313 10.402 11.170 12.414 13.333 14.154 16.635 18.513 17.445 17.027
Corporaciones locales ................................ 742.744 844.778 865.010 921.144 978.733 1.079.397 1.153.742 1.277.416 1.008.328 975.531

Gasto sanatario púlico ............................. 38.563.045 42.956.889 46.348.898 50.586.839 55.683.290 60.226.561 66.956.206 70.505.649 69.136.882 67.689.412

(*) Cifras provisionales.
Fuente: Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad.

20 Dicho gasto está publicado en la web del Ministerio de Sanidad,
Servicios Sociales e Igualdad, en el apartado  Estadística del Gasto
Sanitario Público  (EGSP): http://www.msps.es/estadEstudios/estadisticas/
sisInfSanSNS/finGastoSanit.htm.

21 Población protegida en el 2002 por el SNS = 41.837.894 –
– 2.219.618 = 39.618.276.  

Población protegida en el 2.009 por el SNS = 46.745.807 –
–  1.963.929 = 44.781.878.

((44.781.878 – 39.618.276) / 39.618.276) * 100 = 13,03 por 100.



objeto de analizar magnitudes homogéneas22. Así,
los 38.563.045 miles de euros de 2002 son equiva-
lentes, según la evolución del IPC, a 46.350.152,84
en 2009, lo cual significa que el incremento, en
euros constantes, en el período 2002-2009 fue del
52,12 por 100. Esta desproporcionalidad de las
magnitudes relevantes, en principio, explica el
porqué de los problemas económicos-financieros
actuales del SNS. No obstante, en el año 2010 y
2011, como decíamos con anterioridad, el gasto
público total disminuyó un 1,94 y 2,09 por 100
(con respecto al período anterior) como conse-
cuencia de las restricciones presupuestarias por
todos conocidas.

Si analizamos la estructura porcentual del gasto
(Cuadro 6), se puede observar que las CCAA gas-
tan, aproximadamente, casi el 92 por 100 del total

(91,16, 91,83 y 91,84 por 100, en 2009, 2010 y
2011 respectivamente). Por consiguiente, las CCAA
son las responsables de la gestión de la práctica
totalidad de los recursos sanitarios, por lo que,
serán aquéllas las que deberán implementar las
políticas pertinentes al objeto de que el SNS sea
sostenible a medio y largo plazo (sea viable desde
la perspectiva económico-financiera).

Por lo que respecta a las variaciones interanuales
del gasto total a lo largo del período 2002-2011, se
puede constatar que los incrementos han sido signi-
ficativos (entre el 5,58 y el 11,39 por 100), aunque
en el 2010  y 2001 se redujo un 2 por 100 con res-
pecto al período precedente (Cuadro 7).

Aunque una parte del elevado incremento del
gasto sanitario público estaría justificado por los
incrementos del IPC y de la población protegida,
sin embargo, grosso modo, una parte considerable
fue como consecuencia de la ineficiencia econó-
mica de las CCAA (producir a un mayor coste en
un período respecto a otro en euros constantes). Por
consiguiente, es conveniente analizar el gasto pú-
blico del conjunto de las CCAA, ya que, durante el
período 2002-2009, el gasto aumentó conside- �
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CUADRO 6
ESTRUCTURA PORCENTUAL DEL GASTO

2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010* 2011*

Administración central ................................ 1,34 1,51 1,37 1,33 1,47 1,49 1,39 1,73 1,31 1,23
Sistema de seguridad social ...................... 3,45 3,15 3,15 3,14 3,17 3,04 2,87 2,36 2,37 2,38
Mutualidades de funcionarios..................... 3,66 3,58 3,53 3,36 3,18 3,08 2,95 2,91 3,00 3,08
Comunidades autónomas .......................... 89,60 89,77 90,06 90,33 90,40 90,57 91,05 91,16 91,83 91,84
Ciudades con estatuto de autonomía ........ 0,03 0,02 0,02 0,02 0,02 0,02 0,02 0,03 0,03 0,03
Corporaciones locales................................ 1,93 1,97 1,87 1,82 1,76 1,79 1,72 1,81 1,46 1,44

Gasto sanitario público ........................... 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00

(*) Cifras provisionales.
Fuente: Ministerio de Sanidad, Sericios Sociales e Igualdad.

CUADRO 7
VARIACIÓN INTERANUAL DEL GASTO

03/02 04/03 05/04 06/05 07/06 08/07 09/08 10/09* 11/10*

Administración central......................................................... 25,62 -2,07 5,59 21,96 10,08 3,35 30,86 -25,59 -8,26
Sistema de seguridad social............................................... 1,78 7,89 8,75 11,20 3,74 4,69 -13,12 -1,56 -1,76
Mutualidades de funcionarios ............................................. 9,01 6,24 4,10 4,04 4,79 6,32 4,14 1,09 0,42
Comunidades autónomas................................................... 11,60 8,25 9,46 10,16 8,36 11,56 5,42 -1,22 -2,08
Ciudades con estatuto de autonomía................................. 0,86 7,38 11,14 7,40 6,16 17,53 11,29 -5,77 -2,39
Corporaciones locales ........................................................ 13,74 2,39 6,49 6,25 10,29 6,89 10,72 -21,07 -3,25

Gasto sanitario público 11,39 7,90 9,14 10,07 8,16 10,98 5,30 -1,94 -2,09

(*) Cifras provisionales.
Fuente: Ministerio de Sanidad, Sericios Sociales e Igualdad.

22 Utilizaremos la metodología de actualización de las rentas de
alquiler, es decir, la cantidad de 2002 la actualizaremos a 2009, según
la metodología que utiliza el INE: http://www.ine.es/daco/daco42/
daco421/lau.htm.

Índice diciembre 2002, Índice diciembre 2009, Renta a actualizar =
38.563.045.

Renta Actualizada = 38.563.045 * (171,222 / 142,455) = 46.350.368,12
miles de euros.



rablemente (9,27 por 100 TAM) respecto al año an-
terior, sin que dicho incremento esté justificado
por los incrementos de la población protegida y el
IPC (durante el período 2002-2009), tal y como
decíamos en las páginas precedentes. No obstante,
si contemplamos el período 2002-2011, el incre-
mento fue el 6,74 por 100 TAM23.

En relación a la clasificación funcional del
gasto total de las CCAA, más de la mitad del gasto
se refiere a los servicios hospitalarios y especiali-
zados. Es importante resaltar que, a pesar del ele-
vado porcentaje en el año 2002 (53,33 por 100), no
obstante, se ha incrementado a lo largo de período
analizado hasta el 59,58 por 100, lo cual pone de
manifiesto que la contención (e incluso, la reduc-
ción) del gasto sanitario público requiere de una
mejora sustancial de la productividad de los servi-
cios hospitalarios públicos, la cual debiera ser
semejante a la de los hospitales privados. 

Los servicios hospitalarios se refieren a la asis-
tencia sanitaria prestada por médicos especialistas,
enfermería y demás personal sanitario y no sanita-
rio. Dichos servicios tienen como finalidad el con-
seguir el mantenimiento y mejora de la salud
mediante la actividad asistencial. En el gasto se
incluyen la hospitalización, así como el diagnósti-

co, tratamiento, cirugía (mayor y menor), consul-
tas y urgencias. Además, se incluyen los gastos
correspondientes a las estructuras de gestión que
son necesarias para el desarrollo de la actividad:
equipos de dirección y gestión, así como el perso-
nal administrativo. 

La farmacia representa un porcentaje elevado
sobre el total del gasto, pero ha descendido paula-
tinamente a lo largo del tiempo: del 23,47 por 100
(2002) al 18,88 por 100 (2011). Este concepto se
refiere a los gastos que significan para las CCAA
las recetas médicas expedidas y otros productos
que suministran directamente a los hogares. No se
incluye el gasto en productos farmacéuticos que se
dispensan ambulatoriamente en los hospitales (por
ejemplo, la medicación de urgencia).

5. Estimación del gasto sanitario público 

La mayoría de los estudiosos o expertos de la
Economía de la Salud abogaban hasta fechas
recientes, implita o explícitamente, por el aumento
de la financiación del SNS, y, además, por diversos
motivos, no eran (y siguen siendo) partidarios de la
introducción del copago por la utilización de de-
terminados servicios sanitarios, lo cual equivale a
decir que el Estado debería aportar más dinero per �
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CUADRO 8.
CLASIFICACIÓN FUNCIONAL DEL GASTO

(Miles de euros corrientes)

2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010* 2011*

Comunidades autónomas .......................... 34.552.342 38.561.129 41.742.699 45.692.842 50.336.961 54.545.424 60.964.895 64.271.786 63.488.382 62.169.112

Servicios hospitalarios y especializados ...... 18.425.433 20.516.274 22.610.358 24.977.515 27.817.653 30.169.494 34.601.635 36.726.106 36.336.085 37.037.809
Porcentaje ................................................. 53,33 53,20 54,17 54,66 55,26 55,31 56,76 57,14 57,23 59,58

Servicios primarios de salud......................... 4.996.777 5.573.443 5.912.165 6.485.673 7.013.671 7.968.873 8.875.318 9.323.298 9.226.166 8.845.982
Porcentaje ................................................. 14,46 14,45 14,16 14,19 13,93 14,61 14,56 14,51 14,53 14,23

Servicios de salud pública ............................ 415.839 377.713 469.788 514.862 602.433 716.507 665.356 722.952 649.400 641.458
Porcentaje ................................................. 1,20 0,98 1,13 1,13 1,20 1,31 1,09 1,12 1,02 1,03

Servicios colectivos de salud........................ 753.213 877.489 862.174 941.739 1.063.310 1.249.194 1.284.747 1.455.321 1.368.213 1.435.915
Porcentaje ................................................. 2,18 2,28 2,07 2,06 2,11 2,29 2,11 2,26 2,16 2,31

Farmacia....................................................... 8.110.817 9.189.258 9.699.855 10.284.704 10.812.504 11.371.089 12.144.213 12.856.312 12.845.978 11.738.639
Porcentaje ................................................. 23,47 23,83 23,24 22,51 21,48 20,85 19,92 20,00 20,23 18,88

Traslado, prótesis y ap. terapéuticos............ 494.693 566.377 629.166 702.451 868.937 965.428 1.106.779 1.186.485 1.243.338 1.224.325
Porcentaje ................................................. 1,43 1,47 1,51 1,54 1,73 1,77 1,82 1,85 1,96 1,97

Gasto de capital............................................ 1.355.569 1.460.577 1.559.193 1.785.899 2.158.453 2.104.838 2.286.847 2.001.312 1.819.203 1.244.984
Porcentaje ................................................. 3,92 3,79 3,74 3,91 4,29 3,86 3,75 3,11 2,87 2,00

Total porcentajes ........................................ 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00

* Cifras provisionales.
Fuente: elaboración propia con datos obtenidos del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad.

23 TAM = ((62.169.112 / 34.552.655)1/9 - 1) * 100 = 6,74 por 100.



cápita al SNS. El fundamento del aumento de la
financiación pública es que España destina pocos
recursos a la Sanidad en relación con PIB. ¿Es
cierta esta aseveración o, por el contrario, es un
mito?

El gasto sanitario total, desglosado por sectores
y la proporción del total en relación con el PIB ha
ido creciendo paulatinamente desde los años
noventa hasta la fecha24.

Si el 9,61 por 100 del PIB que gastó España en
Sanidad durante 2010 (la media de la OCDE fue 9,50
por 100) lo comparamos con otros países de Europa,
es cierto que existen países que destinan más recursos
económicos a la Sanidad, como por ejemplo: Holanda
(12 por 100), Francia (11,60 por 100), Alemania
(11,61 por 100), Dinamarca (11,10 por 100), Austria
(11 por 100) y Bélgica (10,50 por 100). Hay países
que gastan igual que España como Suecia ( 9,60 por
100) y Reino Unido (9,60 por 100), y  otros países
gastan menos como, por ejemplo, Japón (9,50 por
100), Noruega (9,40 por 100), Italia (9,30 por 100),
Islandia (9,30 por 100), Australia (9,10 por 100),
Chile (8 por 100), Luxemburgo (7,90 por 100), Corea
(7,1 por 100) y otros.

En el año 2011, como consecuencia de las res-
tricciones presupuestarias, el porcentaje del gasto
sanitario público con respecto al PIB (6,79 por 100)
ha disminuido con respecto al 2010 (7,13 por 100) y

2009 (7,19 por 100), mientras que el gasto sanita-
rio privado ha aumentado en 2011 (2,51 por 100)
con respecto a 2010 (2,48 por 100) y 2009 (2,43
por 100).

Si realizamos un cálculo más detallado del gasto
sanitario total, se puede constatar la evolución del
gasto (público y privado), así como el incremento
paulatino del gasto total en relación al PIB (Cuadro 9).

Como hemos comentado con anterioridad,
muchas personas que suscriben seguros médicos pri-
vados, así como las que hacen pagos directos por cada
acto médico, lo hacen, en la mayoría de los casos25,
porque no están satisfechos con el funcionamiento del
SNS. Por tanto, a nuestro juicio, el verdadero gasto
sanitario público es la suma del gasto público deven-
gado más el coste de lo que pagan los usuarios del
SNS por actos médicos privados que debería haberlos
prestado el sector público. O dicho en otras palabras:
el verdadero coste sanitario público es la suma resul-
tante del coste de lo que «ha hecho» más el coste de
lo que «debería haber hecho». Esta metodología es
similar a la que aplica la empresa privada para cal-
cular los costes históricos (reales) unitarios que ha �
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24 No se han publicado datos oficiales de los gastos reales de 2012
ni el la OCDE, ni el INE, ni en el Ministerio de Sanidad. Sólo se han
publicado los presupuestos de 2011 y 2012 en el Portal Estadístico del
Ministerio de Sanidad.

CUADRO 9
GASTO SANITARIO TOTAL (Público + Privado)

2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011

Gasto financiado por las AAPP (1)..................... 44.868 48.767 53.430 59.180 64.253 71.028 75.378 74.773 72.217
Gasto financiado por el sector privado (1) ......... 19.007 20.378 21.935 23.507 25.169 26.222 25.495 25.998 26.643
Gasto total sanitario (1) ...................................... 63.875 69.145 75.365 82.687 89.422 97.250 100.873 100.771 98.860
Población ............................................................ 42.717.064 43.197.684 44.108.530 44.708.964 45.200.737 46.157.822 46.745.807 47.021.031 47.265.321
Gasto sanitario total por persona (2).................. 1.495,30 1.600,66 1.708,63 1.849,45 1.978,33 2.106,90 2.157,90 2.143,10 2.091,60
Gasto sanitario total por persona según INE y
Ministerio Sanidad (SCS) (2).............................. 1.495,00 1.601,00 1.709,00 1.849,00 1.978,00 2.107,00 2.158,00 2.143,00 2.095,00 
Porcentaje del gasto total repecto al PIB .......... 8,16 8,22 8,29 8,39 8,49 8,94 9,62 9,61 9,30

(1) en millones de euros corrientes.
(2) en euros corrientes.
(n.p.) datos no publicados.
Fuente: elaboración propia con los datos obtenidos de la página web del Ministrio de Sanidad (SCS) y del INE.

25 No conocemos ningún estudio que analice los motivos por los que
las personas que están cubiertas por el SNS suscriben, a su cargo, segu-
ros médicos privados o pagan por actos médicos privados que están
cubiertos por el SNS, pero, la observación de nuestro entorno nos indi-
ca que quienes tienen libertad de elegir (por ejemplo, el modelo
Muface) no suscriben ningún otro seguro médico privado, ni recurren
a profesionales sanitarios (por ejemplo, un especialista) a los que deban
pagar, ya que su seguro privado gratuito (Adeslas, Asisa, DKV y
Sanitas) permite elegir, entre muchos profesionales sanitarios de toda
España, el que crean más oportuno para sus intereses y, además,  si no
están satisfechos con el servicio recibido por un determinado profesio-
nal, pueden elegir a otro u otros (sin límite) y sin pagar por ello. 



incurrido en la producción de un bien o servicio
(Álvarez, 1990).

Si consideramos (hipótesis 1)26 que todos los
actos médicos privados (que pagan los particula-
res) son servicios cubiertos por el SNS, lógica-
mente, si el SNS funcionara óptimamente (por

ejemplo, inexistencia de listas de espera, libertad
de elección de profesionales y hospitales, etcéte-
ra), este coste privado lo debería haber sufragado
el sector público (producción propia o directa).

Aunque los usuarios del modelo Muface tienen
derecho a más prestaciones odontológicas (por
ejemplo, una limpieza bucal anual) que los del
SNS, sin embargo, la mayoría de los servicios de
asistencia odontológica no están cubiertos y, por
tanto, los mutualistas (y beneficiarios) deben
pagar dichos servicios como los usuarios del SNS.
Por tanto, se debe excluir el coste privado de dicha
asistencia (hipótesis 2) al objeto de poder estimar el
gasto real estimativo del SNS (valor de los servi-
cios que ha prestado más aquellos servicios �
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CUADRO 10
ESTIMACIÓN DEL GASTO SANITARIO PÚBLICO

2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011*

Gasto sanitario público devengado por las CCAA (1)......... 38.561.129 41.742.699 45.692.842 50.336.961 54.649.813 60.964.895 64.271.786 63.488.382 62.169.112
Servicios hospitalarios de financiación privada (2) ............. 1.983.000 2.002.000 2.230.000 2.475.000 2.869.000 2.807.000 2.399.000 2.489.000 2.701.000
Servicios ambulatorios de financiación privada (2) ............. 8.968.000 9.674.000 10.323.000 11.020.000 11.469.000 11.968.000 11.678.000 11.873.000 12.066.000
Servicios de atención medicalizada de financiación 
privada (2) ........................................................................... 1.683.000 1.846.000 1.909.000 2.039.000 2.137.000 2.342.000 2.422.000 2.504.000 2.802.000
Total del gasto sanitario público ......................................... 51.195.129 55.264.699 60.154.842 65.870.961 71.124.813 78.081.895 80.770.786 80.354.382 79.738.112
Población (3) ....................................................................... 42.717.064 43.197.684 44.108.530 44.708.964 45.200.737 46.157.822 46.745.807 47.021.031 47.265.321
Mutualistas protegidos por entidades de seguro privado.... 2.219.313 2.214.577 2.180.302 2.042.715 1.983.778 1.964.997 1.963.929 1.959.320 1.971.362
Personas protegidas por el S.N.S. ...................................... 40.497.751 40.983.107 41.928.228 42.666.249 43.216.959 44.192.825 44.781.878 45.061.711 45.293.959
Gasto sanitario público devengado por persona 
del SNS (euros) ................................................................... 1.264,15 1.348,48 1.434,71 1.543,87 1.645,76 1.609,42 1.803,65 1.783,2 1.760,46

(1) Datos dela EGSP (en miles de euros)
(2) Datos del SCS (en miles de euros).
(3) INE.
(*) Datos provisionales.
Fuente: elaboración propia con datos del Ministerio de Sanidad e INE.

CUADRO 11
ESTIMACIÓN DEL GASTO SANITARIO PÚBLICO

(Estudio sin incluir los servicios de atención de larga duración financiado por el sector público y privado)

2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011*

Gasto sanitario público devengado por las CCAA (1)......... 38.561.129 41.742.699 45.692.842 50.336.961 54.649.813 60.964.895 64.271.786 63.488.382 62.169.112
Seguros privados suscritos por particulares (3) .................. 3.533.000 3.923.000 4.408.000 5.069.000 5.619.000 5.632.000 5.752.000 5.404.000 5.490.000
Servicios de asistencia curativa y rehabilitación 
hospitalaria (2) ..................................................................... 639.000 634.000 691.000 658.000 676.000 755.000 386.000 508.000 539.000
Servicios ambulatorios de financiación privada (2) ............. 3.744.000 3.914.000 4.164.000 4.220.000 4.017.000 4.468.000 3.576.000 3.871.000 3.728.000
Servicios de laboratorio clínico y diagnóstico por imagen (2) ... 129.000 148.000 147.000 145.000 156.000 145.000 94.000 86.000 92.000
Total del gasto sanitario público .......................................... 46.606.129 50.361.699 55.102.842 60.428.961 65.117.813 71.964.895 74.079.786 73.357.382 72.018.112
Población total ..................................................................... 42.717.064 43.197.684 44.108.530 44.708.964 45.200.737 46.157.822 46.745.807 47.021.031 47.265.321
Mutualistas protegidos por entidades de seguro privado.... 2.219.313 2.214.577 2.180.302 2.042.715 1.983.778 1.964.997 1.963.929 1.959.320 1.971.362
Personas protegidas por el SNS. ........................................ 40.497.751 40.983.107 41.928.228 42.666.249 43.216.959 44.192.825 44.781.878 45.061.711 45.293.959
Gasto sanitario público devengado por persona
del SNS (euros) ................................................................... 1.150,83 1.228,84 1.314,22 1.416,32 1.506,77 1.628,43 1.654,24 1.627,93 1.590,02

(1) Datos de la EGSP (en miles e euros)
(2) Datos del SCS que se refieren a pagos directos, en miles de euros, de los hogares (no se incluyen los servicios de odontología).
(3) Datos de SCS (en miles de euros).
(*) Datos provisionales.
Fuente: elaboración propia con datos del Ministerio de Sanidad e INE.

26 Una hipótesis, según la RAE, es «una suposición en la que se fun-
damenta una argumentación o unas conclusiones». A nuestro juicio,
las hipótesis 1 y 2 son verosímiles (que es verdadero o creíble), ya que
se fundamentan en la observación del entorno del investigador y en
datos objetivos: «el mercado del aseguramiento sanitario privado está
dominado por los seguros de asistencia sanitaria. Se denomina de
doble cobertura porque casi todos nuestros asegurados privados tienen
una cobertura sanitaria pública en el Sistema Nacional de Salud». Se
ha transcrito literalmente lo que dice la empresa aseguradora DKV en
su web: (http://www.dkvseguros.com/newsletterdkv/documentos/revis-
tas/ interior311_62.htm).



cubiertos que debería haber prestado si los usua-
rios no hubieran recurrido al sector privado).

Otra forma sencilla del estimar el coste sanita-
rio público real per cápita consiste en considerar
que los 8,4 millones de personas que suscriben
seguros sanitarios privados, en realidad, no utilizan
(o casi no lo hacen) los servicios sanitarios públi-
cos (como así es, en realidad), lo cual significa que
el coste total de las CCAA se debe dividir entre los
usuarios que sí lo hacen (no la totalidad de los pro-
tegidos). Así, el coste sanitario público estimativo
en 2011 asciende a 1.685,35 €27, muy parecido al
coste resultante de las hipótesis 1 y 2.

En relación con los cálculos estimativos que
hemos realizados, ¿cuál es el grado de eficiencia del
sector público con respecto al sector privado?

6. La eficiencia económica  del SNS con
respecto al sector privado

El concepto de eficiencia se asocia con el hecho
de emplear la menor cantidad posible de recursos
para obtener una determinada cantidad de producto
(Monchón, 1993), es decir, evitar el despilfarro. El
criterio para elegir quién producirá (sector público o
privado) un bien preferente será la eficiencia econó-
mica, es decir, el Estado debe elegir al productor que
lo haga al menor coste (Musgrave, 1969). Dicho en
otras palabras «la distinción entre provisión y pro-
ducción nos lleva a plantear el tema de si es necesa-
rio que el sector público produzca directamente los
servicios de asistencia sanitaria, gestionando hospi-
tales, ambulatorios y consultorios o, por el contrario,
tal gestión puede ser realizada de una manera más
eficiente por el sector privado, aunque la provisión
continúe siendo pública» (Barea y Gómez, 1994). 

El aumento de la productividad de cualquier
recurso productivo, lógicamente, repercute en una
mayor eficiencia. Por tanto, cuando se pretende
conseguir que una organización aumente su efi-
ciencia, sin modificar la tecnología existente, la

vía principal es aumentar la productividad de
todos los factores productivos que se precisan para
producir los bienes y servicios.

Una metodología muy utilizada para medir la
eficiencia de las empresas públicas28 se conoce
como costes privados de la producción pública (es
un modelo frontera), la cual consiste en comparar
el coste en que ha incurrido las Administraciones
Públicas en producir un determinado bien o servi-
cio con el coste de la producción que se obtendría
si el bien o servicio lo realizara una empresa priva-
da, utilizando ésta los mismos factores productivos
que utilizan aquéllas. Es decir, se trata de conocer
el exceso de coste en que incurre el sector público
respecto al privado y este exceso se atribuye a la
menor eficiencia (ineficiencia) de las Administra-
ciones Públicas (Valle, 1989).

Desde la perspectiva de la hipótesis 1, la inefi-
ciencia la podemos situar en torno al  80-95 por
100 (por ejemplo, 82,01 por 100 en el 201129 y
94,47 por 100 en el 200730).

Y si la calculamos desde la hipótesis 2 (Cua-
dro 13), la ineficiencia se sitúa en torno al 64-82 por
100 (por ejemplo, 64,39 por 100 en el 201131 y 82,70
por 100 en el 200832).

Aunque no tuviéramos en consideración la hipó-
tesis 1 y 2, el coste per cápita de la producción de los
servicios sanitarios homogéneos del sector público
es considerablemente superior al sector privado
(modelo Muface), situándose la ineficiencia del pri-
mero con respecto al segundo en torno al 52,66 por
100 en el 2010 y el 58,66 por 100  en el 2009. Asi-
mismo, si hacemos la comparación, únicamente,
entre el gasto de la asistencia sanitaria33 de las
CCAA y  modelo Muface, las primeras incurrieron
en un exceso de coste (o ineficiencia) respecto al mo-
delo muface de 419,56 € per cápita en el 2009, �
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27 ((62.169.112.000 / (45.293.959 – 8.405.976)) = 1.685,35 €.

28 Muy similar a la Contabilidad de Costes o Analítica, la cual con-
siste en fijar a priori unos objetivos de coste (costes standard) y a pos-
teriori se analizan las desviaciones al objeto de conocer si se ha sido
eficiente o ineficiente en relación con los objetivos fijados.

29 ((1.760,46 – 967,25) / 967,25 ) * 100 = 82,01 por 100.
30 ((1.645,76 – 846,28) / 846,28) * 100 = 94,47 por 100.
31 ((1.590,02 – 967,25) / 967,25) * 100 = 64,39 por 100.
32 ((1.628,43 – 891,30) / 891,30) * 100 = 82,70 por 100
33 Se excluye la farmacia,  prótesis y traslado de enfermos.



lo cual, en porcentaje representa el 60,04 por 100 de
ineficiencia (López Saludas, 2013).

Respecto a los años 2012, no hay publicado
ningún dato sobre los gastos devengados por el
sector público, tanto en el INE, Ministerio de
Sanidad y OCDE. Los únicos datos publicados se
refieren al Presupuesto total de gastos, pero, como
ya sabemos, las desviaciones entre los gastos
devengados y los presupuestados suelen ser signifi-
cativas. Así, por ejemplo, los Presupuestos de Gastos
sanitarios de las CCAA fueron de 58.960,64;
59.730,15 y 57.408,47 millones de euros en los
años 2009, 2010 y 2011 y, sin embargo, los gastos
devengados fueron 64.271,78; 63.488,38 y 62.169,11
millones de euros en los años 2009, 2010 y 2011.
Por ejemplo, en el año 2011, se gastaron 4.760,64
millones más del presupuesto inicial, o lo que es lo
mismo: una desviación del 8,29 por 100 con res-
pecto al gasto presupuestado.

La mayoría de la comunidad científica conside-
ra que, cuando los poderes públicos deciden que la
provisión de un determinado bien o servicio debe
ser pública, se deberá elegir quién lo producirá
(empresa pública o privada) y el criterio único o
preferente de elección será la eficiencia económi-
ca, o sea, el Estado deberá elegir al productor que
le reporte un coste menor por la provisión del bien
público o de mérito, ya que los recursos públicos
son escasos y cualquier ahorro implica menos im-

puestos o menor endeudamiento o, alternativa-
mente, destinar el ahorro a otras necesidades pú-
blicas que no se satisfacen o se prestan de forma
insuficiente (Rosen, 2002).

7. Conclusiones

Según el Barómetro Sanitario, los usuarios del
SNS están satisfechos de los servicios sanitarios
públicos recibidos (no alcanza un notable), pero,
ni mucho menos, están muy satisfechos. El verda-
dero grado de satisfacción de los usuarios del SNS
se manifiesta cuando las personas que tienen liber-
tad de elección (para recibir los mismos servicios
sanitarios) entre la producción pública (SNS) y la
privada (modelo Muface o similar) eligen la produc-
ción pública, sin embargo, sólo son una pequeña
parte (15-17 por 100) . La eficacia del sector públi-
co mejoraría si compitiera, en igualdad de condicio-
nes, con el sector privado, lo cual presupone que los
ciudadanos tienen libertad de elección (a coste neu-
tro).  Las elevadas cantidades de dinero que los usua-
rios del SNS destinan a la compra de seguros médi-
cos privados o los pagos directos que realizan por
cada acto médico, lógicamente, es la constatación de
que la eficacia del SNS no es la que sería deseable
en relación con los elevados recursos públicos que se
destinan para la atención de la salud. �
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CUADRO 13
COMPARACIÓN ENTRE COSTE SANITARIO DEL SNS CON RESPECTO AL MODELO MUFACE 

(Hipótesis 2)

2007 2008 2009 2010 2011

Gasto sanitario público devengado por persona del SNS (euros) (hipótesis 2)............. 1.506,77 1.628,43 1.654,24 1.627,93 1.590,02
Gasto total por persona de itulares y beneficiarios de Muface que eligen 
empresas privadas (euros).............................................................................................. 846,28 891,30 941,75 951,14 967,25 
Ineficiencia del gasto sanitario público con respecto a Muface (%) ............................... 78,05 82,70 75,66 71,16 64,39

Fuente: elaboración propia a partir de datos del INE. Ministerio de Sanidad y Memorias de Muface.

CUADRO 12
COMPARACIÓN ENTRE COSTE SANITARIO DEL SNS CON RESPECTO AL MODELO MUFACE 

(Hipótesis 1)

2007 2008 2009 2010 2011

Gasto sanitario público devengado por persona del SNS (euros) (hipótesis 1)............. 1.645,76 1.609,42 1.803,65 1.783,21 1.760,46
Gasto total por persona de titulares y beneficiarios de Muface que eligen 
empresas privadas (euros).............................................................................................. 846,28 891,30 941,75 951,14 967,25 
Ineficiencia del gasto sanitario público con respecto a Muface (%) ............................... 94,47 80,57 91,52 87,48 82,01

Fuente: elaboración propia a partir de datos del INE. Ministerio de Sanidad y Memorias de Muface.



Las Administraciones Públicas deben aumentar
el grado de eficiencia económica de todas sus acti-
vidades y, sobre todo, un bien preferente se debe-
ría producir con el método que fuese más eficien-
te. De acuerdo con los datos que hemos analizado,
si, por ejemplo, el modelo Muface se extendiera al
colectivo de funcionarios de la Administración
local, el ahorro que se generaría sería considerable
para el erario público34 y, por supuesto, sería mucho
mayor si se extendiera a todos los empleados pú-
blicos de todas las Administraciones Públicas. Para-
dójicamente, lo que eligen actualmente (y siempre)
la mayoría de funcionarios de las Administraciones
Públicas (excepto la local) es lo más económico. El
coste del modelo Muface es muy inferior al coste de
la producción pública, o dicho de otra forma: la pro-
ducción pública incurre en un coste superior (o exce-
so de coste de 419,56 € por persona), lo cual signi-
fica que la producción pública es muy ineficiente
con respecto a la producción privada. Si el modelo
Muface se aplicara a toda la población protegida por
el SNS (45.293.959 personas), el ahorro35 que su-
pondría para el erario público, aproximadamente,
sería de 19.000 millones de euros anuales por la asis-
tencia sanitaria.
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34 Según IDIS (Instituto para el Desarrollo e Integración de la
Sanidad) «con el trasvase de un millón de personas al modelo de
mutualismo, se generaría un ahorro aproximado de 956 millones»
(Revista Sanidad, nº 19, 2-5-2013).

35 45.293.959 * 419,56 = 19.003  millones de euros.
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